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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, con el objeto de mejorar la persecución penal, con énfasis en materia de reincidencia y en delitos de mayor connotación social.
BOLETÍN N° 15.661-07.
HONORABLE SENADO:
La Comisión de Seguridad Pública tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señoras Luz Ebensperger y Ximena Rincón, y señores Luciano Cruz-Coke, Felipe Kast y Manuel José Ossandón, sin urgencia asignada para su tramitación.
Cabe señalar que el proyecto de ley fue aprobado en general, por la Sala del Senado, en sesión de 16 de mayo de 2023, oportunidad en que acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta el día 1 de junio de 2023.
Además, es dable indicar que en la misma sesión, la Sala acordó que, luego de despachado el segundo informe por parte de la Comisión de Seguridad Pública, el proyecto sea analizado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y fijó para este efecto un plazo máximo de 15 días.
- - -
ASISTENCIA
A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa, asistieron las siguientes personas:

- Representantes del Ejecutivo e invitados: Del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el Ministro señor Luis Cordero y el Abogado de la División Jurídica, señor Mario Araya. Del Ministerio Público, el Fiscal Nacional, señor Ángel Valencia, y el señor Ignacio Castillo, Director de la Unidad de Crimen Organizado y Drogas.
Otros asistentes: Los asesores parlamentarios: señora Natalia Pérez y señor Ronald von der Weth (H.S. Ossandón); señora Carolina Allende (H.S. Flores); señora Andrea González y señor Tomás Matheson (H.S. Kusanovic); señores José Astorga y Oscar Morales (H.S. Kast); señor José Poblete (H.S. Vodanovic); señora Natalia Navarro (H.S. Rincón); Del Comité Partido Socialista, señor Oscar Rojas. Del Comité UDI, señores William Valenzuela y Fernando Castro .Del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, asesores señora Paola Sais y señor Rafael Ferrada. De la Subsecretaria de Prevención del Delito, la Coordinadora Legislativa, señora Carolina Codoceo, y el abogado señor Rodrigo Muñoz. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, asesoras señoras Maritza Cabrera y Rosario Figueroa. De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Guillermo Fernández. Del Comité Evópoli, el asesor señor Jaime Herranz. Del Instituto Nacional de Derechos Humanos, laasesora señora Katia Aguilera, asesor señor Nicolás del Fierro. Del Instituto Libertad y Desarrollo, la señora Fiorella Romanini; del Comité Renovación Nacional, el asesor señor Sebastián Amado. Del Comité PS: el asesor señor Cristián Durnes; Periodista Radio Bío-Bío, señor Gonzalo Olguín; Periodista Ex-Ante, señora Alexandra Chechilnitzky.

- - -

CONSTANCIAS

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hubo.
2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 2, 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 57, 58, 59, 61, 62, 63, 65, 67, 69, 70, 71, 73, 77, 82, 83, 92, 96, 97, 99, 100, 102, 103, 105, 106, 107 y 112.
3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 85, 89, 90 y 95.
4.- Indicaciones rechazadas: 72, 74, 75, 76, 78, 79, 80, 81, 84, 86, 87, 88, 91, 93, 94, 104, 108, 109, 110, 111 y 113.
5.- Indicaciones retiradas: 1, 7, 8, 20, 21, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 54, 55, 56, 60, 64, 66, 68, 98 y 101.
6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hubo.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo segundo, en sus numerales 6 (ex número 1), 8 (ex número 2) y 22 (ex número 8) del proyecto de ley tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental, por limitar el ejercicio de la actividad jurisdiccional, lo cual incide en atribuciones de los tribunales de justicia.
- - -

CONSULTA EXCMA. CORTE SUPREMA

Se hace presente que la Sala del Senado envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del texto que se propone, en cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta Fundamental, y por el artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en la organización o atribuciones de los tribunales de justicia.
Posteriormente, el Máximo Tribunal emitió su opinión en torno al proyecto de ley en estudio, mediante Oficio N° 48-2023, de fecha 24 de febrero de 2023.

Cabe señalar, además, que los artículos calificados de quórum especial, no fueron objeto de modificaciones o enmiendas con ocasión de la discusión en particular.
- - -
DISCUSIÓN PARTICULAR

Al iniciar la discusión de las indicaciones presentadas a esta iniciativa, se escuchó, primeramente, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Luis Cordero, con el propósito de que efectuara una presentación general de las razones que subyacen a las enmiendas propuestas por el Ejecutivo.
Al respecto, el Secretario de Estado agradeció la disposición del Presidente de la Comisión de buscar una fórmula que contribuya al diseño de una política pública en materia de reincidencia, punto sobre el cual dijo que observaba coincidencias relevantes entre diversos actores y el Ejecutivo, que desea avanzar en esta materia. En efecto, agregó, es evidente que existe una visión relativamente compartida en que es necesario abordar el tema de la reincidencia para propender al cumplimiento de penas efectivas.
Sin embargo, aseveró que el proyecto contiene diversas modificaciones que alteran la forma de determinación de las penas de una manera que, en un primer análisis, pareciera muy específica, pero que tiene efectos relevantes. Ejemplificó su aserto anterior con la eliminación de pena de prisión, que va entre 1 y 60 días, para dejarlo como pena de un año, junto con otras reglas de determinación de la pena que están asociadas a un grupo de delitos y, además, otras que tienen que ver con determinación de penas asociadas a la parte especial del Código.
En cuanto a las modificaciones al Código Penal, señaló que el proyecto pretende tomar algunas medidas consideradas en el proyecto de ley de Nuevo Código Penal -como es el caso de la aplicación del marco rígido y la eliminación de las faltas- haciéndolas propias. Sin embargo, al tratarse de un elemento central del sistema usado por el actual Código Penal en la asignación de penas, estas modificaciones requieren de una evaluación del sistema penal en su completitud.
Añadió que este cambio de paradigma debe realizarse dentro de la modificación global del Código, a la luz del propio sistema de penas y de las penas que efectivamente se asignan a cada delito, respetando la proporcionalidad cardinal dentro del abanico de delitos y sus penas.
Sostuvo que el lugar para poder realizar cambios de esta envergadura es el proyecto de ley de Nuevo Código Penal (Boletín 14.795-07) que se encuentra en este momento siendo discutido en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, pues éste tiene una mirada integral del sistema, adecuando las penas asignadas en el Libro II con lo señalado en el Libro I, con una real vocación de eficacia y eficiencia.
Respecto de las modificaciones al Código Procesal Penal propuestas por el proyecto en su artículo segundo, valoró particularmente las propuestas en cuanto a dotar de mayor eficacia y eficiencia a la persecución penal. En ese entendido, modificaciones al procedimiento abreviado, prueba documental, suspensión condicional del procedimiento se elevan como puntos relevantes y esenciales del proyecto. En base a ello, y escuchando particularmente lo reseñado por el Ministerio Público, en diversas instancias, explicó que la indicación del Ejecutivo introduce nuevos numerales, reemplaza algunos y suprime otros con el objetivo de fortalecer el proyecto de ley presentado.
En relación con lo señalado en el párrafo anterior, se detuvo en modificaciones específicas. La primera de ellas referida a la protección a Fiscales. Para este propósito, connotó que se incorpora un nuevo artículo 78 ter, norma que tiene como objetivo entregar más herramientas de protección a los fiscales que lleven adelante una investigación cuando exista algún antecedente de amenaza, agresión u otra potencial afectación a la integridad personal de fiscales o de sus familias, o en investigaciones por delitos cometidos por asociaciones delictivas, en cualquier caso, permitiendo el anonimato del interviniente. Esta norma es recogida de la propuesta del propio Ministerio Público con ocasión de este proyecto, a la que se agrega la posibilidad de que el defensor conozca la identidad con un deber estricto de reserva.
En segundo lugar, informó que en materia de procurador común se incorpora un nuevo artículo 111 bis, el cual obliga, ante multiplicidad de querellantes, que estos deban actuar coordinadamente con la intervención de sólo uno de ellos que actuará como procurador común, en aquellos casos en que exista la misma pretensión por parte de todos ellos. Esto permitirá agilizar los juicios y audiencias complejos. De todas maneras, se incorpora la posibilidad de volver a actuar separadamente en caso de que la procuraduría común se vuelva incompatible.
En tercer lugar, destacó que respecto del principio de oportunidad se modifica el artículo 170 del Código Procesal Penal que regula el principio de oportunidad, agregando un inciso segundo nuevo que limita esta facultad del Ministerio Público en aquellos casos en que el imputado sea reincidente en ilícitos de la misma especie o que afecten al mismo bien jurídico.
Luego, resaltó que sobre la suspensión condicional del procedimiento se introduce una nueva letra d) al artículo 237 del Código Procesal Penal para incorporar un nuevo requisito de procedencia de la suspensión condicional del procedimiento, haciéndola improcedente para aquellos imputados que previamente hubiesen aceptado una suspensión condicional del procedimiento y ésta hubiese sido revocada o hubiere incumplido un acuerdo reparatorio dentro de los dos años anteriores al hecho de que se trate.
En seguida, aludió a la suspensión condicional por tratamiento de drogas y/o alcohol. En esta materia, añadió, recogiendo la idea del proyecto original, se introducen los artículos 238 bis, 238 ter y 238 quáter, y se propone una redacción que permita llevar adelante una salida de este tipo, considerando las necesidades específicas en las intervenciones sobre consumo problemático de sustancias o alcohol, como el diagnóstico y posterior control de la medida (audiencias de seguimiento), y la forma de dar por cumplida la condición (audiencia de egreso). Precisó que para que esta medida proceda, se debe acreditar la dependencia como factor determinante en la comisión del delito, que la pena que se arriesga no exceda de 5 años y que no haya sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. Además, se incorporan dos incisos nuevos al artículo 239 que regula las hipótesis de revocación de la suspensión condicional, señalando que en los casos de tratamiento de dependencias se entenderá como incumplimiento de las condiciones la no adherencia al tratamiento y el incumplimiento grave y reiterado de las actividades determinantes para su rehabilitación.
A continuación, se refirió a las enmiendas que se proponen en materia de convenciones probatorias. A este respecto, dijo, se introducen dos nuevos incisos en el artículo 275 del Código Procesal Penal, entregándole al juez de garantía la facultad de proponer convenciones probatorias a las partes en la audiencia de preparación de juicio oral, con miras a evitar la incorporación de prueba que resultaría innecesaria o dilatoria, pues no apuntarían a probar hechos cuestionados por las partes. Esta modificación tiene como objetivo agilizar la parte probatoria en los juicios orales. Para incentivar estas convenciones se propone incorporar la posibilidad de que el Tribunal Oral en lo Penal considere concurrente la atenuante prevista en el artículo 11 N° 9 del Código Penal.
También explicó la figura del testigo hostil. A este respecto, indicó que se propone incorporar un nuevo artículo 330 bis al Código Procesal Penal, el que permite a las partes que han presentado un testigo que se ha negado a contestar sus preguntas el poder formular preguntas inductivas y cerradas, invirtiendo la regla general.
Asimismo, abordó una regla especial de incorporación de documentos en juicio. Se trata, dijo, de agregar un nuevo inciso al artículo 333 del Código Procesal Penal, con el objetivo de incorporar eficientemente la prueba documental cuando no exista controversia sobre su origen y veracidad, permitiendo la sola individualización de la a evidencia y evitando su lectura.
Anunció que, además, se plantean nuevas reglas del procedimiento abreviado en el artículo 406 del Código Procesal Penal, ampliando el ámbito de aplicación al permitir la solicitud de penas de hasta 10 años (presidio mayor en su grado mínimo). Además, se incorpora una modificación al artículo 407 permitiendo una solicitud de rebaja facultativa de uno o dos grados para el caso en que el imputado acepte los hechos y los antecedentes de la investigación en que se fundare el procedimiento abreviado. Esta enmienda, acotó, apunta a la eficiencia del sistema y a disminuir los tiempos de tramitación de las causas.
Por último, aludió a la cooperación eficaz en materia de crimen organizado. Al respecto, explicó que se incorpora un nuevo artículo 226 Y al Código Procesal Penal, que recoge la idea de la cooperación eficaz, permitiendo a quienes entreguen información de relevancia al Ministerio Público en las investigaciones relativas a delitos cometidos por asociaciones delictivas, delitos de la ley 20.000, lavado de activos, trata de personas, explotación sexual, homicidios o secuestros para que puedan recibir una rebaja de hasta en dos grados de la pena.
A continuación, se da cuenta de las disposiciones del proyecto de ley que fueron objeto de indicaciones, así como de los acuerdos recaídos sobre ellas y resoluciones adoptadas sobre otras materias.
ARTÍCULO PRIMERO
Incorpora diversas modificaciones al Código Penal.
La indicación N° 1.- de S.E. el Presidente de la República, es para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo Primero.- Sustitúyese el Libro Primero del Código Penal, por el siguiente: 

“LIBRO PRIMERO

TÍTULO I

LA LEY PENAL

§ 1. Principios

Artículo 1.- Legalidad. No se impondrá pena, consecuencia adicional a la pena ni medida de seguridad que no sea la prevista por la ley para un hecho descrito por ella.

Artículo 2.- Culpabilidad. La pena judicialmente impuesta no sobrepasará la medida de la culpabilidad personal por el hecho.

§ 2. Aplicación de la ley penal

Artículo 3.- Jurisdicción territorial. Los tribunales de la República de Chile ejercen jurisdicción sobre chilenos y extranjeros respecto de los delitos perpetrados en territorio chileno.

Artículo 4.- Lugar de perpetración del delito. El delito se entiende perpetrado en territorio chileno indistintamente cuando en él se ejecuta la acción punible o se incurre en la omisión punible o cuando el resultado del cual depende su consumación acaece en él. Se entenderá que el autor incurre en omisión punible en territorio chileno si hubiera debido ejecutar en él la acción que omite.

La tentativa de delito se entiende perpetrada en territorio chileno indistintamente cuando ella se inicia en él de conformidad con el artículo 19, o cuando prosigue en él con la realización del hecho, como también cuando el resultado del cual depende la consumación del delito habría debido acaecer en el territorio chileno.

El delito se entiende asimismo perpetrado en territorio chileno si en él se producen o deberían producir los efectos cuya evitación constituye inequívocamente la finalidad de la ley que lo sanciona, aunque esos efectos sean posteriores a su consumación.

Si el delito es perpetrado por su autor o por cualquiera de sus coautores en territorio chileno, se lo entiende asimismo perpetrado en él por todos los demás intervinientes.

Artículo 5.- Jurisdicción extraterritorial. Los tribunales de la República de Chile también ejercen jurisdicción respecto de los siguientes delitos, aunque no sean perpetrados en territorio chileno: 

1° Los perpetrados por chilenos o extranjeros a bordo de una nave que enarbole el pabellón chileno o de una aeronave registrada conforme a la ley chilena; 

2° Los perpetrados por un agente diplomático o consular de la República, o por cualquier persona que por otro motivo goce de inmunidad personal debido a su servicio a la República, siempre que el hecho fuere también constitutivo de delito en el lugar de su perpetración; 

3° Los perpetrados por funcionarios públicos chilenos o por extranjeros al servicio de la República en el ejercicio de su cargo o en comisión de servicio; 

4° Los perpetrados contra funcionarios públicos chilenos o extranjeros al servicio de la República en razón del ejercicio del cargo o servicio, siempre que el hecho fuere también constitutivo de delito en el lugar de su perpetración; 

5° El soborno de funcionario público extranjero perpetrado por un chileno o por un extranjero con residencia en Chile; 

6° Los que atenten contra la soberanía o la seguridad de la República de Chile en la forma prevista por la ley, que consistan en la falsificación de su dinero o de documentos públicos o certificados expedidos por el Estado de Chile o que pongan en peligro la salud de los habitantes del territorio chileno o el medio ambiente en el territorio chileno o en la zona económica exclusiva chilena en la forma prevista por la ley; 

7° Los perpetrados por chilenos o extranjeros residentes en Chile contra chilenos, extranjeros residentes en Chile, contra sus hijos menores de edad o contra personas jurídicas domiciliadas en territorio chileno; 

8° Los delitos contra la indemnidad sexual y de explotación sexual comercial contra personas menores de edad que fueren chilenos o hijos de chilenos o extranjeros con residencia en Chile, siempre que el hecho fuere también constitutivo de delito en el lugar de su perpetración; 

9° Los comprendidos en tratados internacionales que autoricen la jurisdicción chilena, en los términos dispuestos por el respectivo tratado; 

10° Los delitos de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra, crimen de agresión, de interrupción de señales aeronáuticas y los demás delitos que los tratados internacionales o el derecho internacional someten a la jurisdicción de todos los Estados. 

En el ejercicio de la jurisdicción conforme al número 10º este artículo el Estado de Chile aplicará las disposiciones del Libro Segundo de este Código que correspondan a los hechos que fueren constitutivos del delito de piratería según el derecho internacional.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo es extranjero toda persona que no posee la nacionalidad chilena. 

Artículo 6.- Inmunidades. Los tribunales chilenos sólo estarán impedidos de juzgar a los responsables de un delito sometido a su jurisdicción en los casos establecidos por la Constitución Política de la República y por los tratados internacionales. 

Artículo 7.- Aplicación de la ley chilena y adecuación de penalidad. Los tribunales de la República de Chile aplican la ley penal chilena. 

En los casos de los números 2º, 4º y 8º del artículo 5 el tribunal no podrá imponer una pena más elevada que aquella prevista por la ley del lugar en que se perpetrare el delito. La misma regla se aplicará en los casos del número 9° del mismo artículo, siempre que la convención respectiva no dispusiere otra cosa. 

Artículo 8.- Aplicación de la ley penal en el tiempo. La pena, la consecuencia adicional a la pena y la medida de seguridad que corresponde imponer es la prevista por la ley vigente al momento de la perpetración del hecho. 

Si durante la perpetración del hecho entrare en vigor una nueva ley se estará a ella siempre que en la fase de perpetración posterior se realizare íntegramente la descripción legal del hecho.

Si a la fecha del pronunciamiento judicial sobre el hecho se encontrare vigente una ley más favorable para el imputado se estará a ella.

Si después de la perpetración del hecho hubiere entrado en vigor una ley más favorable se estará a ella para el pronunciamiento judicial sobre el hecho, aunque ya no se encontrare vigente a esa fecha, a menos que la ley disponga otra cosa.

Si una ley más favorable entrare en vigor después de ejecutoriada la sentencia que hubiere impuesto la pena, la consecuencia adicional a la pena o la medida de seguridad, el tribunal que la hubiere pronunciado deberá modificarla de oficio o a petición del condenado o afectado en todo aquello en que la sentencia no se hubiere ya ejecutado.

Las leyes destinadas a tener vigencia por un tiempo determinado serán siempre aplicables a los delitos perpetrados bajo su vigencia a menos que la ley disponga otra cosa.

Serán aplicables inmediatamente desde que entraren en vigor, aun a hechos perpetrados con anterioridad:

1° Las leyes relativas al régimen de ejecución de las penas, las consecuencias adicionales a la pena y las medidas de seguridad a menos que de ello resultare su agravación;

2° Las leyes relativas a la prescripción de la acción penal y de la pena a menos que hubiere transcurrido el plazo de prescripción.

Artículo 9.- Tiempo de perpetración del delito. Para efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, el delito se entiende perpetrado en el momento o durante el lapso en el cual se ejecuta la acción o se incurre en la omisión punible.

Artículo 10.- Aplicación supletoria del Código Penal. Las reglas del Libro Primero de este Código serán aplicables siempre que corresponda imponer una pena, una consecuencia adicional a la pena o una medida de seguridad conforme a otras leyes en lo no previsto en ellas. 

Para hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por su intervención en la perpetración de un delito, las disposiciones de este Código no serán aplicables sino en la medida en que así lo establezca la ley especial que fija los presupuestos y las consecuencias de su responsabilidad.

TÍTULO II

EL DELITO

§ 1. Reglas generales

Artículo 11.- Delito. Es delito la acción u omisión ilícita y culpable descrita por la ley bajo señalamiento de pena.

También es delito la omisión ilícita y culpable de evitar un resultado siempre que quien omite se encuentre especialmente obligado a ello en razón de la protección debida a una o más personas o de su deber de controlar una situación peligrosa, que la producción de tal resultado se encuentre prevista por la ley bajo señalamiento de pena y que la omisión de evitar el resultado sea equiparable a producirlo. 

Artículo 12.- Dolo e imprudencia. Una acción u omisión comprendida en el artículo precedente sólo es punible a condición de que ella sea dolosa a menos que la ley prevea expresamente la punibilidad del hecho imprudente.

Cuando la ley señala para el delito una pena mayor en caso de verificarse una determinada consecuencia especial, tal pena sólo se aplica si respecto de la consecuencia especial hubiere existido al menos imprudencia.

Artículo 13.- Graduación de la imprudencia. La imprudencia puede ser simple o temeraria. No es punible el descuido mínimo.

Cuando la ley disponga la punibilidad del hecho imprudente bastará la imprudencia simple, a menos que la ley exija imprudencia temeraria.

La imprudencia es temeraria cuando el sujeto hubiera podido evitar la realización del delito empleando la mínima diligencia que le era exigible de acuerdo con sus circunstancias.

Artículo 14.- Error sobre las circunstancias del hecho. No actúa u omite dolosamente quien por error desconoce una circunstancia que es exigida por la descripción legal del hecho, así como quien erradamente supone como efectivas las circunstancias exigidas por una causa de exclusión de la ilicitud.

Si el error hubiere sido vencible para el hechor se estará a lo que la ley prevea para la punibilidad y la penalidad del hecho imprudente.

Artículo 15.- Error sobre la ilicitud del hecho. No es penalmente responsable quien actúa u omite desconociendo la ilicitud del hecho siempre que el error haya sido invencible para el hechor. En caso de ser vencible se reconocerá una atenuante muy calificada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 48, 49 o 50, a menos que el error fuere indicativo de suma indiferencia acerca de la ilicitud del hecho.

Artículo 16.- Ausencia de responsabilidad por minoría de edad. No es penalmente responsable de conformidad con las disposiciones de este Código la persona que al momento del hecho sea menor de dieciocho años, sin perjuicio de lo dispuesto por la ley a la cual se refiere el inciso segundo del artículo 10.

Artículo 17.- Ausencia de responsabilidad por perturbación psíquica. No es penalmente responsable la persona que al momento del hecho padece una perturbación psíquica, aun transitoria, que la incapacita para motivarse a evitarlo.

Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable cuando la persona afectada por la perturbación fuere responsable de haber quedado incapacitada para motivarse a evitar el hecho, en cuyo caso se le reconocerá una atenuante muy calificada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 48, 49 o 50, a menos que hubiere provocado deliberadamente su incapacidad.

§ 2. Exenciones de responsabilidad

Artículo 18.- Están exentos de responsabilidad criminal:

1.° El loco o demente, a no ser que haya obrado en un intervalo lúcido, y el que, por cualquier causa independiente de su voluntad, se halla privado totalmente de razón.

2.º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.

3.° El que obra en defensa de su persona o derechos, siempre que concurran las circunstancias siguientes:

Primera.- Agresión Ilegítima.

Segunda.- Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla.

Tercera.- Falta de provocación suficiente por parte del que se defiende.

4.° El que obra en defensa de la persona o derechos de su cónyuge, de su conviviente civil, de sus parientes consanguíneos en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado, de sus afines en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado, de sus padres o hijos, siempre que concurran la primera y segunda circunstancias prescritas en el número anterior, y la de que, en caso de haber precedido provocación de parte del acometido, no tuviere participación en ella el defensor.

5.° El que obra en defensa de la persona y derechos de un extraño, siempre que concurran las circunstancias expresadas en el número anterior y la de que el defensor no sea impulsado por venganza, resentimiento u otro motivo ilegítimo.

Se presumirá legalmente que concurren las circunstancias previstas en este número y en los números 3° y 4° precedentes, cualquiera que sea el daño que se ocasione al agresor, respecto de aquel que rechaza el escalamiento en los términos indicados en el número 1° del artículo 440 de este Código, en una casa, departamento u oficina habitados, o en sus dependencias o, si es de noche, en un local comercial o industrial y del que impida o trate de impedir la consumación de los delitos señalados en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433 y 436 de este Código.

Se presumirá legalmente que concurren las circunstancias previstas en los números 3°, 4° y 5° de este artículo, respecto de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, Gendarmería de Chile, las Fuerzas Armadas y los servicios bajo su dependencia, cuando éstas realicen funciones de orden público y seguridad pública interior; en dichos casos se entenderá que concurre el uso racional del medio empleado si, en razón de su cargo o con motivo u ocasión del cumplimiento de funciones de resguardo de orden público y seguridad pública interior, repele o impide una agresión que pueda afectar gravemente su integridad física o su vida o las de un tercero, empleando las armas o cualquier otro medio de defensa.

Los numerales 3°, 4° y 5° se aplicarán respecto de los funcionarios de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, Gendarmería de Chile, las Fuerzas Armadas y los servicios bajo su dependencia, cuando éstas realicen funciones de orden público y seguridad pública interior ante agresiones contra las personas. De afectarse exclusivamente bienes, procederá la aplicación del número 9° del presente artículo.

Esta norma se utilizará con preferencia a lo establecido en el artículo 410 del Código de Justicia Militar.

Respecto de lo dispuesto en los párrafos anteriores, los tribunales, según las circunstancias y si éstas demuestran que no había necesidad racional de usar el arma de servicio o armamento menos letal en toda la extensión que aparezca, deberán considerar esta circunstancia como atenuante de la responsabilidad y rebajar la pena en uno, dos o tres grados, salvo que concurra dolo.

6°. El que para evitar un mal ejecuta un hecho, que produzca daño en la propiedad ajena, siempre que concurran las circunstancias siguientes:

Primera.- Realidad o peligro inminente del mal que se trata de evitar.

Segunda.- Que sea mayor que el causado para evitarlo.

Tercera.- Que no haya otro medio practicable y menos perjudicial para impedirlo.

7°. El que con ocasión de ejecutar un acto lícito, con la debida diligencia, causa un mal por mero accidente.

8°. El que obra violentado por una fuerza irresistible o impulsado por un miedo insuperable.

9°. El que obra en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, autoridad, oficio o cargo.

10°. El que obra para evitar un mal grave para su persona o derecho o los de un tercero, siempre que concurran las circunstancias siguientes:

1ª. Actualidad o inminencia del mal que se trata de evitar.

2ª. Que no exista otro medio practicable y menos perjudicial para evitarlo.

3ª. Que el mal causado no sea sustancialmente superior al que se evita.

4ª. Que el sacrificio del bien amenazado por el mal no pueda ser razonablemente exigido al que lo aparta de sí o, en su caso, a aquel de quien se lo aparta siempre que ello estuviese o pudiese estar en conocimiento del que actúa.

11°. El que incurre en alguna omisión, hallándose impedido por causa legítima o insuperable.

12°. El que cometiere un cuasidelito, salvo en los casos expresamente penados por la ley.

§ 3. Tentativa y conspiración

Artículo 19.- Punibilidad de la tentativa. La tentativa de delito es punible a no ser que la ley disponga otra cosa.

Hay tentativa desde que estando resuelto a perpetrar el delito el hechor se pone inmediatamente en situación de hacerlo.

Artículo 20.- Desistimiento de la tentativa. No es punible la tentativa para quien voluntariamente abandona la realización del hecho o impide su consumación. Si el delito no se consuma con independencia de su actuar, tampoco es punible la tentativa si se hubiere esforzado seriamente por impedir la consumación. 

Siendo dos o más los intervinientes en el hecho, no es punible la tentativa para aquel que voluntariamente impide su consumación. Si el delito no se consuma con independencia de su actuar, tampoco es punible para el interviniente que se hubiere esforzado seriamente por impedir la consumación.

Lo dispuesto en los incisos anteriores no obsta a la responsabilidad por cualquier delito distinto de la tentativa de la cual el hechor o interviniente se hubiera desistido.

Artículo 21.- Punibilidad de la conspiración. La conspiración sólo es punible si la ley lo declara expresamente.

Hay conspiración si dos o más personas se conciertan para la realización de un delito determinado.

No es punible la conspiración para aquel que impide que el delito llegue a perpetrarse.

§ 4. Intervención en el hecho punible

Artículo 22.- Intervinientes en el hecho. Es responsable de un delito quien interviene en él como autor, inductor o cómplice. 

Tratándose de hechos cuya descripción legal exige la concurrencia de una calidad especial en la persona del autor, el interviniente en quien no concurre tal calidad sólo responde como inductor o cómplice, según corresponda.

Artículo 23.- Intervención como autor. Es autor quien perpetra el hecho por sí mismo o a través de otro.

Son coautores quienes realizan el hecho conjuntamente. Se entiende que hay realización conjunta del hecho por parte de quien interviene:

1. Tomando parte en su perpetración; o

2. Prestando alguna contribución determinante, siempre que se hubiere concertado previamente con los demás.

Artículo 24.- Intervención como inductor. Es inductor quien determina a otro a perpetrar el hecho.

Artículo 25.- Intervención como cómplice. Es cómplice quien coopera con la perpetración del hecho.

Artículo 26.- Intervención imprudente. Quien intervenga imprudentemente en el hecho sólo será sancionado en la calidad que le corresponda de conformidad con los artículos anteriores, siempre que la ley prevea la punibilidad del respectivo hecho imprudente.

Artículo 27.- Actuación en lugar de otro. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 22, cuando la ley exija la concurrencia de una calidad especial en la persona del autor, se entenderá revestido de dicha calidad a quien actúa en lugar del que la ostenta.

TÍTULO III

DEFINICIONES

Artículo 28.- Definiciones. Para efectos de este Código se entenderá por:

1° Acción sexual, toda aquella de significación sexual y de relevancia que además importa contacto corporal con otro o que recae en los genitales, ano o mamas de la persona afectada, aun cuando no haya contacto corporal; tratándose de las acciones a cuya tolerancia o realización la persona afectada es constreñida, compelida o inducida, es también acción sexual el comportamiento de significación sexual que importa contacto de su cuerpo con un cadáver o con un animal vivo o muerto;

2° Amenaza grave, la amenaza explícita o implícita de atentar inminentemente contra la vida, o de modo grave contra la salud, la libertad de movimiento o la libertad sexual, ya sea del coaccionado o de una persona cercana a éste;

3° Amenaza punible, la amenaza explícita o implícita que constituye el medio comisivo del delito de coacción;

4° Autorización, la habilitación conferida por la ley o por la persona o autoridad correspondiente a quien cumple con la condición jurídicamente requerida para la realización de una actividad o para la tenencia, el porte o la manipulación de uno o más objetos o sustancias, cualquiera sea su denominación, el medio por el que se exprese o en el que conste o el acto jurídico privado o público por el que deba ser otorgada;

5° Caso menos grave, aquél en el que concurren circunstancias concernientes al hecho o a su modo de perpetración que hacen de la pena señalada por la ley al delito una sanción desproporcionadamente grave;

6° Dato informático, la representación de cualquier contenido expresada de un modo que hace posible su tratamiento por un sistema informático, incluido cualquier programa destinado a dotar de alguna funcionalidad a un sistema informático;

7° Difusión, la comunicación de una información, imagen o sonido a un número considerable o indeterminado de personas; 

8° Explotación sexual comercial, la utilización de una persona menor de dieciocho años para la realización de una acción sexual con ella a cambio de cualquier tipo de retribución y, tratándose de una persona menor de catorce años, cuenta también como explotación sexual comercial la realización de una acción de significación sexual con él, en las mismas circunstancias;

9° Funcionario público, quien ejerce cualquier cargo reconocido por la Constitución o creado por ley; o quien se desempeña en cualquier ente del Estado reconocido por la Constitución o creado por ley, en cualquiera de los órganos o servicios que conforme a la ley constituyen la administración del Estado, en cualquier corporación o fundación de derecho privado constituida por tales entes, órganos o servicios o con participación mayoritaria de ellos para el cumplimiento de sus fines en virtud de la ley, o en cualquier empresa pública creadas por ley o sociedad en las que el Estado participe con al menos la mitad de las acciones que comprenden su capital, de los derechos sociales o de los derechos de administración, cualquiera sea su régimen de nombramiento o contratación y su estatuto laboral o previsional. Es también funcionario público el que presta servicios al público directa o indirectamente por cuenta del Estado. No son funcionarios públicos quienes prestan a los órganos o empresas mencionados servicios profesionales o comerciales en condiciones equivalentes a cualquier cliente;

10° Infracción, cuando se refiere a una acción u omisión que no constituye un delito, la que se encuentra afecta a cualquiera de las sanciones señaladas en el número 7º del artículo 33; 

11° Peligro grave para la persona, el peligro actual o inminente de muerte o de grave daño para la salud; 

12° Policía, tanto el funcionario de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones de Chile como estas instituciones, según el caso; 

13° Pornografía, la representación por cualquier medio de imágenes de una acción de significación sexual en la que son exhibidos genitales, destinada a provocar la excitación sexual del receptor;

14° Pornografía de niños, niñas o adolescentes, la que incluye la representación de una persona menor de dieciocho años participando en una acción de significación sexual, real o simulada, o la representación de los genitales de un menor de dieciocho años con esa significación;

15° Prostitución, la utilización de una persona para la realización de una acción sexual con ella a cambio de cualquier tipo de retribución; 

16° Sistema informático, cualquier dispositivo o conjunto de dispositivos interconectados o unidos que, en ejecución de un programa, es apto para el tratamiento automatizado de datos;

17° Tratado internacional, cualquier acuerdo celebrado entre el Estado de Chile con otros Estados u otros sujetos de derecho internacional que haya sido ratificado y que se encuentre vigente.

Las expresiones del Libro Segundo de este Código cuyo sentido se encuentra determinado por otras leyes que versan sobre el mismo asunto se entenderán en dicho sentido, a menos que aparezca claramente que se han tomado en uno diverso.

Artículo 29.- Crímenes y simples delitos. Los delitos se dividen en crímenes y simples delitos. Son crímenes los delitos para los cuales la ley prevé prisión como pena única o una pena cuyo máximo es superior a 3 años de prisión. Simples delitos son los demás.

Para todos los efectos legales se reputan aflictivas las penas de los crímenes.

Artículo 30.- Autorización. Cuenta con la autorización correspondiente quien la tiene al momento del hecho, aun cuando ella sea posteriormente declarada inválida.

No cuenta con la autorización requerida quien actúa u omite fuera de sus límites o sin dar cumplimiento a las condiciones fijadas en ella, o bien a las condiciones que se le entienden incorporadas por disposición legal o reglamentaria.

No vale como autorización:

1° La que hubiere sido obtenida mediante engaño, violencia o amenaza punible o cohecho;

2° La que es o inequívocamente hubiere devenido improcedente.

TÍTULO IV

LA PENA

§ 1. Penas y consecuencias adicionales

Artículo 31.- Clases de penas. Podrán imponerse, de conformidad con lo dispuesto en el Título V del Libro Primero de este Código, las siguientes penas, ordenadas según su gravedad:

1° La prisión; 

2° La reclusión; 

3° La libertad restringida;

4° La multa; 

5° El servicio en beneficio de la comunidad.

Artículo 32.- Consecuencias adicionales a la pena. Juntamente con cualquiera de las penas señaladas en el artículo anterior podrá imponerse asimismo una o más consecuencias adicionales, de conformidad con lo dispuesto en el Título VII del Libro Primero de este Código.

Artículo 33.- Medidas y consecuencias que no constituyen penas. No constituyen penas: 

1° Las consecuencias adicionales a la pena y las medidas de seguridad establecidas en los Títulos VII y VIII del Libro Primero de este Código;

2° Las medidas cautelares impuestas sobre el imputado durante un proceso penal;

3° Los efectos civiles que la ley prevé como consecuencia de un delito;

4° La pérdida de las habilitaciones, autorizaciones o permisos que tienen como requisito o condición la falta de condenas penales;

5° Las medidas de apremio impuestas para asegurar el cumplimiento de obligaciones o resoluciones judiciales;

6° Las sanciones disciplinarias que el tribunal puede imponer durante un proceso, o que pueden ser impuestas por la infracción de los deberes de la ética profesional o por la infracción de las normas que regulan el correcto ejercicio de los cargos y funciones públicos;

7° Las multas u otras sanciones privativas o restrictivas de derechos patrimoniales o civiles previstas para ser impuestas por la administración o los tribunales que no ejercen jurisdicción en lo penal.

No constituyen consecuencias adicionales a la pena ni medidas de seguridad las sanciones, medidas y demás consecuencias señaladas en los números 2º a 7º del inciso anterior.

Artículo 34.- Efecto de las sanciones administrativas y disciplinarias. La circunstancia de que un hecho constitutivo de delito pueda asimismo dar lugar a una o más sanciones de las señaladas en los números 6° y 7° del artículo precedente no obsta a la imposición de las penas, consecuencias adicionales a la pena o medidas de seguridad que procedan conforme a este Código. 

Con todo, el monto de la pena de multa pagada será abonado a la multa no constitutiva de pena que se imponga al condenado por el mismo hecho. Si el condenado hubiere pagado una multa no constitutiva de pena como consecuencia del mismo hecho, el monto pagado será abonado a la pena de multa impuesta de conformidad con este Código.

La extensión de la inhabilitación impuesta al condenado como consecuencia adicional a la pena de conformidad con este Código será deducida de la extensión de la inhabilitación de la misma naturaleza que fuere impuesta como sanción administrativa o disciplinaria. 

Si el condenado hubiere sido sometido a una inhabilitación como sanción administrativa o disciplinaria, la extensión de ésta será deducida de la inhabilitación de la misma naturaleza que se le impusiere de conformidad con este Código.

Artículo 35.- Cálculos aritméticos. Cuando por aplicación de lo dispuesto en los Títulos V, VI o VII del Libro Primero debiere practicarse una operación aritmética relativa a la magnitud de una pena o consecuencia adicional que arroje como resultado la fracción de un año se observarán las reglas siguientes:

1° La fracción de un año o de un mes se expresará aproximada por defecto a una cifra decimal;

2° La fracción de un año así aproximada se multiplicará por doce, el resultado en números enteros se expresará en meses. No se tomará en cuenta la fracción de meses. 

§ 2. Naturaleza y efectos de las penas

Artículo 36.- Prisión. Por la pena de prisión se priva al condenado de su libertad mediante su encierro en un establecimiento público especialmente destinado a ello, se le somete adicionalmente a las restricciones de derechos inherentes a la conservación del orden y de la seguridad en el recinto en que la pena se cumple y se le ofrece un plan de actividades y servicios destinado a favorecer que no vuelva a perpetrar delitos en el futuro, todo ello de conformidad con el régimen de cumplimiento que la ley prevea. 

La pena mínima de prisión es de un año; la máxima, de 20 años. En caso de concurrir una agravante muy calificada, la prisión puede alcanzar un máximo de 24 años, salvo cuando la concurrencia de alguna atenuante impida a aquella agravante producir ese efecto, de acuerdo con lo dispuesto en el Título V del Libro Primero de este Código. 

Tratándose de los delitos de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra, crimen de agresión, la pena máxima a que se refiere el inciso precedente será de 30 años.

Aun cuando fueren aplicables los artículos 70, 71, 72, 74 o 77, la prisión no podrá exceder de 30 años a menos que se trate de los delitos de asesinato, femicidio, violación, delitos sexuales contra menores de edad y delitos de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra o crimen de agresión.

Cada pena de prisión que imponga el tribunal será determinada por éste en su extensión por un número de años y meses enteros. 

Artículo 37.- Reclusión. Por la pena de reclusión se priva al condenado de su libertad mediante su encierro en el lugar que le sirve de morada o en un establecimiento público especialmente destinado a ello y sólo en una de las siguientes modalidades:

1° Durante un período continuado de 8 horas, en un horario a ser determinado por el tribunal entre las 6 horas y las 22 horas de cada día, esto es, en modalidad de reclusión diurna;

2° Entre las 22 horas de cada día y las 6 horas del día siguiente, esto es, en modalidad de reclusión nocturna; o

3° Entre las 22 horas de cada día viernes y las 6 horas del día lunes siguiente, esto es, en modalidad de reclusión de fin de semana.

Si la reclusión debiere cumplirse en un establecimiento público la pena también someterá al condenado a las restricciones de derechos inherentes a la conservación del orden y de la seguridad en el recinto en que la pena se cumpliere, de conformidad con el régimen de cumplimiento que la ley prevea. 

Adicionalmente, en los casos a que se refieren los números 1° y 3° del inciso anterior, en la ejecución de la pena de reclusión se ofrecerá al condenado un plan de actividades y servicios destinado a favorecer que no vuelva a perpetrar delitos en el futuro. 

Si la reclusión debiere cumplirse en la morada del condenado, podrá utilizarse para su control un sistema telemático, de conformidad con la ley que regula la ejecución de las penas.

Cuando la ley prevea como pena la reclusión diurna, nocturna o de fin de semana, ella sólo podrá ser impuesta en la modalidad así señalada. En los demás casos, el tribunal determinará como modalidad de cumplimiento aquella que, atendidas las circunstancias concretas del condenado, favorezca su inserción social.

Cuando la ley prevea la reclusión como pena alternativa a la prisión, aquélla deberá ser ejecutada en un establecimiento público, a menos que concurra una circunstancia atenuante muy calificada, en cuyo caso se impondrá para ser cumplida en la morada del condenado. 

Cuando la reclusión no esté señalada por la ley como alternativa a la prisión, ella será cumplida en la morada del condenado, salvo expresa disposición en contrario o si concurriere una agravante muy calificada.

La pena de reclusión tendrá una duración mínima de 18 meses y una duración máxima de 30 meses. Con todo, la reclusión que deba cumplirse en un establecimiento público tendrá una duración mínima de 6 y una duración máxima de 18 meses. Aun cuando fueren aplicables los artículos 70, 71, 72, 73, 75 o 77, en ningún caso se impondrá una pena de reclusión cuya duración exceda de 40 meses o, tratándose de la pena de reclusión diurna o nocturna que deba cumplirse en un establecimiento público, que exceda de 24 meses.

Para los efectos de determinar la equivalencia entre la pena de reclusión y una pena de alguna otra clase se entenderá que 8 horas de reclusión diurna, nocturna o de fin de semana corresponden a un día de reclusión.

Cada pena de reclusión que imponga el tribunal será determinada por éste en su extensión por un número de meses enteros. 

Artículo 38.- Libertad restringida. Por la pena de libertad restringida se somete al condenado a un régimen de control ambulatorio de su desempeño cotidiano acompañado de aquellas prohibiciones, obligaciones, condiciones, actividades y programas de intervención que se hayan definido en un plan de cumplimiento individual, el cual deberá ser aprobado por el tribunal y estará orientado a fortalecer el respeto del condenado por los derechos de las demás personas y a favorecer condiciones para que no vuelva a perpetrar delitos en el futuro. El régimen de control será ejercido por un delegado designado por Gendarmería de Chile, quien deberá informar periódicamente sobre su cumplimiento.

El régimen de control podrá ser realizado también por sistemas telemáticos, de conformidad con la ley que regula la ejecución de las penas.

La pena de libertad restringida tendrá una duración mínima de 2 años y una duración máxima de 3 años. Aun cuando fueren aplicables los artículos 70, 71, 72 o 77, en ningún caso se impondrá una pena de libertad restringida cuya duración exceda de 4 años.

Cada pena de libertad restringida que imponga el tribunal será determinada por éste en su extensión por un número de meses enteros. 

Artículo 39.- Multa. Por la pena de multa se obliga al condenado a enterar una determinada suma de dinero en arcas fiscales.

A menos que la ley disponga otra cosa la multa se determinará mediante la multiplicación de un número de días-multa por el valor que el tribunal fije para cada día-multa en conformidad con el artículo 62, cuyo producto se expresará en una suma de dinero fijada en moneda de curso legal. 

A menos que la ley disponga otra cosa la extensión de la pena de multa se determinará conforme a las siguientes reglas:

1° Si la ley no previere una pena de prisión junto a la multa, su extensión no excederá de 100 días-multa;

2° Si además de la multa la ley previere una pena de prisión, el mínimo de la multa no podrá ser inferior a 50 días-multa, tratándose de simples delitos, ni a 100 días-multa, tratándose de crímenes.

El valor del día-multa no podrá ser inferior a media unidad de fomento ni superior a 500 unidades de fomento.

La pena mínima de multa es de un día-multa; la máxima, de 200 días-multa. Aun cuando fueren aplicables los artículos 70, 71, 72 o 77, no se impondrá una pena de multa que exceda de los 300 días-multa, a menos que la ley disponga expresamente otra cosa.

Cada pena de multa que imponga el tribunal será determinada por éste en el número de días-multa que ella comprende y el valor de cada día-multa. 

Artículo 40.- Servicio en beneficio de la comunidad. Por la pena de servicio en beneficio de la comunidad se obliga al condenado a la realización de actividades no remuneradas a favor de la comunidad o en beneficio de personas en situación de precariedad por un mínimo de ochenta y un máximo de 960 horas.

El servicio en beneficio de la comunidad será impuesto en términos que fueren compatibles con el ejercicio de la actividad, ocupación u oficio del condenado, si los tuviere, y en una extensión que no será inferior a 4 ni superior a 8 horas diarias.

La pena de servicio en beneficio de la comunidad sólo procederá en sustitución de la multa, conforme a lo dispuesto en el artículo 81. En ningún caso podrá ser impuesta al imputado que la rechazare, debiendo informársele de su derecho a hacerlo antes de la lectura de la sentencia.

En ningún caso se impondrá una pena de servicio en beneficio de la comunidad que exceda de 1.200 horas, aun cuando fuere aplicable el artículo 77.

TÍTULO V

DETERMINACIÓN DE LA PENA

§ 1. Definición de la pena legal

Artículo 41.- Pena legal del autor. La pena legal del autor de delito consumado corresponde a toda la magnitud de la pena señalada por la ley.

La pena legal del autor de tentativa corresponde a la que resulte de aplicar a la pena señalada por la ley para el delito consumado la disminución prevista en los artículos 60, 61 o 62 según corresponda, quedando facultado el tribunal para aplicar por segunda vez esta disminución.

Artículo 42.- Pena legal del inductor. La pena legal del inductor corresponde a la del autor del delito, quedando facultado el tribunal para disminuirla del modo previsto en los artículos 48, 49 o 50 según corresponda.

La penal legal del inductor de un hecho que hubiere quedado en grado de tentativa corresponde a la que habría de imponerse al autor de tentativa haciendo uso el tribunal de la facultad que le confiere el inciso segundo del artículo anterior, quedando facultado además para aplicar el efecto previsto en el artículo 54.

Artículo 43.- Pena legal del cómplice. La pena legal del cómplice corresponde a la que resulte de disminuir la pena del autor del modo previsto en los artículos 48, 49 o 50 según corresponda, quedando facultado el tribunal para aplicar adicionalmente el efecto previsto en el artículo 54.

La pena legal del cómplice de un hecho que hubiere quedado en grado de tentativa corresponde a la que habría de imponerse al autor de tentativa haciendo uso el tribunal de la facultad que le confiere el inciso segundo del artículo 41, debiendo además aplicar el efecto previsto en el artículo 54.

Artículo 44.- Pena legal del conspirador. La pena legal del que incurriere en conspiración punible corresponde a la del inductor de la tentativa.

Artículo 45.- Determinación legal de la pena. Salvo en los casos previstos en el párrafo 4 de este Título, cuando la ley reconozca una atenuante o agravante muy calificada o se remita a la disminución o aumento previstos en los artículos 48 a 53 para establecer una pena, la clase de pena y su extensión así identificadas constituirá la respectiva pena legal. La pena legal así constituida determina la calidad de crimen o simple delito del hecho conforme al artículo 29.

§ 2. Fijación del marco penal

Artículo 46.- Determinación judicial de la pena. El tribunal determinará la pena concreta en su naturaleza y magnitud de conformidad con las reglas previstas en este Título, fijando primero su marco.

Artículo 47.- Fijación del marco penal. Si concurrieren circunstancias atenuantes o agravantes el tribunal fijará el marco penal conforme a las reglas que siguen, tomando como base la pena legal definida de conformidad con el párrafo precedente.

Artículo 48.- Atenuante muy calificada respecto de la pena legal compuesta por penas alternativas. Cuando la pena legal esté compuesta por dos o más penas alternativas de las cuales la menos grave sea la libertad restringida o la multa, la concurrencia de una atenuante muy calificada obliga al tribunal a imponerla como pena única, fijando su extensión en la forma establecida en el inciso primero del artículo 54.

Si la pena menos grave fuere reclusión, la concurrencia de una atenuante muy calificada obligará al tribunal a fijar un marco penal compuesto por libertad restringida y reclusión.

Artículo 49.- Atenuante muy calificada respecto de la prisión. Tratándose de la pena de prisión cuyo mínimo sea superior a 2 años la concurrencia de una atenuante muy calificada obliga al tribunal a fijar un marco penal cuyo máximo corresponde al punto medio de la pena respectiva y cuyo mínimo corresponde a una disminución por debajo del mínimo de esa pena:

1° En un año, si el mínimo es igual a 3 años de prisión;

2° En 2 años, si el mínimo es igual o inferior a 7 años de prisión, pero superior a 3 años;

3° En 3 años, si el mínimo es igual o superior a 7 años de prisión.

Tratándose de una pena de prisión cuyo mínimo sea igual o inferior a 2 años la concurrencia de una atenuante muy calificada obliga al tribunal a fijar un marco penal compuesto por libertad restringida, reclusión y prisión de un año hasta el punto medio de la pena respectiva.

Artículo 50.- Atenuante muy calificada respecto de la multa, la libertad restringida y la reclusión. Tratándose de una pena de multa la concurrencia de una atenuante muy calificada obliga al tribunal a fijar el marco penal con exclusión de los dos tercios superiores de la pena legal. 

Tratándose de una pena de libertad restringida la concurrencia de una atenuante muy calificada obliga al tribunal a imponerla en una magnitud que no podrá ser superior al mínimo señalado en la ley para ella ni inferior a dos tercios del mínimo.

Tratándose de una pena de reclusión la concurrencia de una atenuante muy calificada obliga al tribunal a fijar un marco penal compuesto por libertad restringida y reclusión.

Artículo 51.- Agravante muy calificada respecto de la pena legal compuesta por penas alternativas. Cuando la pena legal esté compuesta por dos o más penas alternativas de las cuales la más grave sea la libertad restringida, la reclusión o la prisión, la concurrencia de una agravante muy calificada obliga al tribunal a imponerla como pena única.

Artículo 52.- Agravante muy calificada respecto de la prisión. Tratándose de la pena de prisión, la concurrencia de una agravante muy calificada obliga al tribunal a fijar un marco penal cuyo mínimo corresponde al punto medio de la pena respectiva y cuyo máximo corresponde a un aumento por encima del máximo de esa pena:

1° En un año, si el máximo es igual o inferior a 5 años de prisión;

2° en 2 años, si el máximo es igual o inferior a 10 años de prisión, pero superior a 5 años;

3° en 4 años, si el máximo es superior a 10 años de prisión.

Artículo 53.- Agravante muy calificada respecto de la reclusión, la libertad restringida y la multa. Tratándose de la pena de reclusión, la concurrencia de una agravante muy calificada obliga al tribunal a imponer la pena de prisión de un año.

Tratándose de la pena de libertad restringida, la concurrencia de una agravante muy calificada obliga al tribunal a imponer además multa o, cuando la pena legal ya la incluya como pena copulativa, a fijar su mínimo en el punto medio de su magnitud original y a incrementar su máximo en 80 días-multa.

Tratándose de la pena de multa, la concurrencia de una agravante muy calificada obliga al tribunal a fijar su mínimo del modo dispuesto en el inciso anterior y a incrementar su máximo en 50 días-multa.

Artículo 54.- Atenuante calificada. La concurrencia de una atenuante calificada obliga al tribunal a fijar el marco penal con exclusión de la mitad superior de la pena legal.

Si el marco penal estuviere compuesto por dos o más penas copulativas lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará a cada una de las penas que el tribunal imponga. Si el marco penal estuviere compuesto por dos penas alternativas lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará a la más grave de esas penas. Si las penas alternativas fueren tres el tribunal no podrá imponer la más grave de ellas.

Artículo 55.- Agravante calificada. La concurrencia de una agravante calificada obliga al tribunal a fijar el marco penal con exclusión de la mitad inferior de la pena legal.

Si el marco penal estuviere compuesto por dos o más penas copulativas lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará a cada una de las penas que el tribunal imponga. Si el marco penal estuviere compuesto por dos penas alternativas lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará a la menos grave de esas penas. Si las penas alternativas fueren tres el tribunal no podrá imponer la menos grave de ellas.

Artículo 56.- Concurrencia de atenuantes o agravantes, calificadas o muy calificadas. Si concurrieren dos o más atenuantes o dos o más agravantes, fueren calificadas o muy calificadas, el tribunal observará las siguientes reglas:

1° Si concurriere sólo una circunstancia muy calificada con una o más circunstancias calificadas, la fijación del marco penal se efectuará en conformidad con la primera de ellas y las restantes circunstancias serán apreciadas en la determinación de la pena conforme a lo dispuesto en los artículos 60 o 61;

2° Si concurrieren dos o más circunstancias muy calificadas, acompañadas o no de circunstancias calificadas, la fijación del marco penal considerará sólo dos veces la atenuación o aumento correspondiente a las circunstancias muy calificadas, y las restantes circunstancias serán apreciadas en la determinación de la pena conforme a lo dispuesto en los artículos 60 o 61;

3° Si sólo concurrieren circunstancias calificadas, el tribunal podrá considerarlas conjuntamente como si constituyeren una circunstancia muy calificada, o bien fijar el marco penal conforme a una de ellas y apreciar las restantes en la determinación de la pena conforme a lo dispuesto en los artículos 60 o 61.

Artículo 57.- Concurrencia de atenuantes y agravantes, calificadas o muy calificadas. La concurrencia de una o más atenuantes y una o más agravantes, sean aquéllas y éstas calificadas o muy calificadas, se resolverá mediante su ponderación racional, pudiendo el tribunal compensar dos o más circunstancias de efecto opuesto de tal manera de tenerlas por no concurrentes, o bien apreciarlas conjuntamente en la determinación de la pena conforme a lo dispuesto en los artículos 60 o 61, prescindiendo en este caso del efecto señalado en los artículos 48 a 55.

La ponderación se efectuará teniendo en cuenta el fundamento de unas y otras, así como su entidad y número, y observando siempre las reglas siguientes:

1° Se ponderará y, en su caso, compensará separadamente las circunstancias muy calificadas y las circunstancias calificadas;

2° Una circunstancia muy calificada no podrá ser compensada por una sola circunstancia calificada de efecto opuesto.

Artículo 58.- Atenuantes y agravantes facultativas. Cuando la ley concede al tribunal la facultad de estimar la concurrencia de una atenuante o agravante muy calificada, puede éste también estimar, respectivamente, la concurrencia de una atenuante o agravante calificada. En ejercicio de su facultad el tribunal deberá considerar la entidad de la circunstancia para decidir acerca de su efecto.

Artículo 59.- Fijación de la pena legal como marco penal. En caso de no concurrir atenuantes o agravantes calificadas o muy calificadas, o en caso de ser ellas íntegramente compensadas según lo dispuesto en el artículo 57, el tribunal fijará como marco penal la pena legal.

§ 3. Determinación de la pena

Artículo 60.- Selección de la naturaleza de la pena dentro del marco penal. Si luego de haberse aplicado las reglas establecidas en el párrafo anterior el marco penal constare de penas alternativas, el tribunal seleccionará una de ellas tomando en consideración la intensidad de la culpabilidad del responsable, la extensión del mal que importe el delito, la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes, los efectos que la pena provocaría en la vida futura del condenado y la idoneidad de la pena para evitar la perpetración de hechos similares en el futuro.

En los casos en que el marco penal incluya una pena de libertad restringida, el tribunal la preferirá sobre la reclusión o la prisión, a menos que las circunstancias a que se refiere el inciso anterior hicieren imperiosa la imposición de reclusión o prisión. 

Tampoco podrá el tribunal preferir la libertad restringida si:

1° El responsable hubiere sido anteriormente condenado por uno o más crímenes o por dos o más simples delitos; o 

2° La condena fuere por delitos de igual o semejante naturaleza, que afectaren a una pluralidad de individuos y hubieren sido perpetrados como parte de un único plan o aprovechando en diversas ocasiones la oportunidad ofrecida por circunstancias equivalentes.

Para los efectos del número 1° del inciso precedente, se considerarán también las condenas respecto de las cuales se hubiere aplicado una suspensión de la ejecución de la pena de conformidad con la ley procesal penal.

Artículo 61.- Reglas para la determinación de la pena concreta. El tribunal determinará la pena concreta en el punto medio del marco penal, a menos que tomando en consideración la intensidad de la culpabilidad del responsable, la extensión del mal que importe el delito y la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes, corresponda imponer dentro de ese marco una pena concreta de otra magnitud.

En caso alguno el tribunal podrá imponer una pena concreta que no corresponda al marco penal fijado conforme a las reglas del párrafo anterior, ni determinar su extensión en una cuantía superior a su máximo o por debajo de su mínimo.

Artículo 62.- Regla especial para la determinación de la multa. Para la determinación del número de días-multa en que se impondrá la pena de multa, el tribunal se sujetará a lo dispuesto en el artículo precedente.

El valor del día-multa corresponderá al ingreso diario promedio líquido que el condenado haya tenido en el período de un año antes de que la investigación se dirija su contra, considerando sus remuneraciones, rentas, réditos del capital o ingresos de cualquier otra clase. El tribunal podrá reducir el valor del día-multa en consideración a los gastos necesarios para la manutención del condenado y de su familia, si la tuviere.

Si los ingresos totales del condenado resultaren desproporcionadamente bajos en relación con su patrimonio, el tribunal podrá aumentar hasta en dos veces el valor del día-multa determinado conforme a lo dispuesto en el inciso precedente, sin sobrepasar el límite previsto en el artículo 51.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, los ingresos, las obligaciones, las cargas y el patrimonio del condenado serán estimados prudencialmente por el tribunal sobre la base de los antecedentes aportados al procedimiento respecto de sus rentas, gastos, modo de vida u otros factores relevantes.

Artículo 63.- Atenuantes. Constituyen circunstancias atenuantes:

1° La de haber actuado u omitido por estímulos tan poderosos que comprensiblemente hayan producido arrebato u obcecación;

2° La de haberse esforzado voluntaria y seriamente por evitar la consumación de un delito, aunque se haya consumado;

3° La de haber procurado con celo reparar el mal que importa el delito o impedir sus ulteriores consecuencias dañinas;

4° La de haber colaborado sustancialmente con la investigación o el juicio, en una forma que sea útil al tribunal para el juzgamiento del caso;

5° La de haber sufrido a resultas del hecho consecuencias cuya gravedad haga inadecuado o innecesario imponer la pena en toda su extensión.

Artículo 64.- Aplicabilidad de las circuns​tancias a los diversos intervinientes. Las circunstancias atenuantes o agravantes que conciernen a la persona del responsable serán aplicadas sólo a aquellos intervinientes en quienes concurrieren.

Las circunstancias que conciernen al hecho y a su modo de perpetración serán aplicadas a aquellos intervinientes que tuvieren conocimiento de ellas en el momento de su intervención en el hecho. Pero las atenuantes calificadas o muy calificadas serán aplicadas a todo interviniente.

Las circunstancias atenuantes de los artículos 75, 79, 80 y 81 conciernen a la persona del responsable.

Artículo 65.- Exclusión de redundancias. En la determinación de la pena aplicable el tribunal no considerará más de una vez un mismo elemento o circunstancia. 

Artículo 66.- Aplicación supletoria de las reglas de este párrafo. Las circunstancias a las que la ley atribuya o permita atribuir el carácter de atenuante o agravante sin ulterior calificación serán estimadas por el tribunal conforme a las reglas de este Párrafo.

§ 4. Atenuantes especiales

Artículo 67.- Atenuante muy calificada por responsabilidad disminuida. El tribunal tendrá por concurrente una atenuante muy calificada cuando sin cumplirse las condiciones para la ausencia de responsabilidad de acuerdo con el artículo 17 o para su exclusión de conformidad con el artículo 18, la correspondiente circunstancia se presente con una intensidad que conlleve una disminución significativa de la culpabilidad del responsable. Si la pena a imponer fuere prisión, el tribunal podrá aplicar la disminución de pena dispuesta por el artículo 49 por segunda vez a partir de la extensión de la pena que resultare de la primera aplicación de la rebaja ahí prevista.

Artículo 68.- Situación de necesidad apremiante. El tribunal tendrá por concurrente una atenuante calificada o muy calificada cuando el responsable hubiere actuado u omitido debido a una necesidad apremiante, aunque no se cumplieren las condiciones que el artículo 18 exige para eximir de responsabilidad.

Artículo 69.- Cumplimiento de órdenes. El tribunal tendrá por concurrente una atenuante calificada o muy calificada cuando el responsable fuere un funcionario público que hubiere actuado u omitido ilícitamente en cumplimiento de una orden de su superior jerárquico.

Lo dispuesto en el inciso precedente no será aplicable si el subordinado hubiere incitado al superior a que le impartiere la orden.

§ 5. Concurso de delitos

Artículo 70.- Pluralidad de delitos. Al responsable de dos o más delitos le serán impuestas las penas concretas correspondientes a cada uno de ellos, con las salvedades y límites establecidos en este párrafo.

Artículo 71.- Concurso ideal. Salvo que lo dispuesto en el artículo anterior fuere más favorable al condenado, cuando un solo hecho constituyere dos o más delitos el tribunal impondrá una sola pena por todos ellos, cuyo marco penal será determinado tomando la pena legal del delito más grave aumentada conforme a lo dispuesto en el artículo 51, 52 o 53 según corresponda. El tribunal podrá aplicar por segunda vez el aumento de pena dispuesto por los artículos correspondientes atendiendo el número de delitos perpetrados. 

Una vez fijado el marco penal de conformidad con el inciso precedente, el tribunal determinará la pena concreta de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 3 de este Título. 

Artículo 72.- Unificación de penas de una misma clase. Las diversas penas concretas de una misma clase que el tribunal determinare serán unificadas de modo que a ningún condenado se imponga en definitiva más de una pena de una misma clase. El resultado de esta operación se denominará pena unificada.

La magnitud de cada pena unificada corresponderá a la que resulte menor de entre las tres siguientes:

1° La suma de las penas concretas de una misma clase;

2° El triple de la más grave de ellas;

3° El máximo establecido, según el caso, por los artículos 36, 37, 38, 39 y 40.

Tratándose de los delitos de asesinato, femicidio, violación, delitos sexuales contra menores de edad y de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra, crimen de agresión, no tendrá aplicación lo previsto en el número 2° del inciso anterior.

Si la pena unificada que correspondiere aplicar fuere la de prisión por una cuantía que superare los 30 años y alguno de los delitos al que fuere la persona condena se tratare de los señalados en el inciso anterior, el tribunal impondrá, en su reemplazo, la pena de prisión perpetua. El condenado a prisión perpetua sólo podrá solicitar la sustitución de su pena una vez transcurridos 40 años, de conformidad con la ley que regula la ejecución de las penas.

Con todo, tratándose de delitos de igual o semejante naturaleza que afectaren a una pluralidad de individuos y hubieren sido perpetrados como parte de un único plan o aprovechando en diversas ocasiones la oportunidad ofrecida por circunstancias equivalentes, en lugar de la pena unificada de reclusión se impondrá prisión por la misma magnitud. No será un obstáculo para dar cumplimiento a ello la circunstancia de haber tenido aplicación lo dispuesto en el número 2º del inciso tercero del artículo 60.

Artículo 73.- Pena unificada a partir de diversas penas de reclusión. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, si las penas correspondientes a dos o más delitos perpetrados fueren de reclusión la determinación de la modalidad y del lugar de cumplimiento de la pena unificada de reclusión se ajustará a las siguientes reglas:

1° Si una o más de las penas correspondientes a los diversos delitos debieren cumplirse en un establecimiento público, la pena unificada de reclusión también deberá cumplirse en él;

2° Si las penas correspondientes a los diversos delitos debieren cumplirse en diversas modalidades la pena unificada de reclusión se impondrá bajo la modalidad de cumplimiento que, atendidas las circunstancias concretas del condenado, posibilite al máximo su inserción en la vida social.

Artículo 74.- Unificación de la pena de prisión con penas de otra clase. Si de conformidad con lo dispuesto en los artículos anteriores se hubiere de imponer conjuntamente prisión y una o más penas de otra clase el tribunal impondrá como pena unificada sólo prisión, por una magnitud correspondiente a la suma de la extensión de la pena de prisión y a:

1° La mitad de la extensión de la pena de reclusión que hubiere de imponerse;

2° Un cuarto de la extensión de la pena de libertad restringida que hubiere de imponerse;

3° Una cantidad de días que resulte de dividir por ocho el número de horas de servicio en beneficio de la comunidad que hubiere de imponerse.

En todo caso, el aumento de pena dispuesto en el inciso precedente no podrá exceder de 20 meses.

Artículo 75.- Unificación de la pena de reclusión con penas de otra clase. Si se hubiere de imponer conjuntamente reclusión y una o más penas de otra clase, distintas de la prisión, el tribunal determinará como pena unificada sólo reclusión, por una magnitud correspondiente a la suma de la extensión de la pena de reclusión y a:

1° La mitad de la extensión de la pena de libertad restringida que hubiere de imponerse;

2° Una cantidad de días que resulte de dividir por cuatro el número de horas de servicio en beneficio de la comunidad que hubiere de imponerse.

Lo dispuesto en este artículo no tendrá lugar cuando el condenado manifestare su preferencia por la imposición no unificada de una o varias de las penas de otra clase que hubieren de serle impuestas.

Artículo 76.- Penas que no se unifican. Fuera de los casos previstos en los artículos anteriores no habrá unificación de penas.

Artículo 77.- Unificación de condenas. Cuando a una persona se hubieren impuesto penas distintas en procedimientos diversos, el tribunal que dictare la sentencia posterior deberá adecuar todas las penas impuestas por las diversas condenas de manera de dar cumplimiento a las reglas establecidas en los artículos precedentes y formar una pena global.

En la sentencia posterior el tribunal no considerará las circunstancias que no hubieran podido ser tenidas en cuenta de haberse dictado una única sentencia.

Si la sentencia posterior quedare ejecutoriada sin haberse dado cumplimiento a lo establecido en los incisos precedentes, el tribunal que la hubiere pronunciado deberá modificarla a petición del Ministerio Público o del condenado, adecuándola. Si se tratare de tres o más sentencias sucesivas, deberán ser modificadas por los tribunales que las hubieren pronunciado en orden inverso a las fechas en que hubieren quedado ejecutoriadas en tanto ello fuere necesario para dar cumplimiento a lo previsto en este artículo.

Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a las penas que se encontraren cumplidas.

§ 6. Dispensa de la pena

Artículo 78.- Dispensa de la pena. El tribunal podrá prescindir de la pena si las consecuencias que el delito hubiere irrogado a su autor fueren de tal gravedad que la hicieren innecesaria para el cumplimiento de sus fines, siempre que la pena a imponer fuere reclusión, libertad restringida, multa o servicio en beneficio de la comunidad.

TÍTULO VI

EJECUCIÓN DE LA PENA

§ 1. Reglas generales

Artículo 79.- Legalidad. No podrá ejecutarse pena alguna sino en virtud de una sentencia ejecutoriada. Ninguna pena se ejecutará en forma distinta a la prescrita por la ley ni con otras circunstancias o accidentes que los expresados en ella.

Para el régimen y demás condiciones de cumplimiento de las penas de servicio en beneficio de la comunidad, libertad restringida, reclusión y prisión, se observará la ley de ejecución de penas y otras consecuencias del delito.

Artículo 80.- Ejecución de penas no unificadas. Cuando a un mismo condenado hubieren sido impuestas penas de distinta clase que no hubieren sido unificadas, éstas se cumplirán simultáneamente salvo que consistieren en reclusión y libertad restringida.

Tampoco se impondrá la pena de servicio en beneficio de la comunidad en forma simultánea a la reclusión si ello representare una carga excesiva para el condenado.

No teniendo lugar la ejecución simultánea, el tribunal dispondrá la ejecución consecutiva de las penas, en el siguiente orden:
1° Reclusión;

2° Libertad restringida;

3° Servicio en beneficio de la comunidad.

§ 2. Ejecución de la pena de multa

Artículo 81.- Pago de la multa. La suma de dinero que la pena de multa obliga al condenado a enterar en arcas fiscales deberá ser pagada íntegramente por éste dentro del plazo de 30 días desde que la sentencia que la imponga quede ejecutoriada. Para asegurar la satisfacción íntegra de la multa el tribunal decretará el embargo sobre cualquier bien del condenado, salvo aquellos que no fueren embargables por disposición de la ley.

Si la satisfacción íntegra de la multa hubiere de ocasionar un perjuicio desproporcionado al condenado, el tribunal podrá autorizarlo a pagarla en parcialidades dentro de un plazo no superior a 24 meses. La falta de pago de dos de las parcialidades, sean éstas consecutivas o no, hará exigible el total de las restantes.

Si el condenado probare no tener bienes para solventar la multa, el tribunal podrá sustituirla por una pena proporcional de servicio en beneficio de la comunidad, a razón de 4 horas de servicio por cada día-multa. Si el condenado rechazare la sustitución, el tribunal impondrá una pena proporcional de reclusión, a razón de un día de reclusión por cada día-multa.

Si el condenado no pagare oportunamente la multa que le hubiere sido impuesta de conformidad a los incisos primero y segundo, el tribunal podrá apremiarlo mediante el arresto diurno, nocturno o de día completo, hasta por 6 meses en caso de multas que no fueren superiores a 1.250 unidades de fomento, y hasta por un año si excedieren dicha cantidad. Si el condenado hubiere pagado parcialmente la multa de conformidad a los dispuesto en el inciso segundo, dicha conversión se realizará sobre la base de la suma no pagada.

TÍTULO VII

CONSECUENCIAS ADICIONALES A LA PENA

§ 1. Reglas generales

Artículo 82.- Consecuencias adicionales a la pena. Son consecuencias adicionales a la pena:

1° El comiso de los instrumentos y efectos del delito;

2° El comiso de las ganancias asociadas al delito;

3° La inhabilitación para ejercer un cargo público;

4° La inhabilitación para ejercer una profesión, oficio, industria o comercio;

5° La inhabilitación para el ejercicio de una profesión, oficio o empleo que involucre una relación directa y habitual con un niño, niña o adolescente;

6° La inhabilitación para cazar y pescar;

7° La inhabilitación para contratar con el Estado;

8° La inhabilitación para conducir vehículos motorizados; 

9° La prohibición de ingresar a áreas protegidas por el Estado.

§ 2. Comiso de instrumentos y efectos

Artículo 83.- Comiso de instrumentos y efectos. Por el comiso de instrumentos y efectos se priva a una persona de la propiedad sobre las cosas que hubieren sido usadas como instrumentos en la perpetración del delito o que hubieren sido obtenidas o producidas a través de su perpetración y se la transfiere al Estado.

Artículo 84.- Comiso de instrumentos delictivos. Se impondrá el comiso de toda cosa que hubiere sido empleada como instrumento en la perpetración del delito y que fuere especialmente apta para ser utilizada delictivamente.

Se entenderá en todo caso que son especialmente aptas para ser utilizadas delictivamente aquellas cosas cuya tenencia o porte se encuentre en general prohibida por la ley.

El tribunal deberá decretar el comiso de cosas especialmente aptas para ser utilizadas delictivamente aun en caso de que el imputado fuere absuelto o sobreseído, bastando para ello el establecimiento de su uso en un hecho delictivo. 

El comiso de instrumentos especialmente aptos para ser utilizados delictivamente procederá aun respecto del tercero de buena fe y que tuviere título para poseer la cosa, a menos que se estableciere que él no tuvo responsabilidad en el uso de la cosa por parte del hechor. 

Si el comiso afectare a un tercero de buena fe, éste podrá solicitar indemnización al hechor.

Artículo 85.- Comiso de otros instrumentos. El comiso de una cosa que no fuere especialmente apta para ser utilizada delictivamente y que hubiere servido de instrumento en la perpetración del delito sólo será impuesto como consecuencia adicional a la pena y siempre que la cosa hubiere sido utilizada como instrumento en la perpetración de un delito doloso. 

El comiso de una cosa que no fuere especialmente apta para ser utilizada delictivamente no procederá respecto del tercero de buena fe. 

El tribunal prescindirá del comiso del instrumento cuando la privación de su propiedad le ocasionare un perjuicio desproporcionado al afectado.

Artículo 86.- Comiso de los efectos del hecho. Se impondrá el comiso de toda cosa obtenida o producida a través de la perpetración del delito. 

El comiso de los efectos del delito será decretado por el juez aun si el imputado fuere absuelto o sobreseído, siempre que se estableciere que la cosa proviene de un hecho ilícito. 

El comiso de los efectos del hecho no procederá respecto del tercero de buena fe.

Tratándose de efectos de posesión ilícita, el comiso procederá en todos los casos. 

Artículo 87.- Extensión del comiso de instrumentos y efectos. Cuando la cosa usada como instrumento o que proviniere del delito fuere dinero o no fuere habida, el tribunal deberá imponer comiso sustitutivo por un valor equivalente. 

El comiso por valor equivalente sólo procederá como consecuencia adicional a la pena.

En la determinación del valor equivalente de la cosa a ser decomisada no se descontarán los gastos que hubieran sido necesarios para perpetrar el delito. El valor equivalente se extenderá, asimismo, a los frutos o utilidades de los efectos del delito.

Excepcionalmente, si el perjuicio resultare desproporcionado dadas las circunstancias del afectado, el tribunal podrá reducir parcialmente ese valor.

§ 3. Comiso de ganancias

Artículo 88.- Comiso de ganancias. Por el comiso de ganancias se priva a una persona de activos patrimoniales cuyo valor corresponda a la cuantía de las ganancias obtenidas a través del delito, o bien para o por perpetrarlo, y se los transfiere al Estado.

Artículo 89.- Procedencia del comiso de ganancias. El comiso de activos patrimoniales cuyo valor correspondiere a la cuantía de las ganancias obtenidas a través de la perpetración del delito procederá en todos los casos.

Las ganancias obtenidas a través de la perpetración del delito comprenden los frutos y las utilidades que éste hubiere originado, cualquiera sea su naturaleza jurídica. Las ganancias comprenden también el equivalente a los costos evitados mediante el hecho ilícito. En la determinación del valor de las ganancias no se descontarán los gastos que hubieren sido necesarios para perpetrar el delito y obtenerlas.

Si una misma cosa pudiere ser objeto de comiso conforme a este precepto y a los artículos 84, 85 y 86 sólo se aplicará lo dispuesto en este artículo.

Artículo 90.- Comiso de ganancias sin condena. Siempre que se establezca que las ganancias proceden de un hecho ilícito el juez decretará el comiso de ellas, aunque el imputado fuere sobreseído o absuelto.

Artículo 91.- Comiso ampliado. Tratándose de los delitos de distribución, producción, posesión o adquisición de pornografía de niños, niñas o adolescentes, tráfico de estupefacientes, tráfico de personas, tráfico de armas, operación no autorizada de instalación de energía nuclear y manejo no autorizado de sustancias nucleares o materiales radiactivos, asociación criminal y asociación terrorista, se impondrá comiso de todos los activos vinculados a la actividad en cuyo contexto se hubiere perpetrado el delito, a menos que se acredite su origen lícito.

Artículo 92.- Ganancias respecto a terceros. El comiso de ganancias será impuesto también respecto de una persona que no hubiere intervenido en la perpetración del hecho, si esa persona hubiese adquirido la ganancia:

1° Como heredero o asignatario testamentario, a cualquier título gratuito o sin título válido, a menos que la hubiere adquirido del mismo modo de un tercero que no se encontrare en la misma circunstancia ni en las circunstancias que siguen;

2° Mediante el hecho ilícito y los intervinientes en la perpetración del hecho hubieren actuado en su interés;

3° Tratándose de una persona jurídica, como aporte a su patrimonio.

No podrá imponerse el comiso respecto de las ganancias obtenidas por o para una persona jurídica y que hubieren sido distribuidas entre sus socios, accionistas o beneficiarios que no hubieren tenido conocimiento de su procedencia ilícita al momento de su adquisición. En tal caso la ganancia distribuida podrá considerarse para la determinación de la pena de multa que correspondiere imponer.

§ 4. Reglas generales sobre el comiso

Artículo 93.- Realización de activos sujetos a comiso y destinación de los bienes. Sin perjuicio de los que la ley disponga especialmente, la imposición de comiso sobre bienes o activos obliga a realizar los bienes.

En caso de que los bienes o activos decomisados sean dinero o derechos a sumas de dinero, los fondos correspondientes deberán ser transferidos al Estado. 

El comiso de inmuebles o de bienes de propiedad registral conlleva la facultad de realizar aquellas inscripciones necesarias para ejecutar eficazmente el bien decomisado.

Los fondos obtenidos mediante la realización del bien decomisado deben ser transferidos al Estado.

§ 5. Inhabilitaciones y prohibiciones

Artículo 94.- Inhabilitación para el ejercicio de un cargo público. La inhabilitación para el ejercicio de un cargo público pone término a aquél que el condenado estuviere ejerciendo al momento de la sentencia, sea o no de elección popular, y lo incapacita para obtener otro por el tiempo correspondiente a su extensión.

La inhabilitación para el ejercicio de un cargo público es especial cuando se refiere a una función o cargo en particular o a una clase de ellos. En los demás casos es absoluta y se refiere a toda clase de funciones o cargos públicos.

Artículo 95.- Inhabilitación para el ejercicio de una profesión, oficio, industria o comercio. La inhabilitación para el ejercicio de una profesión u oficio que requiere un título legalmente reconocido o de un oficio, industria o comercio impone al condenado la prohibición de ejercer la profesión, oficio, industria o comercio señalado en la sentencia.

Esta inhabilitación también incluye el ejercicio de la profesión, oficio, industria o comercio para otro, de hecho o de derecho, o su ejercicio a través de un tercero dependiente de las instrucciones del condenado o que éste dirija.

Ella produce también la pérdida de las autorizaciones con las que cuente el condenado para el desarrollo de dichas actividades, con excepción del título técnico o profesional que posea.

La inhabilitación para ejercer el oficio de capitán, patrón, práctico, tripulante o piloto impone al condenado la prohibición de conducir naves o aeronaves y de integrar una tripulación de vuelo. Esta inhabilitación produce además la caducidad de pleno derecho de la autorización respectiva y la imposibilidad de obtener otra durante el tiempo de la inhabilitación.

Artículo 96.- Inhabilitación para el ejercicio de una profesión, oficio o empleo que involucre una relación directa y habitual con un niño, niña o adolescente. La inhabilitación para el ejercicio de una profesión, oficio o empleo que involucre una relación directa y habitual con una persona menor de dieciocho años pone término a aquél que el condenado estuviere ejerciendo al momento de la sentencia y le impone la prohibición de ejercerlos perpetuamente. 

En todo caso, pone término al ejercicio de una profesión, oficio o empleo que se desarrolle en un establecimiento educacional para personas menores de dieciocho años y le impone la prohibición de ejercerlos perpetuamente.

Ella produce también la pérdida de las autorizaciones con las que cuente el condenado para el desarrollo de dichas actividades.

Artículo 97.- Inhabilitación para cazar y pescar. La inhabilitación para la caza y la pesca impone al condenado la prohibición de cazar y pescar.

Esta inhabilitación también produce la pérdida de las autorizaciones con las que contare el condenado para la caza y la pesca.

Artículo 98.- Inhabilitación para contratar con el Estado. La inhabilitación para contratar con el Estado prohíbe al condenado contratar con cualquiera de los órganos o servicios del Estado reconocidos por la Constitución Política de la República o creados por ley, con cualquiera de los órganos o servicios que conforme a la ley constituyen la administración de Estado, con cualquier corporación o fundación de derecho privado constituida por tales entes, órganos o servicios o con participación mayoritaria de ellos para el cumplimiento de sus fines en virtud de la ley y con las empresas públicas creadas por ley o sociedades en las que el Estado participe con al menos la mitad de las acciones que comprenden su capital, de los derechos sociales o de los derechos de administración.

La inhabilitación para contratar con el Estado produce también la extinción de pleno derecho de los efectos de los actos y contratos que el Estado haya celebrado con el condenado y que se encuentren vigentes al momento de la condena, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 107. 

La inhabilitación no comprende los actos y contratos relativos a las prestaciones personales de salud previsional o seguridad social, ni los servicios básicos que el Estado ofrece indiscriminadamente al público.

Si se impusiere inhabilitación para contratar con el Estado a una persona natural, ninguna sociedad, fundación o corporación en la que el condenado tuviere directa o indirectamente participación a cualquier otro título podrá contratar con el Estado mientras el condenado mantenga su participación en la misma. Los demás socios, accionistas, miembros o asociados tendrán derecho a excluirlo en conformidad con la ley. Lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo será aplicable respecto de los contratos celebrados por cualquier sociedad, fundación o corporación en la que el condenado tuviere, directa o indirectamente, participación a cualquier título, si los demás socios, accionistas, miembros o asociados no hubieren ejercido su derecho de exclusión en conformidad con la ley.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se entenderá que el condenado participa en una sociedad, fundación o corporación cuando ejerza funciones de dirección, administración o representación; cuando fuere socio, accionista, miembro o asociado en forma directa o a través de terceras personas, en cualquier tipo de persona jurídica, a excepción de las sociedades anónimas abiertas en las que sea dueño de menos del diez por ciento del capital. Se entenderá, asimismo, que el condenado dirige, administra o representa, cuando fuere director, gerente o ejecutivo principal, liquidador o administrador a cualquier título o asesor de la administración de una persona jurídica.

Artículo 99.- Inhabilitación para conducir vehículos motorizados. La inhabilitación para conducir vehículos motorizados prohíbe al condenado conducirlos y produce la caducidad de pleno derecho de la licencia de conductor de la que el condenado sea titular y la imposibilidad de obtener otra durante el tiempo de la inhabilitación.

Artículo 100.- Prohibición de ingresar a áreas protegidas por el Estado. La prohibición de ingresar a áreas protegidas por el Estado impone al condenado el deber de abstenerse de ingresar a todas las áreas naturales que se encuentran bajo protección estatal, esto es las reservas de región virgen, las reservas nacionales, los parques nacionales, los monumentos naturales, los parques marinos, las reservas marinas, las áreas marinas costeras protegidas de múltiples usos, los santuarios de la naturaleza y los humedales de importancia internacional.

También le prohíbe acercarse a menos de dos kilómetros del límite de tales áreas. El tribunal podrá reducir esa distancia en consideración a las condiciones de habitación y trabajo del condenado.

Artículo 101.- Imposición de la inhabilitación o prohibición. Sin perjuicio de lo que la ley disponga especialmente para los responsables de determinados delitos, la inhabilitación se impondrá, en la modalidad señalada en cada caso, en los siguientes supuestos:

1° La inhabilitación para el ejercicio de un cargo público se impondrá al responsable de los delitos contra la fe pública, contra el orden de la administración del Estado, contra la seguridad pública, delitos electorales y contra la seguridad exterior del Estado, así como al funcionario público responsable de cualquiera de los delitos previstos en el Título II del mismo Libro o de los delitos contemplados en los artículos asesinato, homicidio por arrebato o femicidio. 

2° La inhabilitación para el ejercicio de un cargo público y para el ejercicio de una profesión, oficio, industria o comercio se impondrá al responsable de cualquier delito perpetrado con abuso de dicho cargo público o de dicha profesión, oficio, industria o comercio, o con una grave infracción de los deberes que impone el correcto ejercicio de cualquiera de ellos;

3° La inhabilitación para el ejercicio de una profesión, oficio o empleo que involucre una relación directa y habitual con un niño, niña o adolescente se impondrá al responsable de delitos sexuales y proxenetismo, explotación sexual comercial y pornografía de niños, niñas o adolescentes, en todos los casos, cuando la persona afectada fuere menor de dieciocho años;

4° La inhabilitación para cazar y pescar se impondrá al responsable de cualquiera de los delitos de caza y pesca ilegal;

5° La inhabilitación para contratar con el Estado se impondrá al responsable de cualquiera de los delitos de trata de personas, reducción a esclavitud, desviación de recursos fiscales, frustración del fin de una subvención, negociación incompatible, manipulación de mercado, entrega de información falsa o incompleta, delitos tributarios, delitos contra la libre competencia, de soborno contra funcionario público extranjero, contra los derechos de los consumidores, falsificación de dinero, cohecho, soborno, uso de información secreta o de acceso restringido, tráfico de influencias, lavado de activos, comunicación indebida de medidas preventivas del ocultamiento, coacción a funcionario público, entrega de información falsa o incompleta a la autoridad, producción, tráfico y tenencia para el tráfico de estupefacientes, tráfico de precursores, tráfico de personas, delitos contra el medio ambiente, fabricación y tráfico ilegal de armas, elaboración o expendio de sustancias y otros objetos sujetas a regulación sanitaria, elaboración o expendio de alimentos o medicamentos peligrosos y o no autorizada de medicamentos, envenenamiento de aguas, asociación delictiva y criminal, delitos electorales y contra la seguridad exterior del Estado, y de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra, crimen de agresión;

6° La inhabilitación para conducir vehículos motorizados se impondrá al responsable de cualquier delito perpetrado en contravención de la reglamentación del tráfico rodado;

7° La prohibición de ingresar a áreas protegidas por el Estado se impondrá al responsable de cualquiera de los delitos de atentado contra el medioambiente o caza y pesca ilegal.

La inhabilitación para el ejercicio de una profesión, oficio, industria o comercio que se imponga conforme al número 2º del inciso precedente se extenderá exclusivamente a la profesión, oficio, industria o comercio con abuso o incorrecto ejercicio del cual se hubiere perpetrado el delito, a menos que la ley disponga especialmente otra cosa.

Artículo 102.- Duración de la inhabilitación o prohibición. Cuando la inhabilitación o prohibición fuere impuesta de conformidad con el artículo precedente, ella podrá durar:

1° Perpetuamente, tratándose de la inhabilitación para el ejercicio de una profesión, oficio o empleo que involucre una relación directa y habitual con un niño, niña o adolescente;

2° De 1 a 10 años, o perpetuamente, tratándose de la inhabilitación para contratar con el Estado, de la inhabilitación para la caza y la pesca o de la prohibición de ingresar a áreas protegidas por el Estado;

3° De 1 a 10 años, tratándose de la inhabilitación para el ejercicio de un cargo público o de la inhabilitación para el ejercicio de una profesión, oficio, industria o comercio;

4° De 6 meses a 5 años, tratándose de la inhabilitación para la conducción de vehículos motorizados. Será perpetua cuando con ocasión de la conducción de un vehículo motorizado se perpetrare alguno de los delitos de homicidio o lesiones imprudentes.

La ley podrá disponer que la inhabilitación o prohibición tenga una duración distinta. 

Si el tribunal tuviere por concurrente una agravante muy calificada la inhabilitación o prohibición podrá imponerse hasta por 12 años, en los casos de los números 2º, cuando no se imponga en carácter perpetuo, y 3º del inciso precedente y hasta por 6 años en los casos del número 4º.

Si el tribunal tuviere por concurrente una atenuante muy calificada la inhabilitación o prohibición podrá imponerse por 6 meses en los casos de los números 1º y 2º, si esa extensión fuere suficiente en atención a la finalidad perseguida con su imposición.

Si la inhabilitación se impusiere en virtud de un delito perpetrado con infracción de una inhabilitación temporal, su duración será por el doble del tiempo dispuesto en los incisos primero y segundo o perpetua.

Artículo 103.- Determinación de la inhabilitación. El tribunal impondrá cada inhabilitación por un número de años y meses enteros. Para la determinación de su extensión, el tribunal estará a lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 del Título V del Libro Primero de este Código. La inhabilitación que se impusiere a cada interviniente en el delito será determinada independientemente.

Si la pena fuere de reclusión, multa, libertad restringida o servicio en beneficio de la comunidad por un simple delito la inhabilitación que se impusiere conforme a este párrafo no podrá durar más de 5 años tratándose de la inhabilitación para el ejercicio de un cargo u función público, de una profesión, oficio, industria o comercio o de la inhabilitación para la caza y la pesca, ni más de 2 años tratándose de la inhabilitación para conducir vehículos motorizados. La inhabilitación para contratar con el Estado podrá imponerse siempre en toda su extensión.

Si la inhabilitación se impusiere juntamente con una pena de prisión, la extensión determinada por el tribunal se aumentará de pleno derecho en todo el tiempo de ejecución efectiva de esa pena.

Ninguna condena podrá imponer más de una inhabilitación de la misma clase respecto de un mismo condenado.

Artículo 104.- Ejecución de la inhabilitación. Toda inhabilitación comenzará a producir sus efectos desde la fecha en que quedare ejecutoriada la sentencia que la impusiere, y su duración se computará desde ese momento, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 103.

Artículo 105.- Rehabilitación. Todo sentenciado a inhabilitación para el ejercicio de un cargo público, para el ejercicio de una profesión, oficio, industria o comercio, para la caza y la pesca o para conducir vehículos motorizados tendrá derecho a solicitar al tribunal su rehabilitación una vez cumplida la mitad de la condena, o 10 años en caso de una inhabilitación perpetua sin quebrantarla.

El tribunal accederá a la solicitud si se acompañaren antecedentes que permitieren presumir que el condenado no volverá a delinquir y que ejercerá en el futuro en forma responsable la actividad a la que se refiera la inhabilitación.

No podrá rehabilitarse la inhabilitación señalada en el número 5° del artículo 82.

Artículo 106.- Perpetración de un nuevo delito. En los casos en que se hubiere concedido la rehabilitación conforme al artículo precedente y el beneficiado perpetrare un nuevo delito por el cual correspondiere imponer una inhabilitación de la misma clase, el tribunal la determinará dentro de la mitad superior de su extensión. El sentenciado a tal inhabilitación no tendrá derecho a obtener una nueva rehabilitación.

Artículo 107.- Ejecución de la inhabilitación para contratar con el Estado. El condenado será civilmente responsable ante el tercero a quien perjudicaren los efectos de la inhabilitación que se le impusiere. 

En los casos en que la extinción de los efectos de los actos y contratos celebrados por el condenado con los órganos, servicios, empresas y sociedades a que se refiere el artículo 98 pudiere causar graves consecuencias sociales y económicas o daños serios a la comunidad o fuere perjudicial para el Estado, el tribunal sustituirá ese efecto de la inhabilitación y, en su lugar:

1° Podrá designar un administrador especialmente habilitado para que, en resguardo del interés público o del Estado, dé cumplimiento al respectivo acto o contrato en representación del condenado;

2° Impondrá en todo caso una pena de multa al condenado.

TÍTULO VIII

MEDIDAS DE SEGURIDAD

§ 1. Reglas generales

Artículo 108.- Legalidad. No se impondrá medida de seguridad que no esté prevista por la ley.

Para el régimen y demás condiciones de cumplimiento de las medidas de seguridad, se observará la ley de ejecución de penas y otras consecuencias del delito.

Artículo 109.- Presupuestos comunes para la imposición de las medidas de seguridad. Las medidas de seguridad sólo se podrán imponer a quien hubiere intervenido ilícitamente en el hecho descrito por la ley bajo señalamiento de pena y fuere absuelto de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 17, sin que concurriere otra circunstancia que le eximiere de responsabilidad.

La medida consistente en la prohibición de acercarse a lugares y personas podrá también imponerse a quienes hubiesen sido condenados por la perpetración de un delito.

Sólo podrá imponerse una medida de seguridad cuando ello fuere necesario para reducir el riesgo de que el hechor vuelva a perpetrar un hecho ilícito. 

Artículo 110.- Medidas de seguridad. Conforme a este Código sólo podrán ser impuestas las siguientes medidas de seguridad:

1° La internación judicial involuntaria en un establecimiento de internación psiquiátrica; 

2° La internación judicial involuntaria, total o parcial, en un centro destinado al tratamiento de adicciones;

3° El tratamiento en libertad vigilada;

4° Las inhabilitaciones y prohibiciones dispuestas en el párrafo 5 del Título VII del Libro Primero de este Código.

TÍTULO IX

EXTINCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PENAL

Artículo 111.- Causas de extinción de la responsabilidad. La responsabilidad penal se extingue:

1° Por la muerte del responsable;

2° Por el cumplimiento de la condena;

3° Por amnistía;

4° Por indulto;

5° Por la prescripción de la acción penal;

6° Por la prescripción de la pena.

Artículo 112.- Amnistía e indulto general. La amnistía y el indulto general extinguen por completo la pena y todos sus efectos. En lo demás, el alcance de una amnistía o de un indulto general será determinado por la ley que los otorgue.

Artículo 113.- Indulto particular. El indulto particular sólo incidirá en aquellas penas a las cuales se refiera expresamente, las que podrán ser remitidas, reducidas en su magnitud, modificadas en el régimen de su ejecución o conmutadas por otras menos gravosas. 

El indultado mantendrá el carácter de condenado para los demás efectos legales.

Artículo 114.- Prescripción de la acción penal. La acción penal prescribe:

1° En un plazo de 7 años, cuando la pena legal a imponer fuere de simple delito;

2° En un plazo de 15 años, cuando la pena legal a imponer fuere de crimen.

Artículo 115.- Cómputo del plazo de prescripción de la acción penal. El plazo de prescripción de la acción penal comenzará a correr una vez que el hechor hubiere dejado de ejecutar la acción o de incurrir en la omisión punibles. 

En la situación prevista en el inciso final del artículo 72 el plazo no empezará a correr hasta que la última acción u omisión haya dejado de ejecutarse.

Tratándose de delitos cuya consumación dependiere del acaecimiento de un resultado o cuya punibilidad dependiere del acaecimiento de una circunstancia ajena al hecho el plazo de prescripción se computará desde que éste o aquél hubieren acaecido. No obstante lo anterior, la acción penal se extinguirá en todo caso una vez transcurridos 20 años de concluida la perpetración tratándose de un simple delito y 30 años tratándose de la de un crimen.

El plazo de prescripción de la acción para perseguir una conspiración punible comenzará a correr una vez ejecutado el último acto preparatorio de la realización del hecho.

Artículo 116.- Interrupción y suspensión de la prescripción de la acción penal. La prescripción se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, cuando el hechor hubiere cometido un nuevo crimen o simple delito.

La prescripción de la acción penal se suspenderá desde que se practicare la primera diligencia o gestión, fuere de investigación, de carácter cautelar o de otra índole, por la cual se atribuyere responsabilidad al sujeto por el respectivo delito de conformidad con la ley procesal penal.

La prescripción de la acción penal también se suspende por el tiempo durante el cual los organismos de la persecución penal hubieren sustraído deliberadamente al hechor de tal persecución. 

Artículo 117.- Prescripción de la pena. La pena prescribe:

1° En un plazo de 10 años, tratándose de simples delitos;

2° En un plazo de 20 años, tratándose de crímenes.

El plazo de prescripción de la pena se computará desde que la condena pudiere ser ejecutada o, si ella hubiere comenzado a ejecutarse, desde su quebrantamiento. 

Artículo 118.- Consecuencias para el comiso. El indulto particular nunca afectará el comiso, en cualquiera de sus clases. Tampoco lo afectarán la amnistía o el indulto general, a menos que así lo dispusiere la ley por la cual aquélla o éste se otorgue.

La extinción de responsabilidad penal por la muerte del responsable no impedirá la imposición del comiso según lo previsto en los Párrafos 2 y 3 del Título VII del Libro Primero de este Código.”.”.

La indicación N° 1 fue retirada por el Ejecutivo.

Número 1

El número 1 elimina la pena de “Prisión” de la Escala General del artículo 21 del Código Penal.
Las indicaciones N° 2.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 3.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo suprimen.

- Puestas en votación las indicaciones números 2 y 3, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).
Número 2)

Modifica el artículo 25.

La indicación N° 4.- de los Honorable Senadores señores Insulza y De Urresti, lo elimina.

- Puesta en votación la indicación número 4, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).
Letra a)

Sustituye en el inciso primero del artículo 25, la frase “sesenta y un días a cinco años” por “un año a cinco años”.

La indicación N° 5.- de la Honorable Senadora señora Rincón, la elimina.
- Puesta en votación la indicación número 5, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Letra b)

Suprime el inciso quinto del artículo 25.
La indicación N° 6.- de la Honorable Senadora señora Rincón, la suprime.

- Puesta en votación la indicación número 6, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Número nuevo

La indicación N° 7.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, consulta el siguiente número nuevo:

“…) Elimínase, en el artículo 30, la expresión “y prisión”.”.
La indicación N° 7 fue retirada por sus autores.

Número nuevo

La indicación N° 8.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, consulta el siguiente número nuevo:

“…) Elimínase, en el artículo 32, la expresión “y prisión”.”.
La indicación N° 8, fue retirada por sus autores.

Número 3)

Sustituye la Tabla Demostrativa del artículo 56, por la que indica.

Las indicaciones N° 9.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 10.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, son para suprimirlo.

- Puestas en votación las indicaciones números 9 y 10, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).

Número 4)

Suprime de la Escala Número 1 del artículo 59, sus grados 9º a 11.
Las indicaciones N° 11.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 12.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo eliminan.

- Puestas en votación las indicaciones números 11 y 12, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).

Número 5)

Sustituye el inciso primero del artículo 60 por el siguiente: “La pena de multa se considera como la pena inmediatamente inferior a la última en las escalas graduales número 2 a 5. En la Escala gradual número 1, la pena inmediatamente inferior a la última designada será la de exactamente un año de presidio o reclusión menores en su grado mínimo.”.
Las indicaciones N° 13.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 14.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo suprimen.

- Puestas en votación las indicaciones números 13 y 14, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).

Número 6)

Modifica el artículo 61.

La indicación N° 15.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo suprime.

- Puesta en votación la indicación número 15, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Letra a)

Sustituye la regla 5º por la siguiente: “5ª. Si al poner en práctica las reglas anteriores no resultare pena que imponer por falta de grados inferiores en la Escala Gradual Nº 1, se impondrá precisamente la pena de un año exacto de presidio o reclusión menores en su grado mínimo. Tratándose de las otras escalas o por no ser aplicables las penas de inhabilitación o suspensión, se impondrá siempre la multa”.
La indicación N° 16.- de la Honorable Senadora señora Rincón, la elimina.
- Puesta en votación la indicación número 16, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Letra b)

Sustituye la tabla de “Aplicación práctica de las reglas anteriores” por la que indica.

La indicación N° 17.- de la Honorable Senadora señora Rincón, la suprime.
- Puesta en votación la indicación número 17, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Número 7)

Sustituye los artículos 65 a 69 por el siguiente nuevo artículo 65, derogando los restantes:

“Artículo 65. Dentro del grado o grados designados por la ley, el tribunal individualizará la pena tomando en cuenta el número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes concurrentes, así como la mayor o menor extensión del mal causado para fijar la cuantía precisa de la pena a imponer, fundamentándolo en la sentencia.

Con todo, tratándose de condenados respecto de los cuales alguna de las circunstancias señaladas en los números 14, 15 o 16 del artículo 12, el juez sólo podrá imponer una pena comprendida en su grado máximo, si está compuesta de dos o más grados, o en su mitad superior, si consta de uno solo.

Sólo en caso de que el imputado acepte los hechos y su responsabilidad en un procedimiento abreviado o simplificado, podrá reconocerse la atenuante prevista en el Nº 9 del artículo 11 como muy calificada, a petición del fiscal, y la pena podrá rebajarse en un grado.

En todo caso, a petición de cualquiera de los intervinientes, podrá reconocerse la atenuante prevista en el Nº 1 del artículo 11 como muy calificada, y la pena podrá rebajarse también en un grado.”
Las indicaciones N° 18.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 19.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, son para eliminarlo.

- Puestas en votación las indicaciones números 18 y 19, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).

La indicación N° 20.- de los Honorables Senadores Kast y Ossandón, es para reemplazarlo por el siguiente:

“7) Sustitúyense los artículos 65 a 69 por el siguiente artículo 65:

“Artículo 65. Dentro del grado o grados designados por la ley, el tribunal individualizará la pena tomando en cuenta el número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes concurrentes, así como la mayor o menor extensión del mal causado para fijar la cuantía precisa de la pena a imponer, fundamentándolo en la sentencia.

De cualquier modo, tratándose de condenados respecto de los cuales alguna de las circunstancias señaladas en los números 14, 15 o 16 del artículo 12, el juez sólo podrá imponer una pena comprendida en su grado máximo, si está compuesta de dos o más grados, o en su mitad superior, si consta de uno solo.

Sólo en caso de que el imputado acepte los hechos y su responsabilidad en un procedimiento abreviado o simplificado, podrá reconocerse la atenuante prevista en el Nº 9 del artículo 11 como muy calificada, a petición del fiscal, y la pena podrá rebajarse en un grado.

En todo caso, a petición de cualquiera de los intervinientes, podrá reconocerse la atenuante prevista en el Nº 1 del artículo 11 como muy calificada, y la pena podrá rebajarse también en un grado.

Con todo, a petición del Ministerio Público, en cualquier estado del juicio y aun después de haberse dictado sentencia condenatoria, el Tribunal podrá sobreseer definitivamente la causa seguida contra un imputado o condenado cuya declaración como testigo en contra de quienes fueren jefes de una asociación ilícita hubiere servido de fundamento para su condena.”.”.

La indicación N° 20 fue retirada por sus autores.

Número nuevo

La indicación N° 21.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Agrégase el siguiente artículo 69 ter:

“Artículo 69 ter. Al condenado reincidente se le impondrá, en los casos que se señalan en el inciso siguiente, además, una medida de internación de seguridad por un tiempo que no exceda de quince años o hasta la constatación de que su privación de libertad ya no es necesaria para su reinserción en la vida social, lo que se establecerá mediante una audiencia especial fijada al efecto, que se realizará cada cinco años al menos, o cuando así lo solicite Gendarmería de Chile, atendidos los avances comprobados de su procesos de resocialización.

La medida de internación de seguridad se impondrá al reincidente en los siguientes casos:

a) Cuando lo sea de cualquier clase de delito doloso de homicidio o lesiones graves contemplado en este Código o en las leyes especiales;

b) Cuando lo sea por segunda vez de un crimen o simple delito de los contemplados en los Títulos III, VII, VIII y IX de este Código, de los contemplados en la ley N° 20.000 y en la Ley de Control de Armas, y

c) Cuando incumpla, respecto de tres condenas diferentes, las condiciones para el cumplimiento de las penas sustitutivas de la ley N° 18.216, cualquiera sea el delito cometido.

En los casos señalados en las letras a) y b) no procederá la sustitución de la segunda o tercera condena por alguna de las penas previstas en la ley N° 18.216.

Un reglamento determinará los lugares y el modo de hacer cumplir la medida de internamiento de seguridad, pudiendo destinarse al efecto módulos especiales de los recintos penitenciarios existentes.”.”.

La indicación N° 21 fue retirada por sus autores.
Número 8)

Sustituye el inciso tercero del artículo 77 por el siguiente: “Faltando pena inferior se aplicará la de un año exacto de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, tratándose de penas comprendidas en la Escala Número 1 del artículo 59; y la de multa, en los demás casos.”
Las indicaciones N° 22.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 23.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, son para suprimirlo.

- Puestas en votación las indicaciones números 22 y 23, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).

Número nuevo

La indicación N° 24.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Elimínase, en el artículo 89, la expresión “y prisión”.”.

La indicación N° 24 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 25.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en los números 5° y 6° del artículo 90, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 25 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 26.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 143, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 26 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 27.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 144, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 27 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 28.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 158, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 28 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 29.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 170, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 29 fue retirada por sus autores.

Número nuevo

La indicación N° 30.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 178, la expresión “o multa” por “y multa”.”.
La indicación N° 30 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 31.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 183, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 31 fue retirada por sus autores.

Número nuevo

La indicación N° 32.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 189, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 32 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 33.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 212, la expresión “prisión en cualquiera de sus grados o” por “presidio menor en su grado mínimo y”.”.

La indicación N° 33 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 34.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 243, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 34 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 35.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 246, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 35 fue retirada por sus autores.

Número nuevo

La indicación N° 36.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 252, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 36 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 37.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 262, la expresión “o multa” por “y multa”, en todas las veces que aparece.”.

La indicación N° 37 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 38.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 272, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 38 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 39.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 278, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 39 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 40.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 284, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 40 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 41.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 288, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 41 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 42.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 288 bis, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 42 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 43.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 295 bis, la expresión “aplicarán las penas de prisión en su grado máximo a” por “aplicará la pena de”.”.
La indicación N° 43 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 44.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 317, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 44 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 45.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 318, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 45 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 46.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 374, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 46 fue retirada por sus autores.

Número nuevo

La indicación N° 47.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 389, la expresión “o multa” por “y multa”.”.
La indicación N° 47 fue retirada por sus autores.
Número 9)

Sustituye en el Nº 2 del artículo 397, la expresión “en su grado medio” por “en sus grados medio a máximo”.
Las indicaciones N° 48.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 49.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, son para suprimirlo.

- Puestas en votación las indicaciones números 48 y 49, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).

Número 10)

Sustituye en el artículo 399 la expresión “relegación o presidio menores en sus grados mínimos o con multa de once a veinte unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en sus grados mínimo a medio”.
Las indicaciones N° 50.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 51.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, son para eliminarlo.

- Puestas en votación las indicaciones números 50 y 51, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).

Número 11)

Sustituye en el artículo 401 la expresión “o relegación menores” por “menor”.
Las indicaciones N° 52.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 53.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, son para suprimirlo.

- Puestas en votación las indicaciones números 52 y 53, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).

Número nuevo

La indicación N° 54.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Modifícase el artículo 401 bis de la siguiente manera:

a) Agrégase, en el numeral 4 del inciso primero, a continuación de la palabra “leves”, la expresión “y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales”.

b) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “prisión en su grado mínimo y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en su grado mínimo”.”.

La indicación N° 54 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 55.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 403 bis, la expresión “prisión en cualquiera de sus grados o” por “presidio menor en su grado mínimo y”.”.
La indicación N° 55 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación N° 56.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el inciso final del artículo 406, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 56 fue retirada por sus autores.
Número 12)

En el Nº 3 del artículo 446, sustituye la expresión “si excediere de media unidad tributaria mensual y” por “si el valor de la cosa hurtada”.
La indicación N° 57.- de la Honorable Senadora señora Rincón, es para suprimirlo.
- Puesta en votación la indicación número 57, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Número 13)

Suprime el artículo 449.
Las indicaciones N° 58.- de la Honorable Senadora señora Rincón, y N° 59.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, son para eliminarlo.

- Puestas en votación las indicaciones números 58 y 59, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobadas. Unanimidad, 5x0).

Número nuevo

La indicación N° 60.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 471, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 60 fue retirada por sus autores.
Número 14)

Agrega el siguiente Nº 9 al artículo 485: “9º.- Empleando pinturas, aerosoles, tintes, formones, gubias y otros elementos o herramientas semejantes para rayar, pintar o dibujar sobre paredes de edificios públicos o privados, en la superficie de vehículos o medios de transporte, o del mobiliario público, las señales de tránsito y las viales.”.
La indicación N° 61.- de la Honorable Senadora señora Rincón, es para suprimirlo.

- Puesta en votación la indicación número 61, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Número 15)

Suprime en el inciso segundo del artículo 486 la expresión “ni bajare de una unidad tributaria mensual”.
La indicación N° 62.- de la Honorable Senadora señora Rincón, es para suprimirlo.
- Puesta en votación la indicación número 62, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Número 16)

Suprime en el inciso primero del artículo 487 la expresión “o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.”.
La indicación N° 63.- de la Honorable Senadora señora Rincón, es para eliminarlo.

- Puesta en votación la indicación número 63, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Número nuevo

La indicación N° 64.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el número 2 del artículo 490, la expresión “o multa” por “y multa”.”.

La indicación N° 64 fue retirada por sus autores.
Número 17)

Suprime el texto de los artículos 494 Nº 5 y 494 bis.
La indicación N° 65.- de la Honorable Senadora señora Rincón, es para suprimirlo.

- Puesta en votación la indicación número 65, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

La indicación N° 66.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para reemplazarlo por el siguiente:

“…) Modifícase el artículo 494 bis de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “prisión en su grado mínimo a medio y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en su grado mínimo”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, las expresiones “La falta” por “El hecho” y “frustrada” por “frustrado”.”.

La indicación N° 66 fue retirada por sus autores.
La indicación N° 67.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, es para suprimirlo en lo que respecta al artículo 494 bis.

- Puesta en votación la indicación número 67, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente) y señores Kusanovic, Flores, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0).

Número nuevo

La indicación N° 68.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el número 2 del artículo 494 ter, la expresión “prisión en su grado medio a máximo y multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en su grado mínimo”.”.

La indicación N° 68 fue retirada por sus autores.
Al inicio de una sesión posterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Kast, anunció que en un trabajo colaborativo de la Comisión con el Ejecutivo se alcanzó un acuerdo en torno a una fórmula referida a la determinación de penas que permitirá alcanzar, en medida sustantiva, algunos de los objetivos básicos que busca esta iniciativa. Sobre el particular, recalcó que esta fórmula cuenta con un amplio respaldo de los miembros de la Comisión.

Al respecto, agradeció la buena disposición mostrada por miembros de la Comisión, representantes del Ejecutivo y asesores de los senadores para concretar este trabajo que, en su opinión, mejora el proyecto presentado originalmente y, al mismo tiempo, permite avanzar en la tramitación de este proyecto tan relevante para la legislación nacional, que contribuirá decisivamente en el combate a la delincuencia y, al mismo tiempo, permite construir un proyecto de calidad, duradero y contundente.

Explicó que el referido acuerdo se tradujo, desde el punto de vista normativo, en la propuesta de incorporar al Código Penal un artículo 69 ter nuevo, del siguiente tenor:

“Art. 69 ter.- Si concurre una de las agravantes previstas en el artículo 12 numerales 14°, 15° y 16°, el Tribunal excluirá el grado mínimo si es compuesta o el mínimum si consta de un solo grado, salvo que reconozca la circunstancia prevista en el artículo 11 N° 9, en cuyo caso podrá recorrer la pena en toda su extensión.

A partir de la segunda condena en la que se reconozca al autor alguna de las agravantes previstas en el artículo 12 numerales 14°, 15° y 16 °, la pena se aumentará en un grado. Sin perjuicio de ello, en caso que concurra la circunstancia prevista en el artículo 11 N° 9, el Tribunal aplicará la regla prevista en la primera parte del inciso anterior.

En aquellos casos en que exista pena alternativa de multa el Tribunal aplicará la pena privativa de libertad.”.

A continuación, el Senador señor Kast describió la fórmula consensuada. En este sentido, recordó que la iniciativa en debate, en su texto presentado originalmente, se compone, básicamente, de dos partes. La primera modifica el Libro Primero del Código Penal para regular un nuevo mecanismo de sanciones cuya finalidad principal es sancionar la reincidencia con, al menos, un año de presidio efectivo. Agregó que esta propuesta específica fue cuestionada por el Ejecutivo y otros actores vinculados al proyecto de ley y, por ello, se dialogó con representantes del Gobierno para alcanzar redacciones que sustituirían completamente las proposiciones de la moción original en materia de sanciones.

Esta nueva fórmula consensuada, explicó, presenta la ventaja de que no modifica íntegramente todo el sistema de penas consagrado en el Código Penal, sino que se centra específicamente en desincentivar la reincidencia. 

Continuó describiendo que el segundo contenido básico de la nueva proposición acordada dice relación con la concurrencia de las agravantes previstas en el artículo 12, numerales 14, 15 y 16, esto es, diversas hipótesis de reincidencia.

Respecto de la redacción de este segundo inciso, resaltó que durante su elaboración se confrontaron dos posturas: entender la reincidencia en términos restringidos, es decir, como la reiteración de un mismo delito, o, en una visión más amplia, entender la reincidencia como la comisión de más de un delito, aunque sean distintos tipos de delitos, siendo el segundo sancionado con una pena mayor que la del primero. Así, ejemplificó, a quien comete un hurto y vuelve a cometerlo, se le aplica esta norma. Si, en cambio, el delincuente comete un hurto y después un abuso sexual, también se le aplica esta norma de reincidencia.

Por ello, sostuvo, es que es esta referida segunda comprensión -la más amplia- la que se recoge en la nueva propuesta que está presentando en este momento. Advirtió que, en todo caso, la redacción se ha formulado en términos tales que resultará aplicable en ambos casos, esto es, reiteración de un mismo tipo de delito o comisión de dos diferentes.

Añadió que, en concreto, la redacción propuesta implica que, en el caso de la primera reincidencia no se aplicará la sanción mínima prevista en el Código Penal para el delito de que se trate -cuando la sanción contemple más de un grado- ni se aplicará el mínimun, si la pena consta de un solo grado.

Esta norma, prosiguió describiendo el acuerdo, se complementa con una excepción -propuesta por representantes del Ministerio Público- consistente en que si el delincuente de que se trate colabora con la investigación, respecto de él el tribunal podrá, en la sentencia condenatoria, recorrer los diversos grados de que conste la correspondiente sanción. Esta posibilidad, añadió, se justifica en la conveniencia de favorecer la lucha contra el crimen organizado.

Finalmente, destacó que en aquellos casos en que exista la posibilidad de aplicar una pena de multa, el tribunal deberá imponer la pena privativa de libertad. De esta forma, dijo, el acuerdo alcanzado para avanzar en la tramitación de esta iniciativa se hace cargo de esta situación de hecho que consiste en que en nuestro país actualmente, por diversas razones, no se cobran las multas y, por tanto, hay muchos delitos que, en la práctica, quedan sin sanción. Por ello, reiteró, se opta por la pena de privación de libertad.

Recapitulando la descripción del acuerdo alcanzado, sintetizó éste en cuatro efectos específicos: a) en caso de reincidencia la pena se aplicará en su umbral superior; b) si la pena es compuesta se aplicará la del grado superior; c) en caso de colaboración del condenado, el juez podrá recorrer los diversos grados de la pena, y d) en ningún caso se aplicará la pena de multa.

Concluyó insistiendo en que el nuevo texto acordado reemplazaría completamente el primer capítulo del proyecto de ley, es decir, el conjunto de enmiendas que este propone introducir al Código Penal.
A continuación, hizo uso de la palabra el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Luis Cordero, para exponer su opinión respecto al mencionado acuerdo.
El Secretario de Estado coincidió con el contexto que ha descrito el Presidente de la Comisión y recordó la discusión inicial habido cuando se presentó el proyecto y el Ejecutivo planteó sus observaciones, principalmente su inquietud por evaluar los impactos que la iniciativa tendría tanto para la gestión del Ministerio Público cuanto respecto de los beneficios de la Ley 18.216. Recordó que el número de personas privadas de libertad ha estado incrementándose significativamente. Al mismo tiempo, agregó, también se debería observar el sistema abierto, que es donde impera la Ley 18.216, fundamentalmente por el número de personas que se requieren por parte del Servicio de Gendarmería para tener control y observación sobre las medidas que dicho ordenamiento regula. En síntesis, dijo que la manera en que está estructurado el proyecto implicaría una discusión general del sistema de penas. Por estos, precisamente, destacó que el Ejecutivo presentó una indicación (la número 1) que implicaba entrar en esa discusión.
A raíz de lo anterior, prosiguió exponiendo, con ese propósito y con acuerdo de la Comisión, el Presidente de ésta y los equipos de asesores de los integrantes de la Comisión, se tomó la decisión de buscar una redacción que tuviera por finalidad precisa satisfacer lo que buscaba el proyecto en términos originales, pero, en segundo lugar, focalizar la discusión global del sistema de penas en otra iniciativa, que persigue específicamente sustituir el Código Penal. Por estas consideraciones, agregó, se llegó a la redacción que ahora se expone.

Puso de relieve, además, que se ha tratado de reconocer también la importancia de la atenuante de colaboración sustancial para el esclarecimiento de los hechos, precisamente para satisfacer las observaciones que tenía el Ministerio Público.

En resumen, opinó que la redacción propuesta satisface todos los intereses en juego expresados por los distintos actores y, lo que consideró como muy importante, cumple el propósito compartido para abordar el tema de reincidencia, que es un tema que comparte el Ejecutivo conjuntamente con los autores del proyecto.

Por su parte, el representante del Ministerio Público, abogado señor Ignacio Castillo concordó con lo señalado tanto por el Presidente de la Comisión como por el Ministro de Justicia. 

Sostuvo que, en opinión de la entidad que representa, lo relativo a la reincidencia como también lo referido a la circunstancia atenuante y el efecto que genera su consideración por el tribunal, la redacción de la norma le parece adecuada.

Solamente para efectos de la historia de la ley pidió dejar constancia de su opinión en el sentido de que en los casos en que existan dos o más agravantes, habrá de aplicarse la regla general, es decir, que en ese caso la pena puede aumentarse en los grados necesarios.

Reiteró que, a su juicio, el artículo está bien redactado, pero conviene aclarar que en el caso en que exista la gravante de la reincidencia, sea tanto la específica como la genética, no se confunda que si hay tres agravantes igualmente no se aplica el mínimo de la pena ni el grado menor, sino que se puede agravar o aumentar los grados de la pena conforme lo dispone la regla general. 

Luego, la Honorable Senadora señora Vodanovic también solicitó que, para los efectos de la historia de la ley, se consigne su opinión respecto del inciso segundo del artículo 69 ter que se viene proponiendo. Respecto de él hizo notar que, en cuanto dispone que “A partir de la segunda condena en la que se reconozca al autor alguna de las agravantes previstas en el artículo 12, numerales 14, 15 y 16, la pena se aumentará en un grado.”, es posible sostener dos interpretaciones distintas. Por ello, explicitó que, a su juicio, lo que debe entenderse es que, al aplicar la pena, ésta se aumentará en un grado desde el mínimo. Al efecto y a modo de ejemplo, precisó que si la pena va de 61 a 540 días, se inicia la aplicación de la pena en 541 días. Sobre este asunto, pidió que el Ejecutivo explicite si la interpretación expuesta.

El Ministro señor Cordero respondió a la pregunta formulada por la señora Senadora señalando que, efectivamente, la recién consignada es la interpretación correcta, y pidió registrarlo así para efectos de la historia de la ley.
- Puesta en votación la propuesta reseñada en los párrafos precedentes, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza) y señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Aprobada. Unanimidad, 4x0) (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

En coherencia con esta votación, tanto la Comisión como los autores de las indicaciones números 2 a 68, resolvieron lo que se consigna al final de la descripción de cada una de dichas indicaciones, según se ha registrado en las páginas anteriores de este informe.

ARTÍCULO SEGUNDO

Introduce modificaciones al Código Procesal Penal.

Números nuevos

La indicación N° 69 de S.E. el Presidente de la República, introduce los siguientes números, nuevos, consultados como números 1) y 2):

“1) Introdúcese un artículo 78 ter, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 78 ter. Medidas especiales de protección de fiscales. Cuando exista algún antecedente de amenaza, agresión u otra potencial afectación a la integridad personal de fiscales o de sus familias durante el transcurso de la investigación, o, en cualquier caso, tratándose de la investigación de delitos cometidos por asociaciones delictivas, el o los fiscales podrán solicitar al juez de garantía o al tribunal de juicio oral en lo penal, según corresponda, la adopción de las siguientes medidas de protección: 

a) Participación de las audiencias por vía remota mediante videoconferencia. 

b) Reserva de la identidad de el o los fiscales en las audiencias que se desarrollen ante el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal, ya sea que se realicen de forma presencial o remota. 

c) Reserva de la identidad de el o los fiscales en los registros y documentos que se deban poner a disposición de las partes o que deban ser presentados o evacuados ante el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal. 

En los casos en que se decrete la reserva de la identidad, esta deberá ser reemplazada por una denominación genérica como “Fiscal adjunto del Ministerio Público”.

La medida de protección decretada se mantendrá vigente durante toda la sustanciación del proceso penal hasta el término de la causa por cualquier motivo. En caso de ponerse término en virtud de una sentencia, la medida de protección deberá extenderse hasta que esta se encuentre ejecutoriada. 

La resolución que se pronuncie sobre la concesión de la medida de protección o su cese será apelable por los intervinientes.

El abogado defensor del imputado siempre podrá conocer la identidad del fiscal, debiendo mantener reserva de la misma. 

La revelación de la información reservada será sancionada de conformidad al artículo 247 del Código Penal.”.

2) Introdúcese el siguiente artículo 111 bis, nuevo:

“Artículo 111 bis. Procurador Común. En aquellos casos en que existieren dos o más querellantes por los mismos hechos y calificación jurídica, éstos deberán nombrar un procurador común para actuar en todas las audiencias del procedimiento. Si así no ocurriere, el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal en su caso, de oficio o a petición de parte, ordenará a estos su nombramiento y, a falta de esa designación, deberá ser nombrado por el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal en su caso, de entre los querellantes de la causa.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior cualquiera de las partes representadas por el procurador común que, por invocar nuevos hechos o una calificación jurídica distinta o por pretensiones civiles diversas, estime incompatible la representación común, podrá solicitar se le permita su actuación separada.”.”.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Kast señaló que esta indicación tiene como objetivo brindar protección a los fiscales y sus familiares. Destacó la posibilidad de realizar las audiencias en forma remota y reservar la identidad de estos. Al efecto, recordó que en los últimos años diversos fiscales y otras autoridades han recibido amenazas por parte de entidades dedicadas al crimen organizado.

Por otra parte, hizo notar que la indicación ordena la designación del procurador común en caso que haya dos o más querellantes por los mismos hechos y calificación jurídica y, además, deja establecido cómo se puede pedir la actuación separada del mencionado procurador común.

El Ministro señor Luis Cordero describió el contexto en que debe entenderse esta indicación. Al respecto, destacó que este proyecto en análisis es uno de los proyectos priorizados en materia de seguridad. Y ello es así, añadió, porque, uno de los temas priorizados está vinculado con el propósito de perfeccionar las reglas de gestión y tramitación del Código Procesal Penal. Por lo tanto, buena parte de las indicaciones del Ejecutivo en lo que se refiere a este tema en particular, tienen por propósito permitir en las actuaciones del Ministerio Público una mejor gestión y rapidez en el enjuiciamiento criminal. Pero, adicionalmente, en el contexto de las conversaciones del Ejecutivo con el Ministerio Público, se ha considerado también indispensable disponer de reglas de protección para fiscales, como lo explicitó el señor Fiscal Nacional en la discusión en general de esta iniciativa.

En cuanto a la indicación propiamente, resaltó que el propósito de esta regla, en consecuencia, es establecer una norma especial de protección, vinculada a la reserva de identidad, tanto de fiscales como de su familia. Afirmó que consideraba importante estos porque en muchísimas gestiones que se realizan al interior del sistema de enjuiciamiento criminal, se obliga a identificar a los fiscales que participan en audiencias, lo puede tener un efecto en materia de seguridad, particularmente en el combate contra el crimen organizado. Por ello, acotó, el Ejecutivo comparte la inquietud del Ministerio Público, sobre todo teniendo presente que la persecución penal se hace en nombre del Estado. Además, esas identificaciones son innecesarias y, por lo tanto, debiera primar en estos casos la seguridad del persecutor.

El representante del Ministerio Público, señor Ignacio Castillo, reiteró que, en efecto, para el Fiscal Nacional esta es una materia particularmente sensible por cuanto la realidad de las organizaciones criminales que hoy día todos conocen supone nuevos desafíos en materia de protección de los fiscales y de sus familiares. En ese sentido, explicó que hay una serie de medidas de protección que institucionalmente la Fiscalía adopta, pero que son medidas que no tienen relación directa con el proceso penal.

En este sentido, agregó, echan en falta otras medidas de resguardo de identidad, de reserva y de protección, de carácter procesal, que son aquellas que se consignan en esta indicación. Por lo mismo, agradeció a los colegisladores considerar esta indicación, que para ellos es muy importante.
- Puesta en votación la indicación número 69, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza) y señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Aprobada. Unanimidad, 4x0). 

Número nuevo

La indicación N° 70.- de los Honorables Senadores señora Ebensperger y señores Sandoval y Sanhueza, agrega el siguiente número, nuevo:

“…) Agrégase, en la letra b) del artículo 113, la siguiente frase final: “, además de un medio de notificación electrónico del abogado patrocinante y del mandatario judicial, si no lo hubieren designado;”.”.

El Honorable Senador señor Kast resaltó que esta indicación agrega la obligación de añadir el correo electrónico del querellante como información básica de toda querella criminal, con lo que se ajustaría el Código Procesal Penal a los tiempos actuales de modernización digital.
- Puesta en votación la indicación número 70, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza) y señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Aprobada. Unanimidad, 4x0). 

Número nuevo

La indicación N° 71.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, consulta el siguiente número, nuevo:

“…) Agrégase, en el inciso primero del artículo 127, después del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto: “Podrá aplicarse en este caso por las policías lo señalado en el artículo 89, en la forma señalada en dicha disposición. Asimismo, se entenderá razón suficiente para ello el reconocimiento efectuado por el imputado ante el fiscal o la policía, en presencia de su defensor, de su participación en los hechos investigados, o bien, su identificación o reconocimiento como presunto responsable conste en los resultados de una prueba científica o se haya practicado mediante la realización de la diligencia de reconocimiento en los términos de este Código.”.”.

El Honorable Senador señor Kast manifestó que, en el contexto de las privaciones de libertad o detenciones, mas no en la prisión preventiva, esta indicación permite al juez ordenar a la policía que efectúe intervenciones distintas al registro de equipaje o de vehículos, ampliando la atribución a todo lo que el juez determine que sea necesario.

El Ministro señor Luis Cordero advirtió que esta indicación da lugar a un riesgo de que se cometan abusos. Manifestó que si bien la propuesta va en el sentido de mejorar la persecución, lo que puede provocar la regla en este caso, especialmente en las horas de detención, es arriesgar que se cometan abusos. Precisó que el procedimiento penal se ha preocupado principalmente de controlar aquellas primeras horas de detención para que la evidencia que posteriormente llega al juicio tenga la mejor calidad posible. Por ello, añadió, generar espacios en que se pueda realizar otro tipo de diligencias, conociendo la experiencia actual, podría verse afectada la calidad de la evidencia obtenida, lo que, a su vez, afectaría los resultados del juicio.
El representante del Ministerio Público, señor Ignacio Castillo, agregó que, sin perjuicio de lo sostenido por el señor Ministro de Justicia, la indicación es una norma que podría ayudar en los primeros momentos de iniciarse la persecución penal. Asimismo, opinó que debería resguardarse la posibilidad de que sea el fiscal, al impartir las instrucciones del caso, quien determine las diligencias que deban realizarse.

La Honorable Senadora señora Vodanovic fundó su voto en contra en la circunstancia de que la detención judicial es aceptable cuando se reconoce participación. Por tanto, establecer la norma propuesta en la indicación solo para el mero reconocimiento de la víctima, que es una diligencia que se encuentra regulada en protocolo interinstitucional del año 2013, no le parece aceptable. Hizo notar, además, que la propuesta no define qué es una prueba científica, siendo que el Código Procesal Penal solo se refiere a operaciones científicas en el inciso segundo del artículo 181, por lo que podrían producirse dificultades en la interpretación y en la aplicación de la norma.

- Puesta en votación la indicación número 71, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión presentes. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). Votó en contra la Honorable Senadora señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza). (Aprobada. Mayoría, 3x1).

Número nuevo

La indicación N° 72.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, consulta el siguiente número, nuevo:

“...) Modifícase el artículo 132 del siguiente modo:

a) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “presentación”, lo siguiente: “y en atención a las circunstancias del caso podrá, además, mediante petición fundada, solicitar la elaboración de un informe técnico previo, que determinare la existencia de adicciones a las drogas, alcohol, trastornos conductuales u otros. Lo anterior, formulado y resuelto de conformidad con lo prevenido en el artículo 9º del Código Procesal Penal, en concordancia con lo establecido en el artículo 39 de la ley N° 20.000.”.

b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:

“La elaboración del informe será decretada por el juez de garantía, ordenándose en el más breve plazo, para que sea evacuada por las instituciones respectivas.”.”.

El Honorable Senador señor Kast hizo presente que esta indicación tiene como objetivo contar con la posibilidad de que el fiscal o el abogado asistente fiscal puedan solicitar la elaboración de un informe técnico previo que determine la existencia de adicciones a drogas, alcohol, trastornos conductuales u otro.

Sobre este asunto, pidió la opinión del Ministerio Público, toda vez que fue el Fiscal Nacional quien planteó esta inquietud durante el debate en general.

El señor Ignacio Castillo recordó que, en efecto, el Fiscal Nacional, al referirse a los tribunales de tratamiento de drogas, mencionó la necesidad de constatar prontamente, mediante algún examen, la eventual adicción del imputado a drogas, alcohol u otros trastornos que pudiesen dar lugar a la aplicación de este tipo de tratamiento. Sostuvo que la propuesta es una disposición favorable para la persecución penal y para determinar prontamente condiciones que pudieran afectar al imputado y requerir la adopción de medidas especiales.

Luego, el señor Ministro, don Luis Cordero, connotó que el Ejecutivo recogió las inquietudes planteadas en esta materia, tanto por la Comisión como por el Ministerio Público, en la norma contenida en la indicación 85, donde se regula la suspensión condicional para el caso de tratamiento de drogas.

En relación con la indicación 85, el asesor del Ministerio de Justicia, abogado señor Mario Araya, expresó que esta propuesta de tribunales de tratamiento de drogas recoge la exitosa experiencia que ya mantiene el Poder Judicial en este campo. Afirmó que los tribunales de garantía han utilizado los tribunales de tratamiento de drogas básicamente con reglas de suspensión condicional. En concreto, hizo notar que lo que se ha hecho durante todo este tiempo es que dos profesionales del área psicosocial, al momento de las detenciones, discierne acerca de quiénes podrían hacer un tratamiento de drogas. Esa información se transfiere al fiscal y él es quien decide si es posible realizar o no aquella salida alternativa bajo la forma de una suspensión condicional, pero exigiendo cumplir el requisito de someterse al tratamiento de droga. Dichas medidas se evalúan en reuniones mensuales con los terapeutas y un defensor, un fiscal y un juez, especializados.

Continuó explicando que la indicación número 85 recoge esta experiencia y la lleva al Código Procesal Penal. Aclaró que, además, se acoge la solicitud del Ministerio Público de ampliar el mecanismo a otro tipo de delitos, porque la suspensión condicional tiene un límite de tres años. En el tratamiento de drogas se propone que el tope sean cinco años, lo que permitiría abarcar otro tipo de delitos, especialmente los cometidos por adolescentes en caso de delitos violentos, por ejemplo. En resumen, concluyó, de esta manera se institucionaliza lo que ha sido una muy buena práctica que ya se mantiene en la actividad procesal penal del país.

El abogado del Ministerio Público, señor Castillo, coincidió con lo explicado por el representante del Ministerio de Justicia, insistió en que esta es una materia en la cual al Ministerio Público siempre le ha interesado participar. Aseveró, asimismo, que ambas indicaciones constituyen una buena iniciativa, si bien manifestó preocupación por los recursos adicionales que requieren su implementación.

Finalmente, el Presidente de la Comisión, propuso rechazar la indicación número 72 en discusión, y reservar la decisión definitiva sobre la materia al resolver la indicación número 85.

- Puesta en votación la indicación número 72, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza) y señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Rechazada. Unanimidad, 0x4). 

Número nuevo

La indicación N° 73.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, consulta el siguiente número, nuevo:

“…) Agrégase el siguiente artículo 141 bis:

“Artículo 141 bis. Sustitución de otras medidas cautelares por prisión preventiva, en casos especiales de peligro de fuga. El tribunal deberá, de oficio, sin necesidad de debate y sin fijación de nueva audiencia al efecto, sustituir cualquier medida cautelar a la que el imputado o acusado estuviese sometido, por la de prisión preventiva, en los siguientes casos especiales de peligro de fuga:

a) Cuando el imputado o acusado comparezca ante el tribunal detenido por orden judicial, fundada en su incomparecencia a una audiencia debidamente notificada;

b) Cuando condene al imputado requerido o acusado a una pena privativa de libertad de cumplimiento efectivo en procedimiento simplificado o abreviado, y

c) Cuando, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 343, pronunciare en un juicio oral una decisión condenatoria que importe el cumplimiento efectivo de una pena privativa de libertad.

Decretada la prisión preventiva, el privado de libertad podrá solicitar su sustitución por una caución suficiente, en los términos del artículo 146, en la misma audiencia o con posterioridad a ella y antes de la confirmación de la sentencia respectiva o del término del nuevo juicio, en su caso.”.”.

El Honorable Senador señor Kast puso de relieve que esta indicación añade nuevos casos especiales de peligro de fuga del imputado para decretar prisión preventiva. Como ejemplos, dijo, se agrega a los imputados que no se hayan presentado a una audiencia debidamente notificada, a los acusados o condenados a cárcel efectiva en procedimiento simplificado, o cuando haya sentencia condenatoria que signifique privación de libertad efectiva.

Asimismo, agregó, permite solicitar la sustitución de la prisión preventiva -antes de la sentencia o término del nuevo juicio- por una caución económica o la fianza de una o más personas idóneas calificadas por el tribunal.

El representante del Ministerio Público, señor Castillo señaló que, al parecer, la norma intenta evitar la realización de la audiencia para discutir la prisión preventiva en aquellos casos en que habría una razón que lo justifique o, probablemente, una incomparecencia del imputado. Si este fuere su sentido, añadió, le parece una indicación interesante, sin perjuicio de que altera una regla existente en materia cautelar y que las discusiones sobre esas medidas se hacen en audiencia fijadas al efecto.

Por su parte, el señor Ministro de Justicia consideró que, si bien comprende el espíritu que se encuentra detrás de esta indicación, esta norma debiera ser rechazada, por dos razones. Por un lado, como ya indicó el Ministerio Público, altera la forma y modo en que está estructurado el sistema de enjuiciamiento criminal respecto al debate de las medidas cautelares en audiencia. Por otra parte, agregó, como la audiencia es una parte estructural del debido proceso, el criterio bilateralidad no se cumpliría en este caso y, por lo tanto, podría constituir una infracción a lo dispuesto en el artículo 19, número 3, de la Constitución Política.

- Puesta en votación la indicación número 73, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión presentes. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). Votó en contra la Honorable Senadora señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza). (Aprobada. Mayoría, 3x1).

Número nuevo

La indicación N° 74.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, consulta el siguiente número, nuevo:

“…) Agrégase el siguiente artículo 141 ter:

“Artículo 141 ter. Prisión preventiva por peligro de fuga, en casos de falta de identificación del imputado. El tribunal deberá, de oficio, sin necesidad de debate y sin fijación de nueva audiencia al efecto, decretar la prisión preventiva por peligro de fuga de un imputado detenido en flagrancia cuya identidad no pueda ser fidedignamente establecida. En tal caso, ordenará el registro de sus huellas dactilares y su huella de ADN, cualquiera sea el delito por el que se encuentra detenido, a fin de cotejar los datos obtenidos con los registros existentes. En caso de no poder establecerse de este modo la identidad del detenido, se le asignará un RUN provisional, para el solo efecto de su registro en las actuaciones judiciales y en las instituciones penitenciarias, salvo que se pudiere establecer que ya cuenta con RUN provisional, caso en que se utilizará este último.

Tratándose de extranjeros, el registro de sus huellas y ADN, junto con los restantes antecedentes que sean pertinentes, será remitido a la Policía de Investigaciones de Chile para corroborar su identidad con los antecedentes de INTERPOL.

Mientras no se determine su identidad, el imputado permanecerá en prisión preventiva y sólo podrá solicitar su sustitución por una caución suficiente, en los términos del artículo 146, siempre que un tercero debidamente identificado la rinda por él.

Una vez identificado el imputado, de oficio o a petición de parte, el tribunal procederá a revisar su prisión preventiva, de conformidad con las reglas generales.”.”.

El Honorable Senador señor Kast puso de relieve que esta indicación establece un nuevo procedimiento de aplicación de prisión preventiva para aquellos imputados que no se les pueda identificar por ningún medio disponible. Detalló que dicho procedimiento ordena un registro de huellas dactilares/genéticas, la asignación de un RUN provisorio, el envío de estos antecedentes a la Policía de Investigaciones e INTERPOL (en el caso de imputados extranjeros), la posibilidad de sustituir la prisión preventiva mediante fianza y, finalmente, define que apenas se identifique al imputado, se podrá revisar la prisión preventiva según las reglas generales. Por último, propuso sustituir la expresión “huella de ADN” por “huellas genéticas”, porque, según indicó, se entiende de mejor forma y abarca saliva, sangre, semen, cabello, entre otros.

Por su parte, el Ministro señor Luis Cordero advirtió que esta indicación -que se podría denominar “criterio Valencia”, como ha sido conocido- está siendo discutida en este momento en tres proyectos distintos, por lo que estimó conveniente definir en cuál de ellos se consagrará en definitiva.

Complementando al Secretario de Estado, el asesor de ese Ministerio, señor Araya, señaló que la dificultad que genera este tipo de normas surge en la regulación inicial. Cuando se le priva de libertad a una persona -y eso descansa solamente en la decisión autónoma y propia del juez- sin solicitud del fiscal y sin presencia del defensor, la decisión puede ser discutible. Por ello, anotó, las otras regulaciones que se están intentando para dar algún grado de sustento legal a lo que coloquialmente se conoce como el “criterio Valencia” integran la decisión en las audiencias, con el propósito de asegurar alguna forma de ponderación y control.

Al respecto, el Honorable Senador señor Kast hizo presente que la iniciativa en debate se encuentra cumpliendo su primer trámite constitucional, por lo que si más adelante fuere necesario -para resguardar la debida consistencia del ordenamiento- se puede hacer la enmienda necesaria en su segundo trámite legislativo.

A su turno, el abogado del Ministerio Público, señor Castillo, anotó que la indicación implementa la cuestión de la ausencia de identificación como un criterio más para hacer procedente la presión preventiva. Desde ese punto de vista, afirmó que la Fiscalía es partidario de ese criterio. Anotó que los otros proyectos aludidos por el señor Ministro lo que hacen es modificar el artículo 140, letra c, agregando la no posibilidad de identificación como un supuesto más de necesidad de cautela, particularmente de peligro de fuga. En este sentido, sostuvo que la indicación en análisis le parece más completo.

La Honorable Senadora señora Vodanovic anunció que, si bien rechazaría la indicación, deja constancia que, en su parecer, esta es una norma adecuada, que se puede incorporar en nuestros cuerpos legales y, además, valora el denominado “criterio Valencia”.

Añadió que de esta indicación le preocupa la imposición de confeccionar un registro de ADN, por la carga que tiene para el Servicio Médico Legal, y también para el Servicio de Registro Civil el deber de tener que confeccionar un RUN. Por ello, consultó al Ministro de Justicia acerca del estado actual de las diligencias y pericias pendientes.

El aludido Secretario de Estado, señaló, respecto de la consulta sobre RUN provisional, que en la actualidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley de Migraciones, en aquellos casos donde existe solicitudes para prestaciones sociales, se produce un enrolamiento, este es un tema que hemos discutido con el Ministerio Público y en la actualidad para efectos de enrolamiento e identificación, el Registro Civil ha dispuesto de mecanismos de coordinación con el Ministerio Público de manera que existan funcionarios del Registro Civil, en el caso particularmente del Centro Justicia de Santiago, en un lugar con ese fin, estamos en un mecanismo de adecuación y hay acuerdos que sobre ese punto hay que hacer un ajuste normativo. Pero hoy día se está trabajando en eso en coordinación con el Ministerio Público.

En cuanto a la consulta sobre el registro de ADN, connotó que esta norma descansa sobre un criterio que ya existe en la ley N° 19.970, que permite la creación del registro de ADN a propósito del tema de la huella genética para la investigación criminal.

Agregó que en la actualidad el Servicio Médico Legal tiene un retraso de cerca de 80.000 pericias en el sistema en general, de las cuales 60.000 corresponden al registro de ADN. Sin embargo, anticipó que en la solicitud de presupuesto para el próximo año se ha planteado una glosa presupuestaria específica para el Servicio Médico Legal con el propósito de hacerse cargo del retraso que existen en el registro de huellas de ADN, que tienen tanta importancia en la investigación criminal.

El Honorable Senador señor Kast manifestó que, atendido el debate habido en torno a este asunto y a que se está elaborando una redacción más completa para abordar este tema, se inclina por votar en contra de la indicación, sin perjuicio de dejar consignado que este es un tema pendiente de gran relevancia, y que, en el marco de esta iniciativa, se hizo el esfuerzo de discutirlo.

Agregó que es muy probable que próximamente exista un sistema de empadronamiento y, por lo tanto, nadie podrá excusarse de no tener identificación (porque nunca tuvo la oportunidad de estar identificado). Ello, acotó, ayudará a que la norma en debate se pueda implementar más adelante. Este mecanismo, prosiguió, si bien todavía está en proceso, es muy importante porque permitirá separar rápida y claramente al delincuente de quienes no delinquen.

Por su parte, el Honorable Senador señor Flores anunció que votaría a favor de la indicación porque ella apunta a un problema que la ciudadanía, los parlamentarios y otros diversos actores vienen reclamando reiteradamente: frente a la ola migratoria descontrolada que afecta al país y cuando, muchas veces no hay antecedentes respecto de quiénes han ingresado al territorio nacional -algunos buscando el justo refugio, otros buscando un mejor pasar- también ha ingresado gente que no la necesitamos en nuestro país, asociada al narcotráfico y al crimen organizado. Frente a esto,  el principio de esta indicación tiene que ver con la flagrancia, es decir, con quien comete un delito y es sorprendido en flagrancia, pero del cual no existe ningún dato. Por lo tanto, ante un inminente riesgo de fuga, la persona debe ser retenida, tomársele sus huellas dactilares y de ADN, y asignársele un RUN provisorio para efectos judiciales. Lo anterior, porque si quedase en libertad esta persona, nadie sabrá dónde vive, cómo se llama ni cómo se podría buscarlo en el caso de que cometa un nuevo delito.
Por último, el Honorable Senador señor Ossandón también anunció que votará a favor la indicación en debate pues, en su opinión, hay que obligar al Estado a que se modernice y cuente con los medios para evitar situaciones de indefensión que se dan muchas veces en estos casos.
- Puesta en votación la indicación número 74, se produjo un empate entre los miembros presentes. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kusanovic y Ossandón. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza) y señor Kast (Presidente).
Repetida la votación de inmediato de conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, se volvió a producir el mismo empate, y dado que el proyecto de ley no tenía a la fecha urgencia legislativa, quedó para ser definida en la sesión siguiente.

En la siguiente sesión se repitió la votación, produciéndose nuevamente un empate entre los miembros presentes. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kusanovic y Flores. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Vodanovic y señor Kast (Presidente).
En consecuencia, se tuvo por rechazada la indicación N° 74, de conformidad con lo preceptuado en la citada norma reglamentaria.

Número 1)

El numeral 1 del artículo segundo intercala un inciso segundo nuevo en el artículo 170 del Código Procesal Penal, relativo al principio de oportunidad, del siguiente tenor:

“Tampoco procederá el ejercicio de esta facultad respecto del imputado que haya sido beneficiado con su ejercicio, con la suspensión condicional del procedimiento o con un acuerdo reparatorio, dentro de los cinco años anteriores al hecho que se trate, ni respecto de aquel que tuviere alguna condena anterior.”

La indicación N° 75.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo suprime.

El Honorable Senador señor Kast manifestó que esta indicación plantea eliminar la aplicación del principio de oportunidad para aquellos imputados que tengan condenas anteriores, hayan sido beneficiados anteriormente con este principio o acordado una suspensión condicional o un acuerdo reparatorio cinco años antes al hecho delictivo que se pretende sancionar. Aclaró que la norma que se busca suprimir es clave para evitar el fenómeno denominado “puerta giratoria”, objetivo central que persigue el proyecto de ley en debate, así como para limitar la reducción de penas para los reincidentes.

El abogado señor Castillo recordó que el Fiscal Nacional, en su oportunidad, abogó por las facultades que tienen los fiscales para, en el ámbito de la selección y control de las causas, poder diversificar la persecución penal y, por tanto, manifestó ciertos reparos respecto de la eliminación de esta hipótesis de actuación por parte de los fiscales.

El Honorable Senador señor Kast hizo presente que la Fiscalía ya cuenta con un procedimiento similar al regulado en esta norma, pero con menos años. Ahora, en cambio, se amplía el plazo a 5 años, a partir de lo que indica el sentido común y lo que demanda la ciudadanía hoy. Convino en que probablemente esto signifique dotar de mayores recursos al Ministerio Público, cuestión que deberá evaluar el Gobierno en su oportunidad.

- Puesta en votación la indicación número 75, fue rechazada por la mayoría de los integrantes de la Comisión presentes. Votó favorablemente la Honorable Senadora señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza). Votaron en contra los Honorables Senadores señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Rechazada. Mayoría, 1x3).

Por su parte, la indicación N° 76.- de S.E. el Presidente de la República, lo sustituye por el siguiente, contemplado como número 3):

“3) Intercálase, en el artículo 170, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero y así sucesivamente: 

“Tampoco procederá el ejercicio de esta facultad respecto del imputado que sea reincidente en ilícitos de la misma especie o que afecten al mismo bien jurídico.”.”.
El Ministro señor Cordero consideró que la norma que limita el principio oportunidad debiera estar asociada a la reincidencia. Recordó, asimismo, que esta indicación es anterior al acuerdo alcanzado entre el Gobierno y la Comisión respecto de las primeras indicaciones, por lo que planteó que, si se aprueba, lo fuera en los términos en que se aprobó la norma anterior.

- Puesta en votación la indicación número 76, fue rechazada por la mayoría de los integrantes de la Comisión presentes. Votó favorablemente la Honorable Senadora señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza). Votaron en contra los Honorables Senadores señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Rechazada. Mayoría, 1x3).

Número nuevo

La indicación N° 77.- de S.E. el Presidente de la República, intercala el siguiente número, nuevo:

“…) Incorpórase el siguiente artículo 226 Y, nuevo:

“Artículo 226 Y.- Cooperación eficaz. Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz que conduzca a evitar la continuidad, permanencia, consumación o esclarecimiento de los hechos cometidos por una asociación criminal o asociación delictiva en los términos del Párrafo 10 del Título VI del Libro Segundo del Código Penal, o se refiera a algunos de los crímenes o simples delitos contenidos en la Ley N°20.000, lavado de activos, trata de personas, explotación sexual, homicidios o secuestros. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados.

Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.

El Ministerio Público deberá expresar, en la formalización de la investigación o en su escrito de acusación, si la cooperación prestada por el imputado ha sido eficaz a los fines señalados en el inciso primero.

Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutivo de delito, el fiscal correspondiente necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia, deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.

La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran; o de su compensación, de acuerdo con las reglas generales.”.”.

El Ministro señor Cordero destacó el reconocimiento de un caso de cooperación eficaz en términos generales al interior del enjuiciamiento criminal. Acotó que este asunto corresponde a los diálogos que se han sostenido con el Ministerio Público y sus requerimientos para perfeccionar el sistema de enjuiciamiento criminal.

El abogado representante del Ministerio Público aseveró que en el contexto de la persecución penal de las organizaciones criminales, cuando se busca llegar a los vértices radicales de dichas entidades, una vía eficaz consiste en recurrir a los denominados “arrepentidos”, es decir, colaboradores que entregan información relevante para avanzar en la detección e identificación de los niveles superiores dentro de la organización ilícita. Resaltó que este mecanismo ya está recogido en otras normas especiales de nuestro ordenamiento, como por ejemplo la Ley de Drogas. En definitiva, consideró que se trata de una buena herramienta para los efectos de fortalecer la persecución a la criminalidad organizada en nuestro país.

El Honorable Senador señor Kast enfatizó la importancia de esta norma, que constituye una especie de “delación compensada”, es decir, algún tipo de incentivo para combatir el crimen organizado y que permitirá tener mejor información para desbaratar estos verdaderos carteles de crimen organizado.

- Puesta en votación la indicación número 77, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Vodanovic (reemplaza al H.S. señor Insulza) y señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Aprobada. Unanimidad, 4x0). 

Número 2)

El número 2 introduce la siguiente letra d) al inciso tercero del artículo 237: 

“d) Si el imputado no hubiere consentido anteriormente una suspensión condicional o acuerdo reparatorio, dentro de los cinco años anteriores al hecho que se trate.”

La indicación N° 78.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo suprime.

- Puesta en votación la indicación número 78, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Rechazada. Unanimidad, 0x3). 

La indicación N° 79.- de S.E. el Presidente de la República, lo reemplaza por el siguiente, contemplado como número 4):

“4) Introdúcese, en el inciso tercero del artículo 237, la siguiente letra d): 

“d) Si el imputado no hubiese previamente aceptado una suspensión condicional del procedimiento y ésta le hubiere sido revocada o hubiere incumplido un acuerdo reparatorio, dentro de los dos años anteriores al hecho de que se trate.”.”.

- Puesta en votación la indicación número 79, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Rechazada. Unanimidad, 0x3). 

Modificación nueva

La indicación N° 80.- del Honorable Senador señor Coloma, contempla en el número 2), la siguiente enmienda, nueva, al artículo 237:

“…) Reemplázase el inciso quinto del artículo 237 por el siguiente:

“Si el querellante, la víctima o su defensor asistieren a la audiencia en que se ventile la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal, previa explicación clara, sencilla y directa de las condiciones y efectos jurídicos del acuerdo. Dichos intervinientes podrán, además, oponerse a la suspensión condicional fundada exclusivamente por la insuficiencia de las condiciones en atención a la gravedad de los hechos investigados o interés público comprometido; por la existencia de diligencias investigativas sustanciales pendientes y que pudieren establecer la forma en que ocurrieron los hechos o la responsabilidad del imputado; o por existir un alto riesgo de que las condiciones sean incumplidas en atención al comportamiento previo del imputado o la existencia de otras investigaciones en la que tenga la calidad de imputado o acusado.”.”.

El abogado del Ministerio de Justicia, señor Mario Araya, sugirió rechazar esta indicación. Apoyó este planteamiento en que en las audiencias de salida alternativa debe estar a lo menos notificada la víctima, la que tiene que ser escuchada, y también el defensor debe concurrir.

Por lo tanto, a su juicio, una regla de ese tipo no tendría sentido, además, porque la ley le ha entregado al Ministerio Público la evaluación de mérito y, luego, al juez la ponderación de la concurrencia de los requisitos formales establecidos en la ley. 

El abogado del Ministerio Público, señor Castillo, concordó con lo señalado por el representante del Ministerio de Justicia, básicamente por dos razones. Primero, porque efectivamente la mención a la expresión “defensor” parece ser innecesaria en la norma, toda vez que el defensor tiene la obligación de participar. Además, porque cuando el querellante y la víctima concurren a una audiencia, tienen el derecho a ser oídas. Agregó que el juez debe recibir una explicación clara, sencilla y directa de las condiciones y efectos jurídicos del acuerdo. 
Adicionalmente, resaltó que en sus pertinentes instrucciones generales, el Fiscal Nacional ha indicado cuándo corresponde, o no, dar esta salida alternativa, así como cuándo corresponde oponerse a la suspensión condicional, si no se dan los presupuestos legales.

- Puesta en votación la indicación número 80, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Rechazada. Unanimidad, 0x3). 

Modificación nueva

La indicación N° 81.- del Honorable Senador señor Coloma, es para contemplar en el número 2), la siguiente enmienda, nueva, al artículo 237:

“…) Intercálase, en el artículo 327, a continuación del inciso quinto, el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser inciso séptimo y así sucesivamente:

“Ante la oposición de la víctima, defensor o querellante, el juez deberá dar la palabra a todos los intervinientes presentes y sólo podrá decretar la suspensión condicional del procedimiento por motivos calificados y por medio de resolución fundada. El recurso de apelación contra esta resolución deberá interponerse en la misma audiencia, gozará de preferencia para su vista y fallo y, en caso que la resolución aceptaré el acuerdo, el recurso se concederá en ambos efectos.”.”.

El mencionado señor Mario Araya, señaló que las mismas razones dadas respecto de la indicación anterior son aplicables a éstas. Nuevamente se le entrega al juez de garantía una calificación de mérito que descansa precisamente en los fiscales del Ministerio Público.
El Honorable Senador señor Kast consultó a los invitados si no les parece razonable que la víctima pueda oponerse a esta salida alternativa o, en otras palabras, si no cabe aprobar la indicación del Senador Coloma.

El señor Mario Araya manifestó que las víctimas se pueden oponer y, de hecho, se oponen algunas víctimas. Agregó que algunos jueces en aquellos casos, oyendo precisamente a las víctimas, sea porque no están de acuerdo con la salida alternativa o porque las condiciones no les satisfacen, los jueces prefieren fijar nuevas fechas y pedirle, por ejemplo, al Ministerio Público que oriente a la víctima de mejor manera o mejore las condiciones respecto de las cuales se va a llegar a esa salida alternativa, como, por ejemplo, montos, formas de pago, lugares de pago o acciones reparatorias. Añadió que la víctima también tiene derecho a apelar de la suspensión condicional, y el control lo hace la Corte de Apelaciones.
- Puesta en votación la indicación número 81, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Rechazada. Unanimidad, 0x3). 

Número 3)

El número 3 agrega el siguiente inciso final al artículo 237: 

“La aceptación por parte del imputado de la suspensión condicional del procedimiento significará aceptación de los hechos descritos en la formalización de la investigación y de la responsabilidad que en ellos le cabe. En el evento de revocarse la suspensión condicional del procedimiento, éste se continuará tramitando según las normas generales, pudiendo hacerse valer dicho reconocimiento en cualquier momento de éste, mediante su lectura.”.

Las indicaciones N° 82.- de Su Excelencia el Presidente de la República, N° 83.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo suprimen.

El representante del Ministerio Público, señor Ignacio Castillo, recordó que el Fiscal Nacional manifestó durante la discusión en general de esta iniciativa observaciones y reparos respecto de esta norma, particularmente por el desincentivo que supone para los efectos de la suspensión condicional del procedimiento, como también en relación con sus efectos posteriores. También recordó que el Fiscal Nacional mencionó experiencias comparadas que tienen normas similares, pero que asumen una condena durante la suspensión condicional, como, por ejemplo, las reglas del sistema norteamericano, según el cual la persona condenada obtiene, posteriormente, la suspensión condicional. En cambio, agregó, nuestro sistema asume una opción distinta.
El Honorable Senador señor Kast hizo presente que con esta indicación se pretende eliminar algo que ya ha sido aprobado en general. Por ello pidió que se explique por qué se plantea eliminar este elemento aprobade en general.

El Ministro señor Cordero señaló que, tal como lo ha señalado el Ministerio Público y también lo advirtiera el Ejecutivo en la presentación original del proyecto, la preocupación central que genera esta norma, del modo en que está estructurada,  es que desincentive la suspensión condicional del procedimiento. Por ello, compartiendo la observación del Fiscal Nacional, la indicación del Ejecutivo propone su supresión.

- Puestas en votación las indicaciones números 82 y 83, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Kusanovic, Ossandón y Kast (Presidente). (Aprobadas. Unanimidad, 3x0). 

Número 4)

El número 4 introduce el siguiente artículo 237 bis nuevo: 

“Artículo 237 bis. Suspensión condicional para el tratamiento de drogas, alcohol y trastornos conductuales. Se podrá también decretar la suspensión condicional del procedimiento con acuerdo del fiscal y el imputado, respecto de toda persona que voluntariamente acepte la condición de someterse a un tratamiento de desintoxicación y deshabituamiento de las drogas, el alcohol o ambos, cuando la dependencia a tales sustancias se pueda considerar determinante en la comisión del delito que se trate, según informe preparado al efecto por Gendarmería de Chile u otra institución o profesional designado al efecto por el tribunal, siempre que la pena que pudiese imponerse al imputado no excediere de cinco años de privación de libertad.

Del mismo modo se procederá si, de conformidad con lo informado por Gendarmería de Chile u otra institución o profesional designado al efecto por el tribunal, fue determinante para la comisión del delito la presencia de un trastorno de conducta que pueda ser objeto de algún tratamiento conductual efectivo y el imputado se somete voluntariamente al mismo.

En los dos casos anteriores, el juez de garantía señalará determinadamente la institución o profesional a cargo del tratamiento que se trate, quien deberá informar al fiscal mensualmente acerca del avance en el cumplimiento de la condición impuesta. Al término del tratamiento, se realizará una audiencia donde un representante de la institución o profesional encargado expondrá públicamente los resultados de la misma. En caso de ser exitoso, se pondrá término al período de suspensión condicional, aunque ello sea antes del plazo inicialmente fijado. En caso contrario, se continuará con el procedimiento de acuerdo a las reglas generales. Se entenderá que se ha incumplido la condición en cualquier momento en que, a juicio de la institución o profesional encargado de su cumplimiento, el imputado deje de adherir al tratamiento, asistir a las reuniones fijadas para su control y realizar las demás actividades determinadas para su desintoxicación, deshabituación o mejoramiento conductual, en términos tales que no sea posible esperar que durante el plazo de suspensión condicional del procedimiento la condición impuesta se cumpla exitosamente.”.
La indicación N° 84.- de la Honorable Senadora señora Rincón, lo elimina.

El Honorable Senador señor Kast manifestó que el número 4 en discusión evita que los imputados se puedan acoger a la suspensión condicional del procedimiento si se somete voluntariamente a un tratamiento de desintoxicación de drogas y alcohol.

El Ministro señor Luis Cordero recordó que esta indicación 84 está vinculada con la número 85, del Ejecutivo, que, a su vez, tiene su precedente en la indicación 72, que fue rechazada por la Comisión. Resaltó que la razón por la cual se produjo ese rechazo de la Comisión fue porque la indicación 85 regula íntegramente este procedimiento de suspensión condicional para el caso de tratamiento de droga y alcohol, que es algo que buscan reconocer en este proyecto de ley tanto la Comisión como el Ejecutivo, contando, además, con el apoyo del Ministerio Público.
- Puesta en votación la indicación número 84, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Rechazada. Unanimidad, 0x5). 

Por su parte, la indicación N° 85.- de S.E. el Presidente de la República, lo sustituye por el siguiente, contemplado como número 5):

“5) Introdúcense los siguientes artículos 238 bis, 238 ter y 238 quáter, nuevos: 

“Artículo 238 bis. Suspensión condicional para el tratamiento de drogas y/o alcohol. Se podrá decretar la suspensión condicional del procedimiento con acuerdo del fiscal y el imputado, respecto de toda persona que voluntariamente acepte la condición de someterse a un tratamiento de desintoxicación y deshabituamiento de las drogas y/o el alcohol del sistema de salud.

La suspensión condicional del procedimiento, en estos casos, podrá decretarse:

a) Si se acredita la dependencia o consumo de drogas y/o alcohol como factor determinante para la comisión del delito.

b) Si la pena que pudiere imponerse al imputado, en el evento de dictarse sentencia condenatoria, no excediere de cinco años de privación de libertad.

c) Si el imputado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito.

Para acreditar la dependencia o consumo de drogas y/o alcohol se confeccionará un informe por una institución o profesional designado por el tribunal de forma previa el cual estará sujeto a la confirmación diagnóstica de la institución tratante.

La audiencia se realizará con la comparecencia de los intervinientes especializados, juez, fiscal, defensor e imputado, favoreciendo la participación del imputado e impulsándolo a que sea parte activa de la decisión del tribunal, con el objeto de obtener información sobre los factores de riesgo que podrían desencadenar una potencial recaída y definir las condiciones de la suspensión condicional del procedimiento que favorezcan su rehabilitación.

La presencia del defensor del imputado en la audiencia en que se discutiere la solicitud de suspensión condicional del procedimiento constituirá un requisito de validez de la misma.

Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se discuta la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.

Al decretar la suspensión condicional del procedimiento, el juez de garantía establecerá las condiciones a las que deberá someterse el imputado y la duración de la medida, cuyo plazo no podrá ser inferior a un año ni superior a cinco. Durante dicho período no se reanudará el curso de la prescripción de la acción penal. Asimismo, durante el término por el que se prolongare la suspensión condicional del procedimiento se suspenderá el plazo previsto en el artículo 247.

La resolución que se pronunciare acerca de la suspensión condicional del procedimiento será apelable por el imputado, por la víctima, por el ministerio público y por el querellante.

Artículo 238 ter. Audiencias de seguimiento de suspensión condicional para el tratamiento de drogas y/o alcohol. Para el cumplimiento de los objetivos del proceso de rehabilitación se realizarán audiencias de seguimiento de la suspensión condicional con el fin de potenciar medidas terapéuticas que fomenten los factores protectores y disminuyan los factores de riesgo frente al consumo de drogas y/o alcohol. El juez determinará la periodicidad de estas audiencias. 

El tribunal a solicitud de alguno de los intervinientes podrá modificar las condiciones de la suspensión condicional del procedimiento cuando aquellas tengan objetivos terapéuticos tomando en consideración la voluntad del imputado. 

Artículo 238 quáter. Audiencias de egreso de suspensión condicional para el tratamiento de drogas y/o alcohol. Después de cumplir el período decretado de la suspensión condicional para el tratamiento de drogas y/o alcohol, o habiendo finalizado el tratamiento y la fase de seguimiento, se realizará la respectiva audiencia de egreso de la suspensión condicional del procedimiento donde se revisarán los avances obtenidos y el caso será sobreseído de manera definitiva.”.”.

El Ministro de Justicia, señor Luis Cordero, reiteró lo expresado por el Ejecutivo en la sesión anterior en el sentido de incorporar el reconocimiento de la suspensión condicional para el tratamiento de drogas y alcohol como una forma de regular lo que ha venido siendo la práctica institucional, esto es, normalizar lo que comenzó como un mecanismo piloto en distintos lugares del país. Destacó que lo que pretende esta indicación incorporando los artículos 238 bis y 238 ter, es regular legalmente estas prácticas, permitiendo, entre otras cosas, las audiencias de seguimiento y las audiencias de egreso. En su opinión el modelo implementado en la práctica ha tenido exitosos resultados y su reconocimiento legal pareciera ser indispensable.

El representante del Ministerio Público, señor Ignacio Castillo, profundizando sobre este tema, hizo presente que el Fiscal Nacional, cuando expuso sobre este proyecto de ley, explicó su visión favorable respecto a los tribunales de tratamiento de drogas y, por lo tanto, la opinión favorable de la institución respecto de esta forma de salida alternativa.
No obstante, hizo constar la preocupación institucional en relación con aquella expresión en que se refiere a “intervinientes de carácter especializado” que, en términos prácticos, requiere de mayores recursos.

Asimismo, se refirió a algunas cuestiones menores de redacción: por un lado, en el artículo 238 bis, uno debería poner el énfasis en que la persona acepta la condición de someterse a un tratamiento de consumo “problemático” de drogas y alcohol, que es la terminología usada en el ámbito de la justicia terapéutica en este tipo de circunstancias.
Por otro lado, en el literal C también sugirió referirse a la dependencia o consumo “problemático”, así como no referise en términos individuales a “un profesional designado”, si no que dejar la posibilidad de designar a “profesionales designados”, porque normalmente es una dupla psico-social la que hoy hace el tamizaje en este tipo de situaciones.
Además, en el inciso que dice relación con la presencia del defensor del imputado, estim+o que podría prescindirse de este precepto porque las normas sobre la suspensión condicional exigen la presencia del imputado o su defensor.
Por último, indicó que en el caso del artículo 238 ter, sería oportuno, como lo dispone el actual protocolo que utilizan los tribunales de tratamiento de droga, establecer que el seguimiento debiera ser con audiencias de a lo menos una vez al mes.

El Honorable Senador señor Kusanovic consideró que, como requisito para decretar la suspensión condicional del procedimiento, debería establecerse que la pena que pudiere imponerse al imputado, en el evento de dictarse sentencia condenatoria, no excediere de dos o tres años de privación de libertad.

El abogado del Ministerio de Justicia, señor Araya, abogó por mantener la proposición de la indicación, es decir, cinco años. Al respecto, aludió a razones expresadas por esa Secretaría de Estado y por el Ministerio Público.

Luego de un breve intercambio de opiniones entre los miembros de la Comisión y los representantes del Ejecutivo y del Ministerio Público, se acordó aprobar esta indicación, pero introduciéndole algunas enmiendas para mejorar la proposición.
Al considerar esta indicación, la Comisión tuvo presente el debate habido en torno a las indicaciones números 72 y 84. Por las consideraciones expuestas en esas oportunidades, la Comisión aprobó esta indicación 85, con modificaciones.

- Puesta en votación la indicación número 85, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Aprobada, con modificaciones. Unanimidad, 5x0). 
Artículo 237 bis propuesto

Inciso primero

La indicación N° 86.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, es para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 237 bis. Suspensión condicional del procedimiento, para el tratamiento de drogas, alcohol, trastornos conductuales u otros. El juez se pronunciará de inmediato sobre la petición fundada del Fiscal de ampliar el plazo de detención hasta por 5 días, si de las circunstancias tenidas a la vista, éste considerare imprescindible la elaboración de un informe técnico, que determinare la existencia de adicciones, que sustentare la procedencia de la suspensión condicional del procedimiento para el establecimiento de un tratamiento de drogas, alcohol, trastornos conductuales u otros, siempre que la pena que pudiere imponerse al imputado no excediere de 3 años. La petición del Ministerio Público deberá ser formulada y resuelta de conformidad con lo prevenido en el artículo 9º del Código Procesal Penal.”.
El Honorable Senador señor Kast señaló que en este caso se establece un procedimiento para que se puedan acoger a la suspensión condicional del procedimiento aquellos imputados que se sometan voluntariamente a un tratamiento de desintoxicación de drogas o alcohol. Asimismo, dijo, se reglamenta la posibilidad de que el fiscal pueda solicitar la elaboración de un informe técnico previo, que determine la existencia de adicciones a las drogas, alcohol o trastornos conductuales del detenido. Finalmente, aquellos que no cumplan con el tratamiento, se les aplicará una medida cautelar más gravosa.
Inciso final

La indicación N° 87.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, es para sustituir la frase “se continuará con el procedimiento de acuerdo a la reglas generales”, por la siguiente: “se impondrá una medida cautelar más gravosa, durante el procedimiento respectivo”.


El señor Ministro de Justicia sostuvo que, en su opinión, dado que se aprobó la indicación 85, las indicaciones números 86 y 87 no son compatibles con ella.

- Puestas en votación las indicaciones números 86 y 87, fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Rechazadas. Unanimidad, 0x5). 

Número nuevo

La indicación N° 88.- del Honorable Senador señor Coloma, es para consultar el siguiente número nuevo:

“…) Modifícase el artículo 238 de la siguiente manera:

a) Intercálase, en el inciso primero, la siguiente letra h), nueva, pasando la actual letra h) a ser letra i):

“h) Cualquiera de las medidas contempladas en el artículo 155, que sean procedentes, y”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:

“Sin perjuicio de lo anterior, la víctima, su defensor o querellante, si asistieren a la audiencia en que se ventile la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, podrán sugerir cualquiera de las condiciones señaladas, las que podrán ser incluidas en el acuerdo, siempre que el juez las declare como plausibles en consideración de las circunstancias del caso concreto.”.”.

- Puesta en votación la indicación número 88, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Rechazada. Unanimidad, 0x5). 

Número nuevo

La indicación N° 89.- de S.E. el Presidente de la República es para incorporar el siguiente número, nuevo, consultado como número 6):

“6) Incorpóranse, en el artículo 239, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 

“Respecto de la suspensión condicional del procedimiento para el tratamiento de drogas y/o alcohol se entenderá, como incumplimiento de las condiciones la no adherencia al tratamiento y el incumplimiento grave y reiterado a las actividades determinantes para su rehabilitación.

La resolución dictada de conformidad a este artículo será apelable.”.”.
El señor Ministro de Justicia expresó que esta indicación surge como consecuencia de haberse aprobado las normas sobre la suspensión condicional para el tratamiento de droga y alcohol y supone que su incumplimiento, la no adherencia al tratamiento, da lugar a la revocación de la suspensión condicional.
La Secretaría hizo presente la necesidad de aclarar si el objetivo de la indicación es dejar vigente el actual inciso segundo o reemplazarlo, ya que de ser esta última la finalidad perseguida, se requiere un cambio en el encabezado de la indicación.
- Puesta en votación la indicación número 89, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Aprobada, con modificaciones. Unanimidad, 5x0). 

Número nuevo

La indicación N° 90.- de los Honorables Senadores señora Ebensperger y señores Sandoval y Sanhueza, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Agrégase, en el artículo 266, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin embargo, el juez de garantía podrá autorizar la comparecencia por medios tecnológicos de cualquiera de los intervinientes, por motivos calificados o de seguridad. La petición deberá formularse hasta tres días antes de la fecha fijada para la audiencia.”.”.

El señor Ministro de Justicia connotó que el propósito de esta indicación se superpone con aquella regulación que se encuentra actualmente vigente en el artículo 107bis del Código Orgánico de Tribunales, que fue incorporado expresamente por el Congreso Nacional precisamente para este tipo de situaciones. A su juicio, la lectura detenida del artículo 107 bis da cuenta de una mayor protección de la que se busca en la redacción del texto, de modo tal que, de aprobarse esta norma, los efectos que tendría sobre el artículo 107bis es que se podría interpretar que hay una derogación tácita del mismo.

El Honorable Senador señor Flores concordó con el Secretario de Estado y manifestó su preocupación por generar una condición de riesgo de que el 107 bis se declare derogado. Este último precepto, añadió, considera una serie de materias que no están contenidas claramente en la indicación. Además, dijo, regula más claramente tribunales competentes y demás aspectos pertinentes en forma más completa y amplia de lo que sugiere la indicación.

El representante del Ministerio Público aseveró que al Ministerio Público le preocupa la excesiva dilación que pudiera darse en los procedimientos. Estimó que tres días antes para los efectos de que el tribunal pueda pronunciarse, podría significar que aquella audiencia se deje sin efecto para discutir la comparecencia telemática, un nuevo aplazamiento de la audiencia y, en definitiva, una mayor dilatación de los procedimientos.

El Honorable Senador señor Ossandón consultó, concretamente, cuál plazo se estima razonable para resolver el asunto en debate.
El señor Castillo advirtió que el problema que podría generarse dice relación con la bilateralidad de las solicitudes y la posibilidad de que las partes puedan generar incidentes. En estas circunstancias, consideró que el plazo debiera ser de a lo menos 5 o 7 días antes de la audiencia.

El Honorable Senador señor Kast puso de relieve que lo que más importa en este asunto es evitar la revictimización de las personas que sufrieron el delito.

Sobre este particular, el señor Ministro de Justicia precisó que, al efecto debe distinguirse entre la declaración y la comparecencia. Esta distinción, acotó, es muy relevante para hacer la evaluación del mencionado artículo 107 bis.
En este momento, el Presidente de la Comisión sugirió dejar pendiente hasta la próxima sesión la adopción de un acuerdo sobre esta materia. Así se acordó.
En la siguiente sesión el Honorable Senador señor Kast presentó una propuesta alternativa de redacción para la indicación Nº 90, quedando ésta del siguiente tenor:

“…) Agrégase, en el artículo 266, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin embargo, el juez de garantía deberá autorizar la comparecencia por medios tecnológicos de las víctimas, por motivos calificados o de seguridad. La petición deberá formularse hasta siete días antes de la fecha fijada para la audiencia.”.”.

- Puesta en votación la indicación Nº 90, con la modificación propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), Flores, Kusanovic y Ossandón. (Aprobada, con modificaciones. Unanimidad, 4x0). 

Número nuevo

La indicación N° 91.- de los Honorables Senadores señora Ebensperger y señores Sandoval y Sanhueza, agrega el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase, en el artículo 271, los incisos segundo y tercero por los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:

“El juez resolverá de inmediato las excepciones de incompetencia, litis pendencia, cosa juzgada y falta de autorización para proceder criminalmente, si hubieren sido deducidas.

Si el imputado dedujere la excepción de extinción de la responsabilidad penal, deberá acompañar todos los antecedentes que la justifiquen. En dicho caso, el juez podrá decretar el sobreseimiento definitivo siempre que el fundamento de la decisión se encontrare en dichos antecedentes o estuviere suficientemente justificado en la investigación. En caso contrario, el juez podrá suspender la audiencia por un plazo de hasta tres días para comunicar su decisión.

Las resoluciones que se pronuncien sobre estas excepciones serán susceptibles de recurso de apelación.”.”.
El Honorable Senador señor Kast hizo notar que la indicación agrega algunas excepciones, las que deberían ser resueltas de inmediato por el juez. Adicionalmente, establece que la extinción de responsabilidad penal debe ser acompañada por los antecedentes que lo justifiquen y, en caso de que no se decrete el sobreseimiento definitivo, se podrá suspender la audiencia por un plazo de 3 días. 

Finalmente, puso de relieve que las resoluciones sobre las excepciones podrán ser apelables, a diferencia de lo que ocurre actualmente, en que no se pueden apelar las excepciones de cosa juzgada y extinción de responsabilidad penal.

El señor Araya, abogado del Ministerio de Justicia, afirmó que, en opinión del Ejecutivo, esta indicación no debiese ser aprobada por dos razones. La primera es que, en la regulación de las excepciones de previo y especial pronunciamiento, como la de incompetencia, especialmente en el caso de la audiencia de preparación de juicio oral, es muy relevante toda vez que mediante ella se hace efectiva la garantía del tribunal que debe conocer el hecho; y esta es la última instancia en que aquello se puede ejercer, de manera que el derecho a apelar debe estar considerado. Agregó que la falta de autorización para proceder criminalmente es un requisito de procesabilidad, es decir, si no se ejerce esta excepción, podría entonces condenarse a un juez sin haber hecho la querella de capítulos previa, o a un Senador de la República, si no se hace previamente el procedimiento de desafuero. Y no habría posibilidad alguna de apelar.
Agregó que, en el inciso siguiente, a propósito del sobreseimiento, habría una sobre regulación innecesaria, porque impone al juez considerar todos los antecedentes y, si los estima insuficientes, le da un nuevo plazo, en circunstancias que la regla general es que, si los antecedentes son insuficientes, debe rechazarse derechamente el sobreseimiento, no dar un plazo distinto para volver a discutir lo que ya se le expuso.
Por lo anterior, en su criterio, la regulación que hoy día se propone modifica de manera importante las posibilidades de apelación en casos que son absolutamente relevantes, y genera una audiencia de sobreseimiento anómala, no considerada inicialmente.
El abogado del Ministerio Público, señor Castillo, estimó importante destacar que respecto de esta situación no hay antecedentes que den cuenta de que ella sea un problema del proceso penal. No hay ningún estudio ni evaluación que se haya hecho del sistema procesal penal que haya destacado esto como un problema. 
Desde otro punto de vista, recalcó que ha sido muy bien valorado del proceso penal la no excesiva recursividad del mismo. En cambio, advirtió, lo que plantea la indicación es generar dos hipótesis más de recursos que, seguramente, van a dilatar el proceso por la vía de incentivar la utilización de la vía recursiva.
- Puesta en votación la indicación número 91, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Rechazada. Unanimidad, 0x5). 

Número nuevo

La indicación N° 92.- de S.E. el Presidente de la República, incorpora el siguiente número, nuevo, consultado como número 7):

“7) Introdúcense, en el artículo 275, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“El juez de garantía, luego de examinar las pruebas ofrecidas y escuchar a los intervinientes que hubieren comparecido a la audiencia, podrá proponer a los intervinientes convenciones probatorias sobre los hechos que, de acuerdo con lo alegado en la audiencia, no fueran objeto de controversia, pudiendo éstos aceptarlas o desestimarlas. En caso de ser aceptadas deberá dejarse constancia de ellas en el auto de apertura.

El tribunal de juicio oral en lo penal podrá considerar por concurrente la atenuante prevista en el artículo 11, N° 9, del Código Penal, si los hechos que fueron objeto de alguna convención probatoria hubiesen sido considerados al momento de formar la convicción del tribunal al dictar una sentencia condenatoria.”.”.

El Ministro señor Cordero señaló que esta indicación surge de una necesidad que actualmente existe en el contexto de la tramitación para la realización de juicios orales, y tiene como propósito entregar una atribución al juez de garantía con la finalidad de promover acuerdos probatorios sobre aquellos asuntos que no van a ser objeto de debate durante el juicio. Aseguró que con esta atribución se podrían obtener importantes beneficios de tiempo y se agilizarían los juicios orales.
Consultado por la Honrable Senadora señora Vodanovic si no sería más útil establecer este instrumento no como facultad sino que como un deber del juez, se explicó por los representantes del Ministerio que la razón de no usar el imperativo “deberá” es que si bien en algunos juicios la regla es relevante, en los juicios de simple trámite -que son muy numerosos- la regla “deberá” es innecesaria. En cambio, se agregó, es importante que en aquellos casos complejos y extensos, donde existe mucha evidencia, el juez pueda proponer lo que se sugiere en la indicación.
El Honorable Senador señor Kast resaltó que esta proposición pretende que se le otorgue al imputado la atenuante de “colaboración sustancial al esclarecimiento de los hechos”, en el caso de que aquellas pruebas, elementos o hechos que al principio del juicio hayan sido aceptadas sin ningún reparo, simultáneamente también hayan sido consideradas o hayan servido para formar la convicción del tribunal en la dictación de la sentencia condenatoria.
- Puesta en votación la indicación número 92, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Aprobada. Unanimidad, 5x0). 

Número nuevo

La indicación N° 93.- de los Honorables Senadores señora Ebensperger y señores Sandoval y Sanhueza, agrega el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase el inciso segundo del artículo 277 por el siguiente:

“El auto de apertura del juicio oral será susceptible de recurso de apelación. Este recurso será concedido en ambos efectos.”.”.

El señor Castillo afirmó que esta indicación daría lugar a inconvenientes efectos dilatorios y a una sobre utilización del recurso de apelación.

El Ministro señor Cordero coincidió con el aserto anterior. Adicionalmente, aclaró que las diversas enmiendas que se han aprobado en esta discusión tienden a agilizar los juicios orales; en cambio, esta indicación va en sentido contrario.

- Puesta en votación la indicación número 93, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Rechazada. Unanimidad, 0x5).

Número nuevo

La indicación N° 94.- de los Honorables Senadores señora Ebensperger y señores Sandoval y Sanhueza, consulta el siguiente número, nuevo:

“…) Agrégase, en el artículo 285, el siguiente inciso final, nuevo:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, y en el evento que la duración del juicio exceda de cinco días, el acusado podrá pedir no estar presente en la audiencia, bajo su responsabilidad. La ausencia del imputado en este caso no podrá ser motivo de nulidad del juicio.”.”.
El Ministro señor Cordero calificó de innecesaria esta indicación. Fundó esta afirmación en la opinión de la Corte Suprema sobre la aplicación del artículo 285. Además, en que está permitido al imputado no asistir a todas las audiencias, con excepción de aquellas en las que se presenten prueba en su contra, en el entendido que esto es una garantía que está consagrada en su favor.
Para el caso que se apruebe la indicación, manifestó que la regla debería incorporar la autorización del juez para la solicitud de ausentarse y, además, en todo caso, en opinión del Ejecutivo, el plazo de 5 días se estima demasiado breve.
- Puesta en votación la indicación número 94, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Rechazada. Unanimidad, 0x5). 

Número nuevo

La indicación Nº 95.- de los Honorables Senadores señora Ebensperger y señores Sandoval y Sanhueza, consulta el siguiente número, nuevo:

“…) Agrégase, en el artículo 291, el siguiente inciso final, nuevo:

“Sin embargo, el tribunal podrá autorizar la comparecencia por medios tecnológicos de cualquiera de los intervinientes, testigos o peritos, por motivos calificados o de seguridad. La petición deberá formularse hasta tres días antes de la fecha fijada para la audiencia o día eventual en que deban declarar éstos últimos.”.”.

El Honorable Senador señor Kast explicó, en un primer momento, que esta indicación tiene como objetivo brindar protección a los intervinientes, testigos o peritos, por razones de seguridad, dado que en los últimos años han recibido amenazas por parte de organizaciones dedicadas al crimen organizado. Además, va en la línea de adaptación tecnológica.

Sin embargo, más adelante presentó una propuesta alternativa de redacción para la indicación Nº 95, quedando ésta del siguiente tenor:

“…) Agrégase, en el artículo 291, el siguiente inciso final, nuevo:

“Sin embargo, el tribunal deberá autorizar la comparecencia por medios tecnológicos de las víctimas, por motivos calificados o de seguridad. La petición deberá formularse hasta siete días antes de la fecha fijada para la audiencia o día eventual en que deban declarar éstos últimos.”.”.

- Puesta en votación la indicación Nº 95, con la modificación propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), Flores, Kusanovic y Ossandón. (Aprobada, con modificaciones. Unanimidad, 4x0). 

Número nuevo

La indicación Nº 96.- de S.E. el Presidente de la República, incorpora el siguiente número, nuevo, consultado como número 8):

“8) Incorpórase el siguiente artículo 330 bis, nuevo:

“Artículo 330 bis. Testigo hostil. Las partes que hubieren presentado a un testigo o perito podrán ser autorizadas por el tribunal a formular preguntas sugestivas o indicativas, cuando al declarar mantenga una actitud evidentemente reticente para responder las preguntas que se le formulan.”.”.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos fundó esta proposición afirmando que se trata de una regla necesaria, teniendo en cuenta la experiencia del nuevo sistema de enjuiciamiento criminal, que incorpora la posibilidad de que la parte que presenta al testigo pueda utilizar técnicas de contrainterrogación para hacer preguntas inductivas o cerradas cuando el testigo se niega a contestar o colaborar con su testimonio.
- Puesta en votación la indicación número 96, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Kast (Presidente), Flores, Kusanovic y Ossandón. (Aprobada. Unanimidad, 4x0). 

Número nuevo

La indicación Nº 97.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, consulta el siguiente número, nuevo:

“…) Suprímese, en la letra d) del artículo 331, la expresión “, prestadas ante el juez de garantía”.”.

El Honorable Senador señor Kast explicó que esta indicación persigue dar valor probatorio a la investigación realizada por la policía, en caso de coimputados rebeldes y para apoyo de memoria en los interrogatorios y contrainterrogatorios.

De este modo, añadió, se hace innecesario repetir las interrogaciones y diligencias policiales en el Ministerio Público, consiguiéndose no sólo un importante ahorro de recursos fiscales al evitar la duplicación de investigaciones, sino también una revalorización de las investigaciones policiales, a quienes se les puede hacer de este modo responsables de su éxito o fracaso probatorio.
En cambio, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos opinó que esta indicación debería ser rechazada por una consideración de orden técnico: la razón de prohibición de reproducción de declaraciones del imputado dice relación con su derecho a guardar silencio, que constituye una garantía constitucional, que se ejerce ante el tribunal.
- Puesta en votación la indicación número 97, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión presentes. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kast (Presidente), Kusanovic y Ossandón. Votó en contra el Honorable Senador señor Flores. (Aprobada. Mayoría, 3x1).

Número nuevo

La indicación Nº 98.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, consulta el siguiente número, nuevo:

“…) Intercálase, en el inciso primero del artículo 332, entre las palabras “ante” y “el fiscal”, la expresión “las policías,”.”.
La indicación Nº 98 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación Nº 99.- de S.E. el Presidente de la República, incorpora el siguiente número, nuevo, consultado como número 9):

“9) Incorpórase, en el artículo 333, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Con todo, si no hubiere controversia sobre el origen y veracidad del documento que se quiere incorporar como evidencia, será suficiente para este propósito la individualización de dicho documento, debiéndose entregar copia del mismo al tribunal.”.”.

El Ministro de Justicia y Derechos Humanos manifestó que esta indicación, aparentemente simple, es muy relevante porque resuelve un problema delicado que se presenta actualmente en los juicios orales para efectos de incorporar documentos. Precisó que si no hay controversia sobre su origen y veracidad, simplemente se requiere su individualización. En la práctica, agregó, la norma vigente da lugar a extensas jornadas de lectura de documentos, lo que afecta severamente la agilidad del proceso.
El Honorable Senador señor Kast manifestó que, en otras palabras, mediante esta indicación se podrá omitir la reproducción de grabaciones o lectura de algunas pruebas si es que no hay dudas sobre el origen y veracidad de la evidencia. Es decir, acotó, apunta a simplificar los juicios.

- Puesta en votación la indicación número 99, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), señora Vodanovic y señores Flores, Kusanovic y Ossandón. (Aprobada. Unanimidad, 5x0). 

Número nuevo

La indicación Nº 100.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, consulta el siguiente número, nuevo:

“…) Sustitúyese el inciso primero del artículo 385 por el siguiente:

“Artículo 385.- La Corte podrá invalidar sólo la sentencia y dictar, sin nueva audiencia pero separadamente, sentencia de reemplazo que se conformare a la ley, si la casual acogida fuera la de la letra b) del artículo 373 y ello no suponga alterar los hechos y circunstancias que se dieren por probados”.”.

El Honorable Senador señor Kast aseveró que esta modificación habilita a la Fiscalía (y también a la defensa) para recurrir de nulidad en casos en que no se discuten los hechos que se dan por probados por el tribunal oral que conoce de ellos por el principio de inmediación, sino únicamente su calificación jurídica y la determinación de la pena que corresponda por ley, casos en que hoy en día los fiscales suelen no recurrir, para no sufrir el desgaste de un nuevo juicio, situación que favorece la aplicación desigual de la ley y estimula las negociaciones a la baja por parte del Ministerio Público.

El abogado del Ministerio Público, señor Ignacio Castillo, afirmó que, en relación con esta indicación, lo importante es tener claro que hoy día nuestro sistema procesal penal tiene una regla de reformatio in peius bastante estricta, lo que se traduce en que cualquier hipótesis de nulidad que implique un aumento de pena, incluso en aquellos casos donde el problema es únicamente de sustitución, se debe realizar un nuevo juicio. Consideró que la indicación, en cuanto rebaja, por así decirlo, la reformatio in peius a un estándar que todavía se observa en el derecho comparado, es un avance.

Añadió que si la Corte, respetando los hechos que el tribunal dio por probado, entiende que la calificación correcta de esos hechos es distinta y, por tanto, eventualmente puede agravar la pena, hacer obligatoriamente un nuevo juicio implica la posibilidad de que esa decisión de la Corte, que, incluso, podría ser de la Corte Suprema, pueda no ser, por así decirlo, vinculante con el tribunal oral en lo penal que vea este segundo juicio.
Para concluir, reiteró que esta disminución en la reformatio in peius no es extraña a lo que sucede en otras partes del mundo.
El abogado del Ministerio de Justicia, señor Mario Araya, a diferencia de lo que planteó el señor Castillo, sostuvo que el problema está en el modelo recursivo que adoptó el sistema procesal penal chileno. Admitió que en otros lugares del mundo es posible y, de hecho, el antiguo procedimiento penal chileno permitía que las penas puedan ser subidas en instancias superiores. Pero ello es posible, aclaró, porque en esos casos se permite revisar los hechos. Sin embargo, resaltó que lo que no puede hacer un tribunal superior de justicia es revisar los hechos.

Por otro lado, explicó que el sistema recursivo estricto que tiene nuestro sistema procesal penal descansa en la posibilidad del error, y entrega, precisamente a un tribunal colegiado, valorar el monto de la pena y el quantum. Por eso, resaltó, cuando hay penas que son inferiores, no existe un derecho al recurso.
Continuó señalando que distinto es el caso del error. Lo que ocurre aquí, enfatizó, es que frente a una sentencia en un caso en el cual el Ministerio Público pedía 5 años y un día, y se concede una pena de 5 años (independiente de la forma de cumplimiento) va a ser posible recurrir por errónea aplicación del derecho, solicitando la pena superior. 
Luego insistió en que los hechos no pueden ser discutidos en un recurso basado en la errónea aplicación del derecho; y si en éste se cuestiona la naturaleza y entidad de los hechos, aunque sea en algo mínimo, debe ser declarado inadmisible por la Corte. En cambio, reiteró, lo que hace esta indicación es precisamente permitir apelaciones por ambos lados. Sostuvo que la indicación no resuelve el problema y el artículo vigente, en cambio, sí lo resuelve porque es un artículo de aplicación restringida. Por ello, estimó que la indicación no debiese aprobarse.
- Puesta en votación la indicación número 100, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kast (Presidente), Kusanovic y Ossandón. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Vodanovic y señor Flores. (Aprobada. Mayoría, 3x2).

Número nuevo

La indicación Nº 101.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, es para consultar el siguiente número, nuevo:

“…) Reemplázase el artículo 387 por el siguiente:

“Artículo 387.- Recurso de certeza. Contra la sentencia de nulidad dictada por las Cortes de Apelaciones siempre procederá un recurso de certeza para ante la Corte Suprema, cuando en su sustanciación y fallo se hubiese incurrido en alguna de las infracciones señaladas en los artículos 373 y 374 de este Código. Este recurso se tramitará del mismo modo que el previsto para el caso de la letra a) del artículo 373.

El recurso de certeza procederá también respecto de la sentencia que se dictare como consecuencia de haberse acogido el recurso de nulidad.

Al fallar este recurso, la Corte Suprema podrá también dictar sentencia de remplazo, siempre que en ella no se alteren los hechos y circunstancias que se dieron por probados en el tribunal que conoció de la causa en primera instancia.”.”.

El Honorable Senador señor Kast expresó que esta disposición pretende restablecer el imperio de la Corte Suprema en la interpretación de la ley penal, sin alterar el principio de inmediación, procurando así conseguir una aplicación igualitaria y uniforme del Derecho. Al mismo tiempo, ello evita que los perjudicados con sentencias erróneas de Cortes de Apelaciones se vean en la necesidad de recurrir por las vías extraordinarias de amparo y queja, como ocurre cada vez con mayor frecuencia.
El Ministro señor Cordero se manifestó en contra de esta indicación por cuanto ella desnaturaliza el sistema recursivo del proceso penal chileno en vigencia.

Los propósitos perseguidos, continuó expresando, más que consagrar un recurso de certeza alteran las reglas de un mecanismo adversarial. Hizo presente, además, que por alterar la competencia de la Corte Suprema y por la entidad de la enmienda, si fuese aprobada, debería ser oída la referida Corte.
Por su parte, el abogado señor Castillo opinó que la aprobación de la indicación inmediatamente anterior vuelve innecesario este recurso.

Finalmente, la indicación Nº 101 fue retirada por sus autores.
Número nuevo

La indicación Nº 102.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, consulta el siguiente número, nuevo:

“…) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 388, la frase “el ministerio público requiriere la imposición de” por “la ley establezca”.”.

El Honorable Senador señor Kast hizo notar que esta es una de las sugerencias del Anteproyecto de Reforma del Código Procesal Penal de 2011, indispensable para no incentivar las negociaciones “a la baja” a que se ven enfrentados los fiscales. Citando lo que se señala en el mencionado Anteproyecto, agregó que esta propuesta se puede fundamentar, además, en el siguiente fundamento del referido Anteproyecto: 

“En la actualidad el procedimiento se aplica conforme a la pena que requiere el ministerio público y no a la pena que establece la ley. Es más, no se requiere justificación alguna para este requerimiento. La ley puede imponer al delito penas de presidio menor en su grado máximo o presidio mayor en su grado mínimo o medio y el fiscal, por sí y ante sí, la puede rebajar a presidio menor en su grado mínimo. No se justifica la existencia de atenuantes y simplemente se rebaja la pena. Este procedimiento se está empleando mediante acuerdo entre el fiscal y el defensor, con lo cual se evita el juicio penal oral. Hay menos trabajo, el caso está terminado y se benefician tanto el fiscal como el defensor.”.
- Puesta en votación la indicación número 102, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kast (Presidente), Flores, Kusanovic y Ossandón. Votó en contra la Honorable Senadora señora Vodanovic. (Aprobada. Mayoría, 4x1).

Número 5)

Sustituye los incisos primero y segundo del artículo 406 por los siguientes: 

“Artículo 406. Presupuestos del procedimiento abreviado. Se aplicará el procedimiento abreviado para conocer y fallar, los hechos respecto de los cuales el fiscal requiriere la imposición de una pena privativa de libertad no superior a diez años de presidio o reclusión menores en su grado máximo o bien cualesquiera otras penas de distinta naturaleza, cualquiera fuere su entidad o monto, ya fueren ellas únicas, conjuntas o alternativas.

Para ello, será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos materia de la acusación y de los antecedentes de la investigación que la fundaren, los acepte expresamente, reconozca su responsabilidad y manifieste su conformidad con la aplicación de este procedimiento.”
La indicación Nº 103.- de S.E. el Presidente de la República, lo reemplaza por el siguiente, consultado como número 10):

“10) Modifícase el artículo 406 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “cinco años de presidio o reclusión menores en su grado máximo; no superior a diez años de presidio o reclusión mayores en su grado mínimo, tratándose de los ilícitos comprendidos en los párrafos 1 a 4 bis del título IX del Libro Segundo del Código Penal y en el artículo 456 bis A del mismo Código, con excepción de las figuras sancionadas en los artículos 448, inciso primero, y 448 quinquies de ese cuerpo legal”, por la siguiente: “diez años de presidio mayor en su grado mínimo”.

b) Suprímese el inciso segundo.”.

El Honorable Senador señor Kast advirtió que, si bien la indicación va en el sentido de la proposición original del proyecto, busca que se aplique el procedimiento abreviado a delitos con imposición de penas no superior a 10 años de presidio mayor en su grado mínimo, mientras que la proposición original plantea que sea por penas de entre 3 a 10 años.

Recordó que esta modificación había sido sugerida por el Anteproyecto de Modificaciones del Código Procesal Penal de 2011, con la siguiente fundamentación: 

“Es necesario ampliar el límite de la procedencia del procedimiento abreviado. En innumerables casos no hay controversia en la existencia del hecho punible, la participación del imputado, las circunstancias modificatorias y hasta la pena a imponer, con lo cual se evita el tiempo y el gasto que irroga el juicio penal oral, llegándose a un resultado similar.”.
El abogado del Ministerio de Justicia, señor Araya, hizo notar que la indicación presentada por el Ejecutivo recoge la solicitud hecha por el Fiscal Nacional a propósito de la regulación del juicio abreviado. Recordó que en su presentación el señor Fiscal solicitó que el nivel superior sobre el cual se pudieran resolver en juicio abreviado las causas penales aumentara a 10 años. Advirtió que esta norma ya existe cono regla especial a propósito de los delitos contra la propiedad.
Entonces, añadió, lo que hace la indicación del Ejecutivo es convertir dicha norma en una regla general para cualquier tipo de delito, permitiendo a los fiscales terminar las causas hasta por 10 años en un procedimiento de breve despacho, en vez de verse obligados a realizar el juicio y hacer comparecer a las víctimas.
Estimó particularmente importante la propuesta, porque existen muchos casos en los que existe reconocimiento por parte del imputado, está toda la evidencia, pero por el rango de pena que es superior a cinco años, está obligada la víctima a comparecer de todas maneras. En el procedimiento abreviado, no es necesaria la comparecencia de la víctima pues solamente se da lectura a su relato en la audiencia.
El abogado del Ministerio Público, señor Castillo, coincidió con el representante del Ministerio de Justicia. Dijo que esta es una indicación de la mayor relevancia para el Ministerio Público, porque tiene que ver con una cuestión que es de suyo práctico, y consiste en que en no pocas oportunidades no hay discusión por parte de las partes respecto de los hechos, no hay un debate respecto de lo que se debe probar en el juicio, por lo que éste se vuelve, básicamente, una instancia de cumplimiento de diversas obligaciones, lo que podría verse simplificado a través del procedimiento abreviado.
Destacó que en un contexto donde se busca que se investigue de manera más rápida y se logren condenas más rápidas, por ejemplo, en delitos vinculados por delitos de alta complejidad o crimen organizados, esta indicación en análisis es particularmente relevante.
- Puesta en votación la indicación número 103, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), Flores, Kusanovic, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0). 

Inciso segundo propuesto

La indicación Nº 104.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, suprime la sustitución al inciso segundo del artículo 406.
El Honorable Senador señor Kast hizo presente que esta indicación pretende eliminar una de las medidas fundamentales para reducir los incentivos de negociación de penas “a la baja”, pues en el actual procedimiento abreviado el imputado puede aceptar los hechos y discutir su responsabilidad penal, obteniendo incluso sentencias absolutorias o penas inferiores a las solicitadas por el fiscal. Por lo tanto, para evitar este riesgo, los fiscales deben acceder a negociaciones que en otras condiciones no accederían.

Recordó que esta indicación pretende solucionar el problema destacado por la Comisión de Expertos de la Reforma del año 2003, en el sentido de que los jueces de garantía tenderían a considerar insuficiente la aceptación de los hechos por parte del imputado para condenar, a pesar de los antecedentes aportados por el fiscal.
Los representantes del Ministerio de Justicia y del Ministerio Público advirtieron, asimismo, que en coherencia con la aprobación de la indicación anterior, esta indicación número 104 debería ser rechazada.

- Puesta en votación la indicación número 104, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), Flores, Kusanovic, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Rechazada. Unanimidad, 0x5). 

Número nuevo

La indicación Nº 105.- de S.E. el Presidente de la República, agrega el siguiente número, nuevo, consultado como número 11):

“11) Sustitúyese el inciso quinto del artículo 407 por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, si el imputado acepta expresamente los hechos y los antecedentes de la investigación en que se fundare un procedimiento abreviado, el fiscal o el querellante, según sea el caso, podrá solicitar una pena inferior en uno o dos grados al mínimo de los señalados por la ley.”.”.

El representante del Ministerio de Justicia, señor Mario Araya, manifestó que, si bien esta indicación pareciera contradictoria con el proyecto a propósito de la determinación de pena, es, en lo esencial, una regla funcional a la persecución penal.
Recordó que ya se aprobó una regla que permite una especie de cooperación eficaz, aprobada como artículo 226 Y. Esta nueva indicación que ahora se debate sería una regla intermedia que permitiría a un imputado, por ejemplo, con acuerdo de la fiscalía entregar antecedentes que, aunque no cumplan todos los requisitos de la cooperación eficaz, podría ofrecerle una salida punitiva más beneficiosa a cambio de su declaración.

El Honorable Senador señor Saavedra hizo notar que la propuesta está planteada en términos facultativos y no obligatorios.
El representante del Ministerio Público, señor Castillo, valoró positivamente la indicación.
- Puesta en votación la indicación número 105, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kast (Presidente), Flores, Kusanovic y Ossandón. Votó en contra el Honorable Senador señor Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Mayoría, 4x1).

Número 6)

Agrega en el artículo 411, antes del punto aparte, la siguiente frase: “quien reconocerá los hechos de la acusación y su responsabilidad en los mismos”.
Las indicaciones Nº 106.- de S.E. el Presidente de la República, y Nº 107.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo suprimen.

Los miembros de la Comisión y los representantes del Ejecutivo coincidieron en que, en coherencia con acuerdos anteriores, esta supresión propuesta debía aprobarse.
- Puestas en votación las indicaciones números 106 y 107, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), Flores, Kusanovic, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Unanimidad, 5x0). 

Número 7)

Sustituye el artículo 412 por el siguiente:

“Artículo 412. Control judicial y fallo. Terminada la alocución del imputado, el juez dictará sentencia. Si es condenatoria, la pena que en ella se imponga no podrá ser superior ni más desfavorable que la solicitada por el fiscal o el querellante en su caso, pero tampoco inferior, salvo errónea calificación de los hechos aceptados por el imputado, caso en el cual el tribunal podrá abrir debate al respecto, siempre que ello incida sustancialmente en la pena a imponer.

Terminado el debate, el tribunal propondrá la calificación correcta de los hechos y el marco penal aplicable, ofreciendo a los intervinientes la posibilidad de arribar a un nuevo acuerdo, suspendiendo entre tanto la audiencia.

De no llegar los intervinientes a un acuerdo, se dará por terminada la audiencia y por no presentada la aceptación de hechos y el reconocimiento de responsabilidad. Lo dispuesto en los incisos anteriores será aplicable también, en su caso, a la errónea calificación de los hechos aceptados en el procedimiento simplificado.

La sentencia condenatoria no podrá emitirse exclusivamente sobre la base de la aceptación de los hechos por parte del imputado. Si el tribunal estima que los hechos aceptados no son constitutivos de delito, según el mérito de las actuaciones y diligencias de la investigación que fundamentan la acusación, se procederá de conformidad con lo dispuesto en la letra e) del artículo siguiente.

En ningún caso el procedimiento abreviado obstará a la concesión de alguna de las penas sustitutivas consideradas en la ley, cuando correspondiere.

La sentencia no se pronunciará sobre la demanda civil que hubiere sido interpuesta.”.
Las indicaciones Nº 108.- de S.E. el Presidente de la República, y Nº 109.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo suprimen.

El Honorable Senador señor Kast connotó que estas indicaciones 108 y 109 pretenden eliminar los cambios que el proyecto original introduce en el procedimiento abreviado. Recordó que la proposición original tiene el propósito de aclarar el sentido del procedimiento abreviado como una negociación en la cual, mientras el fiscal renuncia a la posibilidad de una pena más severa y el defensor a la de una absolución, se favorece la negociación en igualdad de condiciones.
El abogado del Ministerio de Justicia, señor Araya, señaló que la razón del Ejecutivo para solicitar que se rechace la nueva redacción del artículo 412 del Código Procesal Penal se funda en que genera una anomalía en el procedimiento al permitirle al tribunal que, una vez revisados los antecedentes, le proponga a las partes un nuevo acuerdo para volver a realizar la audiencia.
Aseguró que lo que corresponde en todo sistema adversarial es que, conociéndose los antecedentes, se lleva adelante la audiencia y el juez falle conforme a derecho; no se trata, enfatizó, de dar otras o nuevas oportunidades.
Conjeturó que en un procedimiento adversarial será el Ministerio Público el que pida las mayores penas, y la defensa la que pida la menor pena o recalificación. Si no fuera así, acotó, se podría dar el absurdo de que el juez inste a las partes a alcanzar un acuerdo. Pero en ese escenario, probablemente el fiscal va a tomar la opción del juicio oral. En otras palabras, añadió, se ofrece al juez una facultad de intervención en la decisión de persecución que disminuye la autonomía del Ministerio Público en el ejercicio de la acción.
- Puestas en votación las indicaciones números 108 y 109, fueron rechazadas por la mayoría de los integrantes de la Comisión. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Flores y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). Votaron en contra los Honorables Senadores señores Kast (Presidente), Kusanovic y Ossandón. (Rechazadas. Mayoría, 2x3).

Número 8)

En el artículo 413 letra e), agrega la siguiente frase, tras la expresión “o absolviere al acusado”: “La absolución sólo procederá en los casos en que el tribunal estime que los hechos reconocidos por el acusado no son constitutivos de delito, este se encuentra exento de responsabilidad penal, su responsabilidad penal se encuentra extinguida o en que el reconocimiento de su participación en ellos no configura una forma punible de intervención descrita en la ley, de conformidad con el mérito de las actuaciones y diligencias de la investigación que fundamentan la acusación. Previa a la decisión de absolución el tribunal deberá llamar a las partes a debatir sobre sus presupuestos.”
Las indicaciones Nº 110.- de S.E. el Presidente de la República, y Nº 111.- de los Honorables Senadores señores Insulza y De Urresti, lo suprimen.
- Puestas en votación las indicaciones números 110 y 111, fueron rechazadas por la mayoría de los integrantes de la Comisión. Votó favorablemente el Honorable Senador señor Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). Votaron en contra los Honorables Senadores señores Kast (Presidente), Flores, Kusanovic y Ossandón. (Rechazadas. Mayoría, 1x4).

ARTÍCULO NUEVO

La indicación Nº 112.- de los Honorables Senadores señores Kast y Ossandón, para consultar el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo....- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad:

1) Suprímese, en el inciso final del artículo 1, la expresión “y para la aplicación de la pena mixta del artículo 33”.

2) Sustitúyese el artículo 15 bis por el siguiente:

“Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:

a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años, y

b) Si se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 390 bis, 390 ter, 391, 395, 396, 397, 398 o 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar, y aquellos contemplados en los artículos 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 367, 367 ter, 367 quáter inciso segundo, y 411 ter del mismo Código.

En estos casos, deberán cumplirse, además, las condiciones indicadas en ambos numerales del inciso segundo del artículo anterior.”.

3) Suprímese el artículo 23 bis A.

4) Sustitúyese el epígrafe del Título V y el de su Párrafo 1º, por el siguiente: 

“Del cumplimiento de penas en el extranjero y de la expulsión de condenados extranjeros”

5) Suprímense los artículos 32 y 33, y el epígrafe del Párrafo 2º.

6) Sustitúyese el artículo 34 por el siguiente:

“Artículo 34.- Si el condenado fuese extranjero, el tribunal no impondrá ninguna pena sustitutiva de las previstas en esta ley y, en cambio, impondrá, además de la pena privativa o restrictiva de libertad que corresponda, la de expulsión, en los casos y términos establecidos en el Título VIII de la ley Nº 21.325.

La expulsión se ejecutará, sin solución de continuidad, una vez cumplida la pena privativa de libertad impuesta, salvo que, de conformidad con los tratados internacionales vigentes, el condenado extranjero solicite el cumplimiento de la pena en su país de origen y ello sea aceptado por el respectivo país. La solicitud del condenado será retransmitida por el tribunal al Servicio Nacional de Migraciones para su registro y tramitación ante las autoridades respectivas, el que comunicará la aceptación o rechazo del traslado por parte del país requerido y, asimismo, determinará la forma y oportunidad de ejecutarlo, dentro del plazo más breve posible. El Servicio no podrá denegar la expulsión, debiendo acatar la decisión judicial. En todo caso, deberá informar al tribunal de otras solicitudes que se le hubieren hecho con anterioridad respecto del mismo sujeto.

El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión no podrá regresar al territorio nacional en un plazo de diez años, contado desde la fecha de su ejecución o de su traslado al país donde deba cumplir la pena privativa o restrictiva de libertad impuesta.”.

7) Suprímese el inciso tercero del artículo 38.”.

Al momento de ponerse en discusión esta indicación, el abogado del Ministerio de Justicia, señor Mario Araya advirtió que, a juicio de esa Secretaría de Estado, esta indicación debiese ser declarada inadmisible. Sobre ese punto, arguyó que la inadmisibilidad la reclaman porque, en opinión de ellos, sus propósitos no se condicen los las ideas matrices de la iniciativa.

Esta tesis la sustentó, básicamente, en lo sostenido por el Tribunal Constitucional en su sentencia 11.820, del año 2021, a propósito de indicaciones hechas por el Ejecutivo cuando el Primer Mandatario era el señor Sebastián Piñera. Puso de relieve que en dicho fallo, desde los considerandos trigésimo primero hasta el trigésimo primero hasta el trigésimo sexto, ese Alto Tribunal estableció cómo debiese entenderse la idea matriz a propósito de los proyectos.
Al efecto, citó la parte final del considerando 31°, que reza: “La idea matriz o fundamental está constituida por la situación, materia o problemas específicos que el autor del proyecto de ley señale como existentes y a cuya atención, en todas sus implicancias, quiere acudir por la vía de su potestad normativa legal. La idea matriz es la representación intelectual del asunto que se quiere abordar, es el problema que se desea resolver. Los textos legislativos son los medios o instrumentos hipotéticos para lograr la satisfacción de ese objetivo” (STC Rol N°9 c.12, en el mismo sentido roles Nos 410 c.33, 786 c.17, 2935). A mayor abundamiento ha expresado que “En definitiva, las ideas matrices o fundamentales del proyecto son únicamente las comprendidas en el mensaje o moción pertinente y las indicaciones que tienen relación directa con las mismas son las que guardan con las primeras no sólo una vinculación inmediata, sino que, además, sustantiva” (STC Rol N° 786 c.17).

Además, recordó que el considerando trigésimo sexto del mismo fallo, señala que “las ideas matrices en la tramitación legislativa constituyen el marco que fija los deslindes del accionar de los colegisladores, y más importante aún, constituyen el límite infranqueable para los órganos constitucionalmente investidos de las competencias para elaborar las leyes, como manifestación de la voluntad soberana. Tanto Congreso Nacional como Presidente de la República se encuentran bajo el mandato constitucional de respetar los lineamientos de las ideas matrices”.
En esta línea, prosiguió argumentando, cabe afirmar que el proyecto de ley en análisis apunta a modificar los resultados actuales del sistema penal, sin reducir garantías procesales ni afectar los mecanismos de resocialización existentes. En cambio, resaltó, la ley 18.216 -que busca ser modificada mediante la indicación que se cuestiona de admisibilidad- se refiere a ejecución de penas, en circunstancias que las ideas matrices del proyecto se refieren al tema de la determinación de penas y no a la forma en que ellas deben cumplirse.

Por lo anterior, insistió en su solicitud de que esta indicación debiese ser declarada inadmisible.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Kast replicó que el artículo 69 de la Carta Fundamental consagra el derecho de los parlamentarios a plantear adiciones o correcciones a los proyectos de ley, en los trámites que corresponda, si bien dentro del límite de que ellas digan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto.
En cuanto a si la indicación número 112 respeta el referido límite, aseguró que la iniciativa en debate enfatiza en su exposición de motivos que su propósito central es poner término al fenómeno denominado “puerta giratoria”, que consiste en que un delincuente es aprehendido reiteradamente pero nunca es privado de libertad. Para alcanzar este propósito, agregó, el proyecto propone una reforma orgánica que favorece a los delincuentes primerizos, pero sanciona con mayor estrictez al reincidente. Con este objetivo, precisó, el proyecto sugiere enmendar “diversos cuerpos legales”. Opinó que, en consecuencia, la ley 18.216, que, precisamente, establece y regula modalidades de sanción a los delincuentes no puede considerarse ajena a las ideas matrices del proyecto.
Desde otra perspectiva, hizo notar que el propio Ejecutivo -que en este momento formula la cuestión de admisibilidad- planteó (y obtuvo con el voto favorable de la Comisión) diversas enmiendas que, ciertamente, parecen más lejanas a las ideas matrices del proyecto, tales como las referidas a convenciones probatorias, testigos hostiles o protección a fiscales, entre otras. No obstante, el Ejecutivo -respecto de estas últimas enmiendas- estimó que ellas no eran pasivas de este reparo de admisibilidad.
- Puesta en votación la admisibilidad de la indicación número 112, fue declarada admisible por la mayoría de los integrantes de la Comisión. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kast (Presidente), Flores, Kusanovic y Ossandón. Votó en contra el Honorable Senador señor Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Admisible. Mayoría, 4x1).

- Puesta en votación la indicación número 112, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Kast (Presidente), Flores, Kusanovic y Ossandón. Votó en contra el Honorable Senador señor Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Aprobada. Mayoría, 4x1).

Artículo transitorio nuevo

La indicación Nº 113.- de S.E. el Presidente de la República, es para incorporar el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Artículo transitorio.- El artículo primero de esta ley, que sustituye el Libro Primero del Código Penal, comenzará a regir una vez que se dicte una nueva ley que adecue las referencias al Libro Segundo del mismo cuerpo legal.”.
- Puesta en votación la indicación número 113, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Kast (Presidente), Flores, Kusanovic, Ossandón y Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Vodanovic). (Rechazada. Unanimidad, 0x5). 

- - - -

MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Seguridad Pública tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:
ARTÍCULO PRIMERO
- Reemplazarlo por uno del siguiente tenor:

“ARTÍCULO PRIMERO: Incorpórase al Código Penal un artículo 69 ter nuevo, del siguiente tenor:

“Art. 69 ter.- Si concurre una de las agravantes previstas en el artículo 12 numerales 14°, 15° y 16°, el Tribunal excluirá el grado mínimo si es compuesta o el mínimum si consta de un solo grado, salvo que reconozca la circunstancia prevista en el artículo 11 N° 9, en cuyo caso podrá recorrer la pena en toda su extensión.

A partir de la segunda condena en la que se reconozca al autor alguna de las agravantes previstas en el artículo 12 numerales 14°, 15° y 16 °, la pena se aumentará en un grado. Sin perjuicio de ello, en caso que concurra la circunstancia prevista en el artículo 11 N° 9, el Tribunal aplicará la regla prevista en la primera parte del inciso anterior.

En aquellos casos en que exista pena alternativa de multa el Tribunal aplicará la pena privativa de libertad.”. (Artículo 121 inciso final Reglamento Senado. Unanimidad, 4x0).
Número 1)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 2 y 3. Unanimidad, 5x0).
Número 2)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 4, 5 y 6. Unanimidad, 5x0).
Número 3)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 9 y 10. Unanimidad, 5x0).
Número 4)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 11 y 12. Unanimidad, 5x0).
Número 5)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 13 y 14. Unanimidad, 5x0).
Número 6)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 15, 16 y 17. Unanimidad, 5x0).
Número 7)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 18 y 19. Unanimidad, 5x0).

Número 8)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 22 y 23. Unanimidad, 5x0).

Número 9)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 48 y 49. Unanimidad, 5x0).

Número 10)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 50 y 51. Unanimidad, 5x0).

Número 11)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 52 y 53. Unanimidad, 5x0).

Número 12)
- Suprimirlo. (Indicación Nº 57. Unanimidad, 5x0).

Número 13)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 58 y 59. Unanimidad, 5x0).

Número 14)
- Suprimirlo. (Indicación Nº 61. Unanimidad, 5x0).

Número 15)
- Suprimirlo. (Indicación Nº 62. Unanimidad, 5x0).

Número 16)
- Suprimirlo. (Indicación Nº 63. Unanimidad, 5x0).

Número 17)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 65 y 67. Unanimidad, 5x0).

ARTÍCULO SEGUNDO

Números nuevos
- Introducir los siguientes números, nuevos, consultados como números 1) y 2):

“1) Introdúcese un artículo 78 ter, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 78 ter. Medidas especiales de protección de fiscales. Cuando exista algún antecedente de amenaza, agresión u otra potencial afectación a la integridad personal de fiscales o de sus familias durante el transcurso de la investigación, o, en cualquier caso, tratándose de la investigación de delitos cometidos por asociaciones delictivas, el o los fiscales podrán solicitar al juez de garantía o al tribunal de juicio oral en lo penal, según corresponda, la adopción de las siguientes medidas de protección: 

a) Participación de las audiencias por vía remota mediante videoconferencia. 

b) Reserva de la identidad de el o los fiscales en las audiencias que se desarrollen ante el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal, ya sea que se realicen de forma presencial o remota. 

c) Reserva de la identidad de el o los fiscales en los registros y documentos que se deban poner a disposición de las partes o que deban ser presentados o evacuados ante el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal. 

En los casos en que se decrete la reserva de la identidad, esta deberá ser reemplazada por una denominación genérica como “Fiscal adjunto del Ministerio Público”.

La medida de protección decretada se mantendrá vigente durante toda la sustanciación del proceso penal hasta el término de la causa por cualquier motivo. En caso de ponerse término en virtud de una sentencia, la medida de protección deberá extenderse hasta que esta se encuentre ejecutoriada. 

La resolución que se pronuncie sobre la concesión de la medida de protección o su cese será apelable por los intervinientes.

El abogado defensor del imputado siempre podrá conocer la identidad del fiscal, debiendo mantener reserva de la misma. 

La revelación de la información reservada será sancionada de conformidad al artículo 247 del Código Penal.”.

2) Introdúcese el siguiente artículo 111 bis, nuevo:

“Artículo 111 bis. Procurador Común. En aquellos casos en que existieren dos o más querellantes por los mismos hechos y calificación jurídica, éstos deberán nombrar un procurador común para actuar en todas las audiencias del procedimiento. Si así no ocurriere, el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal en su caso, de oficio o a petición de parte, ordenará a estos su nombramiento y, a falta de esa designación, deberá ser nombrado por el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal en su caso, de entre los querellantes de la causa.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior cualquiera de las partes representadas por el procurador común que, por invocar nuevos hechos o una calificación jurídica distinta o por pretensiones civiles diversas, estime incompatible la representación común, podrá solicitar se le permita su actuación separada.”.”. (Indicación Nº 69. Unanimidad, 4x0).
Número nuevo
- Agregar el siguiente número 3), nuevo:

“3) Agrégase, en la letra b) del artículo 113, la siguiente frase final: “, además de un medio de notificación electrónico del abogado patrocinante y del mandatario judicial, si no lo hubieren designado;”.”. (Indicación Nº 70. Unanimidad, 4x0).
Número nuevo
- Agregar el siguiente número 4), nuevo:

“4) Agrégase, en el inciso primero del artículo 127, después del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto: “Podrá aplicarse en este caso por las policías lo señalado en el artículo 89, en la forma señalada en dicha disposición. Asimismo, se entenderá razón suficiente para ello el reconocimiento efectuado por el imputado ante el fiscal o la policía, en presencia de su defensor, de su participación en los hechos investigados, o bien, su identificación o reconocimiento como presunto responsable conste en los resultados de una prueba científica o se haya practicado mediante la realización de la diligencia de reconocimiento en los términos de este Código.”.”. (Indicación Nº 71. Mayoría, 3x1).
Número nuevo
- Agregar el siguiente número 5), nuevo:

“5) Agrégase el siguiente artículo 141 bis:

“Artículo 141 bis. Sustitución de otras medidas cautelares por prisión preventiva, en casos especiales de peligro de fuga. El tribunal deberá, de oficio, sin necesidad de debate y sin fijación de nueva audiencia al efecto, sustituir cualquier medida cautelar a la que el imputado o acusado estuviese sometido, por la de prisión preventiva, en los siguientes casos especiales de peligro de fuga:

a) Cuando el imputado o acusado comparezca ante el tribunal detenido por orden judicial, fundada en su incomparecencia a una audiencia debidamente notificada;

b) Cuando condene al imputado requerido o acusado a una pena privativa de libertad de cumplimiento efectivo en procedimiento simplificado o abreviado, y

c) Cuando, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 343, pronunciare en un juicio oral una decisión condenatoria que importe el cumplimiento efectivo de una pena privativa de libertad.

Decretada la prisión preventiva, el privado de libertad podrá solicitar su sustitución por una caución suficiente, en los términos del artículo 146, en la misma audiencia o con posterioridad a ella y antes de la confirmación de la sentencia respectiva o del término del nuevo juicio, en su caso.”.”. (Indicación Nº 73. Mayoría, 3x1).
Número 1)

- Ha pasado a ser número 6), sin enmiendas.
Número nuevo

- Intercalar el siguiente número 7) nuevo:
“7) Incorpórase el siguiente artículo 226 Y, nuevo:

“Artículo 226 Y.- Cooperación eficaz. Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz que conduzca a evitar la continuidad, permanencia, consumación o esclarecimiento de los hechos cometidos por una asociación criminal o asociación delictiva en los términos del Párrafo 10 del Título VI del Libro Segundo del Código Penal, o se refiera a algunos de los crímenes o simples delitos contenidos en la Ley N°20.000, lavado de activos, trata de personas, explotación sexual, homicidios o secuestros. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados.

Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.

El Ministerio Público deberá expresar, en la formalización de la investigación o en su escrito de acusación, si la cooperación prestada por el imputado ha sido eficaz a los fines señalados en el inciso primero.

Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutivo de delito, el fiscal correspondiente necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia, deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.

La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran; o de su compensación, de acuerdo con las reglas generales.”.”. (Indicación Nº 77. Unanimidad, 4x0).
Número 2)

- Ha pasado a ser número 8), sin enmiendas.

Número 3)
- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 82 y 83. Unanimidad, 3x0).
Número 4)
- Ha pasado a ser número 9), reemplazado por el siguiente:

 “9) Introdúcense los siguientes artículos 238 bis, 238 ter y 238 quáter, nuevos: 

“Artículo 238 bis. Suspensión condicional para el tratamiento problemático de drogas y/o alcohol. Se podrá decretar la suspensión condicional del procedimiento con acuerdo del fiscal y el imputado, respecto de toda persona que voluntariamente acepte la condición de someterse a un tratamiento por consumo problemático de drogas y/o alcohol.

La suspensión condicional del procedimiento, en estos casos, podrá decretarse:

a) Si se acredita la dependencia o consumo de drogas y/o alcohol como factor determinante para la comisión del delito.

b) Si la pena que pudiere imponerse al imputado, en el evento de dictarse sentencia condenatoria, no excediere de cinco años de privación de libertad.

c) Si el imputado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito.

Para acreditar la dependencia o consumo problemático de drogas y/o alcohol se confeccionará un informe por una institución o por profesionales designados por el tribunal de forma previa el cual estará sujeto a la confirmación diagnóstica de la institución tratante.

La audiencia se realizará con la comparecencia de los intervinientes especializados, juez, fiscal, defensor e imputado, favoreciendo la participación del imputado e impulsándolo a que sea parte activa de la decisión del tribunal, con el objeto de obtener información sobre los factores de riesgo que podrían desencadenar una potencial recaída y definir las condiciones de la suspensión condicional del procedimiento que favorezcan su rehabilitación.

La presencia del defensor del imputado en la audiencia en que se discutiere la solicitud de suspensión condicional del procedimiento constituirá un requisito de validez de la misma.

Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se discuta la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.

Al decretar la suspensión condicional del procedimiento, el juez de garantía establecerá las condiciones a las que deberá someterse el imputado y la duración de la medida, cuyo plazo no podrá ser inferior a un año ni superior a cinco. Durante dicho período no se reanudará el curso de la prescripción de la acción penal. Asimismo, durante el término por el que se prolongare la suspensión condicional del procedimiento se suspenderá el plazo previsto en el artículo 247.

La resolución que se pronunciare acerca de la suspensión condicional del procedimiento será apelable por el imputado, por la víctima, por el ministerio público y por el querellante.

Artículo 238 ter. Audiencias de seguimiento de suspensión condicional para el tratamiento problemático de drogas y/o alcohol. Para el cumplimiento de los objetivos del proceso de rehabilitación se realizarán audiencias de seguimiento de la suspensión condicional con el fin de potenciar medidas terapéuticas que fomenten los factores protectores y disminuyan los factores de riesgo frente al consumo problemático de drogas y/o alcohol. El juez determinará la periodicidad de estas audiencias, las que, en todo caso, deberán realizarse al menos una vez al mes.

El tribunal a solicitud de alguno de los intervinientes podrá modificar las condiciones de la suspensión condicional del procedimiento cuando aquellas tengan objetivos terapéuticos tomando en consideración la voluntad del imputado. 

Artículo 238 quáter. Audiencias de egreso de suspensión condicional para el tratamiento problemático de drogas y/o alcohol. Después de cumplir el período decretado de la suspensión condicional para el tratamiento problemático de drogas y/o alcohol, o habiendo finalizado el tratamiento y la fase de seguimiento, se realizará la respectiva audiencia de egreso de la suspensión condicional del procedimiento donde se revisarán los avances obtenidos y el caso será sobreseído de manera definitiva.”.”.(Indicación Nº 85, con modificaciones. Unanimidad, 5x0).
Número nuevo

- Incorporar el siguiente número 10), nuevo:
“10) Reemplázase en el artículo 239, el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Respecto de la suspensión condicional del procedimiento para el tratamiento de drogas y/o alcohol se entenderá, como incumplimiento de las condiciones la no adherencia al tratamiento y el incumplimiento grave y reiterado a las actividades determinantes para su rehabilitación.

La resolución dictada de conformidad a este artículo será apelable.”.”. (Indicación Nº 89, con modificaciones. Unanimidad, 5x0).
Número nuevo
- Incorporar el siguiente número 11), nuevo:
“11) Agrégase, en el artículo 266, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin embargo, el juez de garantía deberá autorizar la comparecencia por medios tecnológicos de las víctimas, por motivos calificados o de seguridad. La petición deberá formularse hasta siete días antes de la fecha fijada para la audiencia.”.”. (Indicación Nº 90, con modificaciones. Unanimidad, 4x0).
Número nuevo
- Incorporar el siguiente número 12), nuevo:
“12) Introdúcense, en el artículo 275, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“El juez de garantía, luego de examinar las pruebas ofrecidas y escuchar a los intervinientes que hubieren comparecido a la audiencia, podrá proponer a los intervinientes convenciones probatorias sobre los hechos que, de acuerdo con lo alegado en la audiencia, no fueran objeto de controversia, pudiendo éstos aceptarlas o desestimarlas. En caso de ser aceptadas deberá dejarse constancia de ellas en el auto de apertura.

El tribunal de juicio oral en lo penal podrá considerar por concurrente la atenuante prevista en el artículo 11 n° 9 del Código Penal, si los hechos que fueron objeto de alguna convención probatoria hubiesen sido considerados al momento de formar la convicción del tribunal al dictar una sentencia condenatoria.”.”. (Indicación Nº 92. Unanimidad, 5x0).
Número nuevo
- Incorporar el siguiente número 13), nuevo:

“13) Agrégase, en el artículo 291, el siguiente inciso final, nuevo:

“Sin embargo, el tribunal deberá autorizar la comparecencia por medios tecnológicos de las víctimas, por motivos calificados o de seguridad. La petición deberá formularse hasta siete días antes de la fecha fijada para la audiencia o día eventual en que deban declarar éstos últimos.”.”. (Indicación Nº 95, con modificaciones. Unanimidad, 4x0).
Número nuevo

- Incorporar el siguiente número 14), nuevo:

“14) Incorpórase el siguiente artículo 330 bis, nuevo:

“Artículo 330 bis. Testigo hostil. Las partes que hubieren presentado a un testigo o perito podrán ser autorizadas por el tribunal a formular preguntas sugestivas o indicativas, cuando al declarar mantenga una actitud evidentemente reticente para responder las preguntas que se le formulan.”.”. (Indicación Nº 96. Unanimidad, 4x0).
Número nuevo

- Incorporar el siguiente número 15), nuevo:

“15) Suprímese, en la letra d) del artículo 331, la expresión “, prestadas ante el juez de garantía”.”. (Indicación Nº 97. Mayoría, 3x1).
Número nuevo

- Incorporar el siguiente número 16), nuevo:

“16) Incorpórase, en el artículo 333, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Con todo, si no hubiere controversia sobre el origen y veracidad del documento que se quiere incorporar como evidencia, será suficiente para este propósito la individualización de dicho documento, debiéndose entregar copia del mismo al tribunal.”.”. (Indicación Nº 99. Unanimidad, 5x0).
Número nuevo

- Incorporar el siguiente número 17), nuevo:
“17) Sustitúyese el inciso primero del artículo 385 por el siguiente:

“Artículo 385.- La Corte podrá invalidar sólo la sentencia y dictar, sin nueva audiencia pero separadamente, sentencia de reemplazo que se conformare a la ley, si la casual acogida fuera la de la letra b) del artículo 373 y ello no suponga alterar los hechos y circunstancias que se dieren por probados”.”. (Indicación Nº 100. Mayoría, 3x2).
Número nuevo

- Incorporar el siguiente número 18), nuevo:

“18) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 388, la frase “el ministerio público requiriere la imposición de” por “la ley establezca”.”. (Indicación Nº 102. Mayoría, 4x1).
Número 5)

- Ha pasado a ser número 19), reemplazado por el siguiente:

“19) Modifícase el artículo 406 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “cinco años de presidio o reclusión menores en su grado máximo; no superior a diez años de presidio o reclusión mayores en su grado mínimo, tratándose de los ilícitos comprendidos en los párrafos 1 a 4 bis del título IX del Libro Segundo del Código Penal y en el artículo 456 bis A del mismo Código, con excepción de las figuras sancionadas en los artículos 448, inciso primero, y 448 quinquies de ese cuerpo legal”, por la siguiente: “diez años de presidio mayor en su grado mínimo”.

b) Suprímese el inciso segundo.”. (Indicación Nº 103. Unanimidad, 5x0).
Número nuevo

- Incorporar el siguiente número 20), nuevo:
“20) Sustitúyese el inciso quinto del artículo 407 por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, si el imputado acepta expresamente los hechos y los antecedentes de la investigación en que se fundare un procedimiento abreviado, el fiscal o el querellante, según sea el caso, podrá solicitar una pena inferior en uno o dos grados al mínimo de los señalados por la ley.”.”. (Indicación Nº 105. Mayoría, 4x1).
Número 6)

- Suprimirlo. (Indicaciones Nos 106 y 107. Unanimidad, 5x0).
Número 7)

- Ha pasado a ser número 21), sin enmiendas.
Número 8)

- Ha pasado a ser número 22), sin enmiendas.

ARTÍCULO TERCERO, NUEVO

- Incorporar un artículo tercero nuevo, del siguiente tenor:

“ARTÍCULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad:

1) Suprímese, en el inciso final del artículo 1, la expresión “y para la aplicación de la pena mixta del artículo 33”.

2) Sustitúyese el artículo 15 bis por el siguiente:

“Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:

a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años, y

b) Si se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 390 bis, 390 ter, 391, 395, 396, 397, 398 o 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar, y aquellos contemplados en los artículos 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 367, 367 ter, 367 quáter inciso segundo, y 411 ter del mismo Código.

En estos casos, deberán cumplirse, además, las condiciones indicadas en ambos numerales del inciso segundo del artículo anterior.”.

3) Suprímese el artículo 23 bis A.

4) Sustitúyese el epígrafe del Título V y el de su Párrafo 1º, por el siguiente: 

“Del cumplimiento de penas en el extranjero y de la expulsión de condenados extranjeros”

5) Suprímense los artículos 32 y 33, y el epígrafe del Párrafo 2º.

6) Sustitúyese el artículo 34 por el siguiente:

“Artículo 34.- Si el condenado fuese extranjero, el tribunal no impondrá ninguna pena sustitutiva de las previstas en esta ley y, en cambio, impondrá, además de la pena privativa o restrictiva de libertad que corresponda, la de expulsión, en los casos y términos establecidos en el Título VIII de la ley Nº 21.325.

La expulsión se ejecutará, sin solución de continuidad, una vez cumplida la pena privativa de libertad impuesta, salvo que, de conformidad con los tratados internacionales vigentes, el condenado extranjero solicite el cumplimiento de la pena en su país de origen y ello sea aceptado por el respectivo país. La solicitud del condenado será retransmitida por el tribunal al Servicio Nacional de Migraciones para su registro y tramitación ante las autoridades respectivas, el que comunicará la aceptación o rechazo del traslado por parte del país requerido y, asimismo, determinará la forma y oportunidad de ejecutarlo, dentro del plazo más breve posible. El Servicio no podrá denegar la expulsión, debiendo acatar la decisión judicial. En todo caso, deberá informar al tribunal de otras solicitudes que se le hubieren hecho con anterioridad respecto del mismo sujeto.

El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión no podrá regresar al territorio nacional en un plazo de diez años, contado desde la fecha de su ejecución o de su traslado al país donde deba cumplir la pena privativa o restrictiva de libertad impuesta.”.

7) Suprímese el inciso tercero del artículo 38.”. (Indicación Nº 112. Mayoría, 4x1).
- - -
TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con las modificaciones precedentemente expuestas, el texto queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO PRIMERO: Incorpórase al Código Penal un artículo 69 ter nuevo, del siguiente tenor:

“Art. 69 ter.- Si concurre una de las agravantes previstas en el artículo 12 numerales 14°, 15° y 16°, el Tribunal excluirá el grado mínimo si es compuesta o el mínimum si consta de un solo grado, salvo que reconozca la circunstancia prevista en el artículo 11 N° 9, en cuyo caso podrá recorrer la pena en toda su extensión.

A partir de la segunda condena en la que se reconozca al autor alguna de las agravantes previstas en el artículo 12 numerales 14°, 15° y 16 °, la pena se aumentará en un grado. Sin perjuicio de ello, en caso que concurra la circunstancia prevista en el artículo 11 N° 9, el Tribunal aplicará la regla prevista en la primera parte del inciso anterior.

En aquellos casos en que exista pena alternativa de multa el Tribunal aplicará la pena privativa de libertad.”.
ARTÍCULO SEGUNDO. Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:
1) Introdúcese un artículo 78 ter, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 78 ter. Medidas especiales de protección de fiscales. Cuando exista algún antecedente de amenaza, agresión u otra potencial afectación a la integridad personal de fiscales o de sus familias durante el transcurso de la investigación, o, en cualquier caso, tratándose de la investigación de delitos cometidos por asociaciones delictivas, el o los fiscales podrán solicitar al juez de garantía o al tribunal de juicio oral en lo penal, según corresponda, la adopción de las siguientes medidas de protección: 

a) Participación de las audiencias por vía remota mediante videoconferencia. 

b) Reserva de la identidad de el o los fiscales en las audiencias que se desarrollen ante el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal, ya sea que se realicen de forma presencial o remota. 

c) Reserva de la identidad de el o los fiscales en los registros y documentos que se deban poner a disposición de las partes o que deban ser presentados o evacuados ante el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal. 

En los casos en que se decrete la reserva de la identidad, esta deberá ser reemplazada por una denominación genérica como “Fiscal adjunto del Ministerio Público”.

La medida de protección decretada se mantendrá vigente durante toda la sustanciación del proceso penal hasta el término de la causa por cualquier motivo. En caso de ponerse término en virtud de una sentencia, la medida de protección deberá extenderse hasta que esta se encuentre ejecutoriada. 

La resolución que se pronuncie sobre la concesión de la medida de protección o su cese será apelable por los intervinientes.

El abogado defensor del imputado siempre podrá conocer la identidad del fiscal, debiendo mantener reserva de la misma. 

La revelación de la información reservada será sancionada de conformidad al artículo 247 del Código Penal.”.

2) Introdúcese el siguiente artículo 111 bis, nuevo:

“Artículo 111 bis. Procurador Común. En aquellos casos en que existieren dos o más querellantes por los mismos hechos y calificación jurídica, éstos deberán nombrar un procurador común para actuar en todas las audiencias del procedimiento. Si así no ocurriere, el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal en su caso, de oficio o a petición de parte, ordenará a estos su nombramiento y, a falta de esa designación, deberá ser nombrado por el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal en su caso, de entre los querellantes de la causa.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior cualquiera de las partes representadas por el procurador común que, por invocar nuevos hechos o una calificación jurídica distinta o por pretensiones civiles diversas, estime incompatible la representación común, podrá solicitar se le permita su actuación separada.”.
3) Agrégase, en la letra b) del artículo 113, la siguiente frase final: “, además de un medio de notificación electrónico del abogado patrocinante y del mandatario judicial, si no lo hubieren designado;”.
4) Agrégase, en el inciso primero del artículo 127, después del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto: “Podrá aplicarse en este caso por las policías lo señalado en el artículo 89, en la forma señalada en dicha disposición. Asimismo, se entenderá razón suficiente para ello el reconocimiento efectuado por el imputado ante el fiscal o la policía, en presencia de su defensor, de su participación en los hechos investigados, o bien, su identificación o reconocimiento como presunto responsable conste en los resultados de una prueba científica o se haya practicado mediante la realización de la diligencia de reconocimiento en los términos de este Código.”.

5) Agrégase el siguiente artículo 141 bis:

“Artículo 141 bis. Sustitución de otras medidas cautelares por prisión preventiva, en casos especiales de peligro de fuga. El tribunal deberá, de oficio, sin necesidad de debate y sin fijación de nueva audiencia al efecto, sustituir cualquier medida cautelar a la que el imputado o acusado estuviese sometido, por la de prisión preventiva, en los siguientes casos especiales de peligro de fuga:

a) Cuando el imputado o acusado comparezca ante el tribunal detenido por orden judicial, fundada en su incomparecencia a una audiencia debidamente notificada;

b) Cuando condene al imputado requerido o acusado a una pena privativa de libertad de cumplimiento efectivo en procedimiento simplificado o abreviado, y

c) Cuando, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 343, pronunciare en un juicio oral una decisión condenatoria que importe el cumplimiento efectivo de una pena privativa de libertad.

Decretada la prisión preventiva, el privado de libertad podrá solicitar su sustitución por una caución suficiente, en los términos del artículo 146, en la misma audiencia o con posterioridad a ella y antes de la confirmación de la sentencia respectiva o del término del nuevo juicio, en su caso.”
6) Intercálese el siguiente inciso segundo nuevo en el artículo 170, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente: 

“Tampoco procederá el ejercicio de esta facultad respecto del imputado que haya sido beneficiado con su ejercicio, con la suspensión condicional del procedimiento o con un acuerdo reparatorio, dentro de los cinco años anteriores al hecho que se trate, ni respecto de aquel que tuviere alguna condena anterior.”

7) Incorpórase el siguiente artículo 226 Y, nuevo:

“Artículo 226 Y.- Cooperación eficaz. Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz que conduzca a evitar la continuidad, permanencia, consumación o esclarecimiento de los hechos cometidos por una asociación criminal o asociación delictiva en los términos del Párrafo 10 del Título VI del Libro Segundo del Código Penal, o se refiera a algunos de los crímenes o simples delitos contenidos en la Ley N°20.000, lavado de activos, trata de personas, explotación sexual, homicidios o secuestros. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados.

Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.

El Ministerio Público deberá expresar, en la formalización de la investigación o en su escrito de acusación, si la cooperación prestada por el imputado ha sido eficaz a los fines señalados en el inciso primero.

Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutivo de delito, el fiscal correspondiente necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia, deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.

La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran; o de su compensación, de acuerdo con las reglas generales.”
8) Introdúzcase la siguiente letra d) al inciso tercero del artículo 237: 

“d) Si el imputado no hubiere consentido anteriormente una suspensión condicional o acuerdo reparatorio, dentro de los cinco años anteriores al hecho que se trate.”

9) Introdúcense los siguientes artículos 238 bis, 238 ter y 238 quáter, nuevos: 

“Artículo 238 bis. Suspensión condicional para el tratamiento problemático de drogas y/o alcohol. Se podrá decretar la suspensión condicional del procedimiento con acuerdo del fiscal y el imputado, respecto de toda persona que voluntariamente acepte la condición de someterse a un tratamiento por consumo problemático de drogas y/o alcohol.

La suspensión condicional del procedimiento, en estos casos, podrá decretarse:

a) Si se acredita la dependencia o consumo de drogas y/o alcohol como factor determinante para la comisión del delito.

b) Si la pena que pudiere imponerse al imputado, en el evento de dictarse sentencia condenatoria, no excediere de cinco años de privación de libertad.

c) Si el imputado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito.

Para acreditar la dependencia o consumo problemático de drogas y/o alcohol se confeccionará un informe por una institución o por profesionales designados por el tribunal de forma previa el cual estará sujeto a la confirmación diagnóstica de la institución tratante.

La audiencia se realizará con la comparecencia de los intervinientes especializados, juez, fiscal, defensor e imputado, favoreciendo la participación del imputado e impulsándolo a que sea parte activa de la decisión del tribunal, con el objeto de obtener información sobre los factores de riesgo que podrían desencadenar una potencial recaída y definir las condiciones de la suspensión condicional del procedimiento que favorezcan su rehabilitación.

La presencia del defensor del imputado en la audiencia en que se discutiere la solicitud de suspensión condicional del procedimiento constituirá un requisito de validez de la misma.

Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se discuta la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.

Al decretar la suspensión condicional del procedimiento, el juez de garantía establecerá las condiciones a las que deberá someterse el imputado y la duración de la medida, cuyo plazo no podrá ser inferior a un año ni superior a cinco. Durante dicho período no se reanudará el curso de la prescripción de la acción penal. Asimismo, durante el término por el que se prolongare la suspensión condicional del procedimiento se suspenderá el plazo previsto en el artículo 247.

La resolución que se pronunciare acerca de la suspensión condicional del procedimiento será apelable por el imputado, por la víctima, por el ministerio público y por el querellante.

Artículo 238 ter. Audiencias de seguimiento de suspensión condicional para el tratamiento problemático de drogas y/o alcohol. Para el cumplimiento de los objetivos del proceso de rehabilitación se realizarán audiencias de seguimiento de la suspensión condicional con el fin de potenciar medidas terapéuticas que fomenten los factores protectores y disminuyan los factores de riesgo frente al consumo problemático de drogas y/o alcohol. El juez determinará la periodicidad de estas audiencias, las que, en todo caso, deberán realizarse al menos una vez al mes.

El tribunal a solicitud de alguno de los intervinientes podrá modificar las condiciones de la suspensión condicional del procedimiento cuando aquellas tengan objetivos terapéuticos tomando en consideración la voluntad del imputado. 

Artículo 238 quáter. Audiencias de egreso de suspensión condicional para el tratamiento problemático de drogas y/o alcohol. Después de cumplir el período decretado de la suspensión condicional para el tratamiento problemático de drogas y/o alcohol, o habiendo finalizado el tratamiento y la fase de seguimiento, se realizará la respectiva audiencia de egreso de la suspensión condicional del procedimiento donde se revisarán los avances obtenidos y el caso será sobreseído de manera definitiva.”.
10) Reemplázase en el artículo 239, el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Respecto de la suspensión condicional del procedimiento para el tratamiento de drogas y/o alcohol se entenderá, como incumplimiento de las condiciones la no adherencia al tratamiento y el incumplimiento grave y reiterado a las actividades determinantes para su rehabilitación.

La resolución dictada de conformidad a este artículo será apelable.”.
11) Agrégase, en el artículo 266, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin embargo, el juez de garantía deberá autorizar la comparecencia por medios tecnológicos de las víctimas, por motivos calificados o de seguridad. La petición deberá formularse hasta siete días antes de la fecha fijada para la audiencia.”.
12) Introdúcense, en el artículo 275, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“El juez de garantía, luego de examinar las pruebas ofrecidas y escuchar a los intervinientes que hubieren comparecido a la audiencia, podrá proponer a los intervinientes convenciones probatorias sobre los hechos que, de acuerdo con lo alegado en la audiencia, no fueran objeto de controversia, pudiendo éstos aceptarlas o desestimarlas. En caso de ser aceptadas deberá dejarse constancia de ellas en el auto de apertura.

El tribunal de juicio oral en lo penal podrá considerar por concurrente la atenuante prevista en el artículo 11 n° 9 del Código Penal, si los hechos que fueron objeto de alguna convención probatoria hubiesen sido considerados al momento de formar la convicción del tribunal al dictar una sentencia condenatoria.”.
13) Agrégase, en el artículo 291, el siguiente inciso final, nuevo:

“Sin embargo, el tribunal deberá autorizar la comparecencia por medios tecnológicos de las víctimas, por motivos calificados o de seguridad. La petición deberá formularse hasta siete días antes de la fecha fijada para la audiencia o día eventual en que deban declarar éstos últimos.”.
14) Incorpórase el siguiente artículo 330 bis, nuevo:

“Artículo 330 bis. Testigo hostil. Las partes que hubieren presentado a un testigo o perito podrán ser autorizadas por el tribunal a formular preguntas sugestivas o indicativas, cuando al declarar mantenga una actitud evidentemente reticente para responder las preguntas que se le formulan.”.
15) Suprímese, en la letra d) del artículo 331, la expresión “, prestadas ante el juez de garantía”.
16) Incorpórase, en el artículo 333, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Con todo, si no hubiere controversia sobre el origen y veracidad del documento que se quiere incorporar como evidencia, será suficiente para este propósito la individualización de dicho documento, debiéndose entregar copia del mismo al tribunal.”.
17) Sustitúyese el inciso primero del artículo 385 por el siguiente:

“Artículo 385.- La Corte podrá invalidar sólo la sentencia y dictar, sin nueva audiencia pero separadamente, sentencia de reemplazo que se conformare a la ley, si la casual acogida fuera la de la letra b) del artículo 373 y ello no suponga alterar los hechos y circunstancias que se dieren por probados”.”.
18) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 388, la frase “el ministerio público requiriere la imposición de” por “la ley establezca”.
19) Modifícase el artículo 406 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “cinco años de presidio o reclusión menores en su grado máximo; no superior a diez años de presidio o reclusión mayores en su grado mínimo, tratándose de los ilícitos comprendidos en los párrafos 1 a 4 bis del título IX del Libro Segundo del Código Penal y en el artículo 456 bis A del mismo Código, con excepción de las figuras sancionadas en los artículos 448, inciso primero, y 448 quinquies de ese cuerpo legal”, por la siguiente: “diez años de presidio mayor en su grado mínimo”.

b) Suprímese el inciso segundo.
20) Sustitúyese el inciso quinto del artículo 407 por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, si el imputado acepta expresamente los hechos y los antecedentes de la investigación en que se fundare un procedimiento abreviado, el fiscal o el querellante, según sea el caso, podrá solicitar una pena inferior en uno o dos grados al mínimo de los señalados por la ley.
21) Sustitúyase el artículo 412 por el siguiente:

“Artículo 412. Control judicial y fallo. Terminada la alocución del imputado, el juez dictará sentencia. Si es condenatoria, la pena que en ella se imponga no podrá ser superior ni más desfavorable que la solicitada por el fiscal o el querellante en su caso, pero tampoco inferior, salvo errónea calificación de los hechos aceptados por el imputado, caso en el cual el tribunal podrá abrir debate al respecto, siempre que ello incida sustancialmente en la pena a imponer.

Terminado el debate, el tribunal propondrá la calificación correcta de los hechos y el marco penal aplicable, ofreciendo a los intervinientes la posibilidad de arribar a un nuevo acuerdo, suspendiendo entre tanto la audiencia.

De no llegar los intervinientes a un acuerdo, se dará por terminada la audiencia y por no presentada la aceptación de hechos y el reconocimiento de responsabilidad. Lo dispuesto en los incisos anteriores será aplicable también, en su caso, a la errónea calificación de los hechos aceptados en el procedimiento simplificado.

La sentencia condenatoria no podrá emitirse exclusivamente sobre la base de la aceptación de los hechos por parte del imputado. Si el tribunal estima que los hechos aceptados no son constitutivos de delito, según el mérito de las actuaciones y diligencias de la investigación que fundamentan la acusación, se procederá de conformidad con lo dispuesto en la letra e) del artículo siguiente.

En ningún caso el procedimiento abreviado obstará a la concesión de alguna de las penas sustitutivas consideradas en la ley, cuando correspondiere.

La sentencia no se pronunciará sobre la demanda civil que hubiere sido interpuesta.”.
22) En el artículo 413 letra e), agréguese la siguiente frase, tras la expresión “o absolviere al acusado”: “La absolución sólo procederá en los casos en que el tribunal estime que los hechos reconocidos por el acusado no son constitutivos de delito, este se encuentra exento de responsabilidad penal, su responsabilidad penal se encuentra extinguida o en que el reconocimiento de su participación en ellos no configura una forma punible de intervención descrita en la ley, de conformidad con el mérito de las actuaciones y diligencias de la investigación que fundamentan la acusación. Previa a la decisión de absolución el tribunal deberá llamar a las partes a debatir sobre sus presupuestos.”.
ARTÍCULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad:

1) Suprímese, en el inciso final del artículo 1, la expresión “y para la aplicación de la pena mixta del artículo 33”.

2) Sustitúyese el artículo 15 bis por el siguiente:

“Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:

a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años, y

b) Si se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 390 bis, 390 ter, 391, 395, 396, 397, 398 o 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar, y aquellos contemplados en los artículos 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 367, 367 ter, 367 quáter inciso segundo, y 411 ter del mismo Código.

En estos casos, deberán cumplirse, además, las condiciones indicadas en ambos numerales del inciso segundo del artículo anterior.”.

3) Suprímese el artículo 23 bis A.

4) Sustitúyese el epígrafe del Título V y el de su Párrafo 1º, por el siguiente: 

“Del cumplimiento de penas en el extranjero y de la expulsión de condenados extranjeros”

5) Suprímense los artículos 32 y 33, y el epígrafe del Párrafo 2º.

6) Sustitúyese el artículo 34 por el siguiente:

“Artículo 34.- Si el condenado fuese extranjero, el tribunal no impondrá ninguna pena sustitutiva de las previstas en esta ley y, en cambio, impondrá, además de la pena privativa o restrictiva de libertad que corresponda, la de expulsión, en los casos y términos establecidos en el Título VIII de la ley Nº 21.325.

La expulsión se ejecutará, sin solución de continuidad, una vez cumplida la pena privativa de libertad impuesta, salvo que, de conformidad con los tratados internacionales vigentes, el condenado extranjero solicite el cumplimiento de la pena en su país de origen y ello sea aceptado por el respectivo país. La solicitud del condenado será retransmitida por el tribunal al Servicio Nacional de Migraciones para su registro y tramitación ante las autoridades respectivas, el que comunicará la aceptación o rechazo del traslado por parte del país requerido y, asimismo, determinará la forma y oportunidad de ejecutarlo, dentro del plazo más breve posible. El Servicio no podrá denegar la expulsión, debiendo acatar la decisión judicial. En todo caso, deberá informar al tribunal de otras solicitudes que se le hubieren hecho con anterioridad respecto del mismo sujeto.

El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión no podrá regresar al territorio nacional en un plazo de diez años, contado desde la fecha de su ejecución o de su traslado al país donde deba cumplir la pena privativa o restrictiva de libertad impuesta.”.

7) Suprímese el inciso tercero del artículo 38.”.
- - -

ACORDADO
Acordado en sesiones celebradas los días 6 de junio de 2023, con asistencia de los Honorables Senadores señor Felipe Kast (Presidente), y señores Iván Flores, Alejandro Kusanovic y Manuel José Ossandón; 5 de julio de 2023, con asistencia de los Honorables Senadores señor Felipe Kast (Presidente), señora Paulina Vodanovic (reemplaza al H.S. señor José Miguel Insulza) y señores Alejandro Kusanovic y Manuel José Ossandón; 10 de julio de 2023, con asistencia de los Honorables Senadores señor Felipe Kast (Presidente), señora Paulina Vodanovic y señores Iván Flores, Alejandro Kusanovic y Manuel José Ossandón; y 11 de julio de 2023, con asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Kast (Presidente), Iván Flores, Alejandro Kusanovic, Manuel José Ossandón y Gastón Saavedra (reemplaza a la H.S. señora Paulina Vodanovic).
Sala de la Comisión, a 14 de julio de 2023.
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JULIÁN SAONA ZABALETA
Abogado Secretario de la Comisión
*El presente informe se suscribe sólo por el Abogado Secretario de la Comisión, en virtud del acuerdo de Comités de 15 de abril de 2020, que autoriza proceder de esta manera.

RESUMEN EJECUTIVO
SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES, CON EL OBJETO DE MEJORAR LA PERSECUCIÓN PENAL, CON ÉNFASIS EN MATERIA DE REINCIDENCIA Y EN DELITOS DE MAYOR CONNOTACIÓN SOCIAL.
BOLETÍN N° 15.661-07.
I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: 
II. ACUERDOS:
Indicación N° 1: Retirada.

Indicación N° 2: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 3: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 4: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 5: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 6: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 7: Retirada.
Indicación N° 8: Retirada.
Indicación N° 9: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 10: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 11: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 12: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 13: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 14: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 15: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 16: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 17: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 18: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 19: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 20: Retirada.
Indicación N° 21: Retirada.
Indicación N° 22: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 23: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 24: Retirada.
Indicación N° 25: Retirada.
Indicación N° 26: Retirada.
Indicación N° 27: Retirada.
Indicación N° 28: Retirada.
Indicación N° 29: Retirada.
Indicación N° 30: Retirada.
Indicación N° 31: Retirada.
Indicación N° 32: Retirada.
Indicación N° 33: Retirada.
Indicación N° 34: Retirada.
Indicación N° 35: Retirada.
Indicación N° 36: Retirada.
Indicación N° 37: Retirada.
Indicación N° 38: Retirada.
Indicación N° 39: Retirada.
Indicación N° 40: Retirada.
Indicación N° 41: Retirada.
Indicación N° 42: Retirada.
Indicación N° 43: Retirada.
Indicación N° 44: Retirada.
Indicación N° 45: Retirada.
Indicación N° 46: Retirada.
Indicación N° 47: Retirada.
Indicación N° 48: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 49: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 50: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 51: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 52: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 53: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 54: Retirada.
Indicación N° 55: Retirada.
Indicación N° 56: Retirada.
Indicación N° 57: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 58: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 59: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 60: Retirada.
Indicación N° 61: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 62: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 63: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 64: Retirada.
Indicación N° 65: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 66: Retirada.
Indicación N° 67: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 68: Retirada.
Indicación Nº 69: Aprobada (Unanimidad, 4x0).
Indicación N° 70: Aprobada (Unanimidad, 4x0).

Indicación N° 71 Aprobada (Mayoría, 3x1).

Indicación N° 72: Rechazada (Unanimidad, 0x4).

Indicación N° 73: Aprobada (Mayoría, 3x1).

Indicación N° 74: Rechazada (Empate, 2x2).
Indicación N° 75: Rechazada (Mayoría, 1x3)

Indicación N° 76: Rechazada (Mayoría, 1x3)

Indicación N° 77: Aprobada (Unanimidad, 4x0).

Indicación N° 78 Rechazada (Unanimidad, 0x3).

Indicación N° 79: Rechazada (Unanimidad, 0x3).

Indicación N° 80: Rechazada (Unanimidad, 0x3).

Indicación N° 81: Rechazada (Unanimidad, 0x3).

Indicación N° 82: Aprobada (Unanimidad, 3x0).

Indicación N° 83: Aprobada (Unanimidad, 3x0).

Indicación N° 84: Rechazada (Unanimidad, 0x5).

Indicación N° 85: Aprobada, con modificaciones (Unanimidad, 5x0).

Indicación N° 86: Rechazada (Unanimidad, 0x5).
Indicación N° 87: Rechazada (Unanimidad, 0x5).
Indicación N° 88: Rechazada (Unanimidad, 0x5).
Indicación N° 89: Aprobada, con modificaciones (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 90: Aprobada, con modificaciones (Unanimidad, 4x0).
Indicación N° 91: Rechazada (Unanimidad, 0x5).
Indicación N° 92: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 93: Rechazada (Unanimidad, 0x5).
Indicación N° 94: Rechazada (Unanimidad, 0x5).
Indicación N° 95: Aprobada, con modificaciones (Unanimidad, 4x0).
Indicación N° 96: Aprobada (Unanimidad, 4x0).
Indicación N° 97: Aprobada (Mayoría, 3x1).
Indicación N° 98: Retirada.
Indicación N° 99: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 100: Aprobada (Mayoría, 3x2)
Indicación N° 101: Retirada.
Indicación N° 102: Aprobada (Mayoría, 4x1).
Indicación N° 103: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 104: Rechazada (Unanimidad, 0x5).
Indicación N° 105: Aprobada (Mayoría, 4x1).
Indicación N° 106: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 107: Aprobada (Unanimidad, 5x0).
Indicación N° 108: Rechazada (Mayoría, 2x3).
Indicación N° 109: Rechazada (Mayoría, 2x3).
Indicación N° 110: Rechazada (Mayoría, 1x4).
Indicación N° 111: Rechazada (Mayoría, 1x4).
Indicación N° 112: Aprobada (Mayoría, 4x1).
Indicación N° 113: Rechazada (Unanimidad, 0x5).
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: El proyecto consta de 3 artículos permanentes. Por su parte, el artículo segundo contiene 22 numerales, y el tercero contiene 7 numerales.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: El artículo segundo, en sus numerales 6 (ex número 1), 8 (ex número 2) y 22 (ex número 8) del proyecto de ley tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental, por limitar el ejercicio de la actividad jurisdiccional, lo cual incide en atribuciones de los tribunales de justicia.
V. URGENCIA: No tiene.
VI. ORIGEN INICIATIVA: Senado. Moción de los Honorables Senadores señoras Luz Ebensperger y Ximena Rincón, y señores Luciano Cruz-Coke, Felipe Kast y Manuel José Ossandón.
VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Primer trámite.
VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 11 de enero de 2023.
IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: segundo informe. 
XI. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 
-Código Penal. 

-Código Procesal Penal.
- Ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.
Valparaíso, a 14 de julio de 2023.
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JULIÁN SAONA ZABALETA
Abogado Secretario de la Comisión
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� A continuación, figura el link de cada una de las sesiones, transmitidas por TV Senado, que la Comisión dedicó al estudio en particular del proyecto:


- 6 de junio de 2023: �HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/seguridad-publica/comision-de-seguridad-publica/2023-06-06/082517.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/seguridad-publica/comision-de-seguridad-publica/2023-06-06/082517.html�. 


- 5 de julio de 2023: �HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/seguridad-publica/comision-de-seguridad-publica/2023-07-04/155437.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/seguridad-publica/comision-de-seguridad-publica/2023-07-04/155437.html�. 


- 10 de julio de 2023: �HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/seguridad-publica/comision-de-seguridad-publica/2023-07-10/084615.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/seguridad-publica/comision-de-seguridad-publica/2023-07-10/084615.html�. 


- 11 de julio de 2023: �HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/seguridad-publica/comision-de-seguridad-publica/2023-07-11/081312.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/seguridad-publica/comision-de-seguridad-publica/2023-07-11/081312.html�. 
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